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   Este ensayo es el resultado de una dilatada experiencia profesional y política. Agradezco siempre la noticia o recomendación de un libro o artículo que me hace un amigo en una conversación circunstancial o profesional. A veces, un libro lleva a otro y de ese modo se va ampliando un círculo de opiniones consistentes para formar un concepto o un análisis más o menos acertado. A mi juicio lo más apasionante es la actitud de curiosidad y estar abierto a las inteligentes aportaciones de numerosos colegas, historiadores, politólogos, economistas, sociólogos y políticos. Una fuente inestimable es la conversación con empresarios, periodistas, profesionales, profesores y trabajadores.
 
   El origen de este libro se encuentra precisamente en una tertulia de amigos, reunidos en un Salón de los encuentros, llenos de dudas, sin querer tener razón en nada, y preocupados por la inestabilidad política que intuimos poco después de 2012 y que se ha hecho patente en 2015. La crítica a la Transición, a la Constitución de 1978 y a S. M. el Rey don Juan Carlos I (con cuya abdicación se empezaba a especular) me indujo a intentar sistematizar las causas profundas del creciente desapego de muchos españoles hacia «la política». Me pareció que, coincidiendo con las opiniones de muchos colegas y amigos, había que ir al origen de los problemas, no quedarnos en los síntomas de la enfermedad y, eventualmente, sugerir alguna solución sin ánimo de pontificar. Se trata sólo de contribuir al debate y proponer alternativas que, en lo posible, no empeoren la situación. Me pareció que la aproximación a la historia política era una buena vía para intentar comprender y responder a la preguntas que nos hacíamos. Se trataba de contestar a: ¿Cómo hemos llegado hasta aquí? ¿Qué errores del pasado no debemos repetir?
 
   Agradezco haber compartido este cúmulo de preguntas y respuestas con José Luis González Quirós, Jorge Rábago, Miguel Ángel Aguilar Rancel, José Luis Álvarez, José María Álvarez, Ramón Pérez Maura, Fernando Maura, José Luis Puerta, Alejandro Alvargonzález, Arturo Moreno, Sergio Gómez Alba y José Luis San Pedro.
 
   En diversas ocasiones he tenido oportunidad de debatir estos temas con colegas de la universidad: Hipólito de la Torre, Alfonso Bullón de Mendoza, José Varela Ortega, Víctor Morales Lezcano, Jesús Cruz y Javier Paredes. José Manuel Cuenca Toribio, Germán Rueda y José Luis Prieto Benavent leyeron el manuscrito e hicieron numerosas sugerencias que agradezco. En tan largo periodo no es posible enumerar la totalidad de las personas con las que he tenido el honor de debatir sobre estos temas por lo que hago un agradecimiento genérico a todas ellas. En los dos últimos años he tenido la oportunidad de avanzar algunas de las tesis expuestas en este libro en medios de comunicación en papel y en la red. Agradezco a los directores y responsables de la sección de opinión que me han acogido en los diarios ABC, El País, El Mundo, El Español y Vozpopuli. Otras revistas especializadas como Revista de Humanidades o Revista de Libros han publicado trabajos cuyas ideas principales se recogen en este Salón de los encuentros. El director de Unión Editorial, Juan Pablo Marcos aceptó mi manuscrito para incluirlo en su prestigioso catálogo y ha dado todo tipo de facilidades.
 
   A lo largo de doce años, nombrado por José María Aznar, desempeñé el cargo de Secretario Nacional de Formación del PP hasta que decidí renunciar al escaño del Congreso y a mi puesto de responsabilidad en la sede nacional del partido, en 2002, en pleno apogeo del gobierno del PP. Esa experiencia política, unida a mi profesión de abogado e historiador, está en la base de este libro, pues me ha permitido tener no sólo un conocimiento libresco de la política, sino unas vivencias impagables durante un largo periodo de tiempo. Una amistosa relación con destacados miembros del PP (también del PSOE, del antiguo PCE y ahora de Ciudadanos) me han aportado numerosas opiniones y experiencias que el lector podrá apreciar en el texto y que deseo contribuyan al debate sobre la preocupante situación política española. La presente crisis política es el resultado de la evolución o desarrollo de las leyes, prácticas y acciones del régimen político nacido en 1977-1978. Son innumerables los diputados, alcaldes de grandes ciudades y pequeñas, altos cargos de la administración y miembros del gobierno con los que he tenido oportunidad de conversar y que son el sustento de muchas de las ideas y evaluaciones que expongo en este ensayo.
 
   Mi mujer, Cristina Álvarez Barthe, es una excelente editora profesional que ha mejorado el texto y cuyas opiniones he tenido muy presentes. En este libro, las aportaciones tienen muchos padres; los fallos, errores o desaciertos son de mi exclusiva responsabilidad.
 
   


 
   
 
  




 
   Introducción
 
    
 
    
 
    
 
   A finales de 2015, cerca de nueve millones de españoles (un 34 % de los votantes) han dado la espalda a los partidos que han gestionado el régimen de la Transición de 1978. Poco antes, la manifestación más clara de la crisis política fue la abdicación de S. M. el Rey Juan Carlos I, cuyo significado profundo responde a un agotamiento de la elite gestora del régimen constitucional de 1978, sobre todo la de los años 80 y 90 del pasado siglo. En las situaciones de crisis, de riesgo de inestabilidad, lo más importante es el diagnóstico certero de los problemas que perciben los ciudadanos. Este libro pretende ser una contribución al debate presente en la sociedad española sobre las deficiencias de nuestra democracia. Para ello propongo un recorrido por la historia reciente y un repaso a los conceptos básicos de libertad y democracia. De un modo políticamente incorrecto, no «buenista», abordo temas de historia (la guerra civil, el franquismo, etc.) que tendrían que formar parte del debate entre historiadores, pero que en España han vuelto a ser temas de actualidad.
 
   Después de un somero recorrido por las revoluciones americana, francesa y rusa me centro en la España del siglo xx. Visto con perspectiva, el siglo xx español tiene dos décadas muy relevantes. La de 1930 es la década desastrosa, de la ruptura, de la exclusión, del enfrentamiento violento entre españoles y destrucción de nuestra patria; y otra década virtuosa, la de los años 70, de inclusión, de reconciliación, que desemboca en una gran operación política, en un gran acuerdo de la inmensa mayoría de la opinión y de la clase política: la Transición y la Constitución de 1978.
 
   Sin embargo, la crisis económica, iniciada en el verano de 2007, ha contribuido a poner de manifiesto las debilidades, las deficiencias de representación y del desarrollo constitucional. Lo que originariamente propone la Constitución y quizás era la intención sincera de los constituyentes, la monarquía parlamentaria, se ha convertido en un Estado de partidos, en una partidocracia. En las páginas que siguen trato de explicar las acciones de los protagonistas, leyes y reglamentos que han reducido sustancialmente la definición parlamentaria del régimen del 78 hacia un Estado de partidos. 
 
   Los salones en los siglos xviii y xix eran lugares de encuentro en los que se debatía y socializaba. Allí se podían expresar con libertad opiniones de todo tipo, hasta que los ateneos y el parlamentarismo en el siglo xix arrebataron aquel protagonismo en el uso ordenado de la palabra en libertad en el salón de sesiones[1]. La cortesía era un valor implícito que se trasladó al parlamento. Tributario de esa cortesía, me anticipo a pedir disculpas si a lo largo del libro algún colega o lector se siente ofendido. He tratado de aportar elementos de información y de debate, y celebraría que las páginas que siguen sean parte del contraste de aproximaciones a la interpretación de la Historia y al apasionante debate político iniciado en España en 2015. Por su propia naturaleza, no comparto la idea de que haya una verdad histórica susceptible de ser legislada mediante una votación en el Congreso de los Diputados, como se ha hecho recientemente con la Ley de Memoria Histórica.
 
   Al modo de aquellas conversaciones de salón, las páginas que siguen son una reflexión sobre el pasado y el presente, fundada en hechos históricos contemporáneos que se remontan al siglo xviii. Este libro es un ensayo de Historia y Política, disciplinas en las que creo poder aportar algún conocimiento y experiencia. No pretendo tener razón en todo lo que aquí se expone; basta con que contribuya al debate, al diálogo respetuoso y algo más profundo que las actuales tertulias de TV, que pecan, en ocasiones, de superficialidad y griterío, a diferencia de otros programas de «salón», como La Clave en TVE, en los años 70 y 80. Mi mayor satisfacción será que el lector encuentre alguna idea, hecho o argumento que responda a sus preguntas o preocupaciones; quizás le resulte de interés la orientación sobre un libro o tema. Los protagonistas de este salón de encuentros son las personas de espíritu libre. Aquí se relatan los avatares, triunfos y dificultades de la libertad y la democracia desde la Ilustración hasta el presente. Por eso, las páginas que siguen no serán del agrado de los totalitarios y populistas de todo tipo. Tampoco gustarán a los tecnócratas sin alma, dedicados a repasar más los códigos que la literatura, o atender más el Boletín Oficial del Estado que a las personas.
 
   El presente relato aborda estos temas desde la revolución norteamericana en su guerra de independencia contra Gran Bretaña en 1776 hasta el final del siglo xx en España. La libertad, «el bien más preciado del hombre después de la propia vida», como señalaba don Miguel de Cervantes, se encuentra sometida a constantes amenazas. Es muy conveniente ser conscientes de la fragilidad de la libertad en la Historia, en Europa en general y en España en particular. Esto es algo que las generaciones de españoles que no han tenido la experiencia de vivir bajo una dictadura deberían tener muy en cuenta a la hora de apoyar con su voto aventuras rupturistas, populistas o separatistas.
 
   En Europa y América, el siglo xix fue el siglo del liberalismo y el siglo xx el del triunfo de la democracia y el inicio de la globalización. En el siglo xxi, en la nueva economía global, ha comenzado la época de los superestados. La democracia es un régimen representativo de gobiernos sometidos a la ley. Los superestados, grandes potencias con cientos de millones de seres humanos, tienen el reto y la dificultad de saber y poder combinar la libertad individual, la representación política y la estabilidad dentro de la ley, sin abusos derivados por un exceso de impuestos, burocracia, información y controles de todo tipo. Europa y América tienen la tradición y la cultura de la libertad y la democracia. Por ello sus ciudadanos son muy celosos de su libertad y derecho de representación. Otra cosa es que los dirigentes de los superestados de Asia y África quieran o deseen esa combinación de libertad y democracia. 
 
   La libertad ha sido intensamente combatida por el totalitarismo en el siglo xx y todavía está limitada en regímenes excomunistas, en los estados confesionales islámicos y proscrita en los yihadistas. En el siglo xxi, en los países desarrollados, la libertad se bate ante una amenaza más sutil, pero también perturbadora. Se trata del incremento constante y desmesurado del tamaño del Estado en Europa y en América, con el consiguiente crecimiento de la presión fiscal y el control de los ciudadanos a favor de la amplia burocracia y de numerosos votantes beneficiados de subvenciones y ayudas de todo tipo. En este inicio del siglo xxi, los ciudadanos trabajadores de todos los niveles y categorías soportan una presión fiscal que en muchos casos supera el cincuenta por cien de sus ingresos y en los demás casos se aproxima a ese importe si consideramos los impuestos indirectos y tasas. Es decir, trabajamos medio año, como trabajo esclavo, no remunerado, pues la mitad de nuestro salario y demás ingresos se los lleva el Estado para sus múltiples gastos y subvenciones. Lógicamente, el Estado tiene que financiarse con impuestos para cumplir los limitados fines que solo él puede suministrar, pero el llamado «Estado del bienestar y asistencial» los ha convertido en generales y universales. La tendencia en las próximas décadas es al alza, sea quien sea quien gobierne, con lo que la indignación de los productores irá en aumento si es que no se produce un cambio de cultura política. Nueva cultura en la que los políticos, en vez de apoyarse en los asistidos, recojan la representación y los intereses de los productores explotados. Es falso que la contradicción principal en el tiempo presente, como gusta repetir a los izquierdistas en las sociedades desarrolladas, sea entre pobres y ricos. Hace años que el diagnóstico de debate social y político se centra en la oposición entre productores y no productores. 
 
   En 1823, el filósofo francés Henri de Saint-Simon adelantó parte de esta teoría en el Catecismo de los Industriales, en la que sostenía que la contradicción principal en el conflicto de clases no era la que enfrentaba a la burguesía frente al proletariado, sino a los productores (industriales, cultivadores y negociantes) contra los ociosos, nobleza y eclesiásticos. Saint-Simon, descendiente de una familia aristocrática, estaba influenciado por el espíritu antirreligioso y antinobiliario de la revolución francesa y no pudo imaginar a los ociosos asistidos de las sociedades desarrolladas. El viejo discurso demagógico y envidioso de los pobres contra los ricos obtiene todavía renta electoral (Podemos, CUP, IU, parte del PSOE), pero lleva casi doscientos años cuestionado en la sociología y en la ciencia política.
 
   Cada vez más, la diferenciación izquierda-derecha se diluye, salvo en temas morales o religiosos, y los líderes políticos de ambas tendencias se asemejan a la hora de sufragar, a modo de un nuevo caciquismo, a millones de personas asistidas. Entre estas últimas no me refiero aquí a los pensionistas, que tienen un más que ganado derecho a su retiro, o a los rentistas, que disfrutan de los rendimientos del trabajo acumulado en el pasado. Me refiero a las múltiples circunstancias asistenciales, desmotivadoras de la iniciativa privada y hasta de la búsqueda de un empleo. Con el beneplácito de los políticos rentabilizadores de votos, los numerosos asistidos se convierten, ellos sí, en una «casta» que usufructúa el esfuerzo y el trabajo ajeno[2].
 
   Además, este libro pretende ser un elemento complementario y contradictorio de los manuales al uso de Historia Contemporánea Universal y de España que se recomiendan ampliamente en la Universidad. No pretendo repetir un resumen de Historia (aunque hay algunos temas que trato in extenso, como la revolución rusa), ya que hay muy buenos manuales, que comento en la bibliografía, junto a otros que son un modelo de ausencia de criterio, tergiversación o manipulación interesada al interpretar los hechos en el sentido contrario a la lógica y a los valores de la libertad. Es habitual que ciertas versiones de la historia llamen la atención por lo inverosímil o lo estrafalario. En los lectores escépticos dichas versiones resultan cansinas y producto de interpretaciones tergiversadoras de los hechos históricos. Recuerdo, al inicio de los años 70, cómo me llamó la atención en la Universidad de Madrid escuchar, a modo de verdad revelada, el libro del historiador Jordi Nadal El fracaso de la revolución industrial en España 1850-1913, cuando España era la décima potencia industrial. Jordi Nadal escribió un libro riguroso y parcialmente acertado, pero ese título favorecía ciertos complejos de inferioridad y permitía responsabilizar a la «burguesía» y a los gobernantes, desde el siglo xix, del atraso relativo de nuestra patria. Otro ejemplo: la justificación de la revolución bolchevique por la autocracia de los zares, cuando el golpe de estado leninista de octubre de 1917 no se hizo contra el zar, sino contra una república democrática y parlamentaria. Es más, el káiser de Alemania Guillermo II, después de la revolución de febrero de 1917 que depuso al zar, planeó el viaje de Lenin desde Suiza a Rusia en un tren sellado con la intención de dinamitar el nuevo gobierno democrático ruso. El entreguismo y pacto de Lenin con los alemanes, que el líder comunista disfrazaba de «paz», era un caso calificable, en situación de guerra, de «alta traición». 
 
   Como verá el lector, he tratado de aportar un punto de vista «no políticamente correcto» y que lamento moleste a reconocidos profesores de la historiografía progresista española. Algunos de esos historiadores «parciales» están recogidos en el prólogo de Alfonso Bullón de Mendoza, en el libro Introducción a la Historia para gente inteligente[3].
 
   Por su parte, el historiador Pedro González Cuevas, en una amplia reseña sobre el llamado revisionismo histórico, hace un repaso de los «guardianes de la historia», nuevos inquisidores de lo políticamente correcto y de algunos historiadores que no compartimos la versión de la ortodoxia de la historiografía marxista de los años 70 y siguientes. Lo malo no es que esa versión fuera falsa y de ínfima calidad; lo malo es que fue una pérdida de tiempo. Se puede acceder fácilmente a ese texto en la página web de una revista crítica del presente El Catoblepas[4]. Sobre la influencia del marxismo en la universidad española, es de lectura muy recomendable el libro de J. M. Cuenca Toribio, Marx en España. El marxismo en la cultura española del siglo xx[5]. El libro de Cuenca Toribio complementa el de Gregorio Morán, El cura y los mandarines, desvelando la forma en que la cultura nacional católica ha sido progresivamente sustituida por el marxismo en nuestras universidades desde los años cincuenta del pasado siglo. Las posiciones y aportaciones moderadas, liberales, inclusivas han sido minoritarias, meritorias y sometidas al ostracismo por el establishment izquierdista.
 
   Esta idea sobre el doctrinarismo de muchos historiadores progresistas —al igual que los fabuladores nacionalistas de nuestro Estado de las autonomías— tiene importancia más allá del debate profesional entre historiadores. Tiene relevancia política. Resulta sorprendente que, después de 2015, partidos políticos españoles (Podemos, Izquierda Unida, Candidatura de Unidad Popular CUP), que se declaran herederos de esa tradición política, la de Marx, Lenin, Mao, Castro, Chaves, tengan predicamento en el electorado. Por supuesto que la causa principal de ese predicamento está en la ausencia de un proyecto político renovado del PP y del PSOE, pero además estoy convencido de que, en parte, esta anomalía en Europa se debe al protagonismo de esos profesores «parciales» de historia contemporánea de la Universidad y enseñanzas medias, y sus seguidores acríticos en los medios de comunicación. Estos influyentes profesores elogian la ideología y las revoluciones dictatoriales de izquierdas frente a los movimientos de libertad y democracia. Al final, ha resultado que la influencia del marxismo en nuestras universidades no ha acusado recibo de la caída del Muro de Berlín y el desarrollo de los valores de libertad y responsabilidad propugnados por Reagan y Thatcher en los años ochenta del pasado siglo.
 
   Muchos manuales de Historia Contemporánea que padecen los estudiantes españoles exhiben una sorprendente exaltación del totalitarismo. En algunos países europeos defender el nazismo o negar el holocausto es, con razón, delito. No se entiende por qué defender el estalinismo o disculparlo no entra en la misma categoría. Se trata de historiadores que, exponiendo los hechos, justifican o cambian por completo el sentido de los acontecimientos. Normalmente, son autores que alaban dictaduras de izquierdas, les encanta la revolución francesa, Robespierre y la guillotina, admiran a un megalómano como Napoleón y tienen una visión muy crítica del parlamentarismo decimonónico porque no era suficientemente democrático. Por el contrario, les encanta la dictadura castrista que, por lo que se ve, es un acabado ejemplo de democracia.
 
   En relación a la revolución rusa, la mayoría de esos historiadores explican esa revolución como «inevitable» y justifican el execrable asesinato de la familia imperial rusa de los Romanov y los crímenes de Lenin como una necesidad por las críticas circunstancias adversas. Además, si hubo algo reprochable, después de la muerte de Lenin, fue por una «desviación» de Stalin. En 1917 se pudo comprobar una línea de conexión entre ambas revoluciones: la francesa y la rusa. La cruel y vesánica ejecución de Luis XVI y de su esposa la reina María Antonieta en 1793 marcaron el comienzo de la degradación moral y política en Europa, el inicio del totalitarismo que después ha padecido el mundo entero en el siglo xx de manos del comunismo y del nazismo-fascismo.
 
   Hay otra categoría en los referidos manuales de historia: los políticamente correctos. Son profesores temerosos del dominio académico o universitario de los historiadores de izquierda. Como no comparten esa valoración positiva del totalitarismo, eluden el tema, solo lo enumeran. Parece que estuvieran diseccionando una mariposa como un entomólogo. Se trata de profesores de prestigio reconocido y larga experiencia, pero que son temerosos de contradecir la versión ortodoxa de la izquierda. Estos historiadores intentan llevarse lo mejor posible con ellos y pasan de puntillas sobre los temas sensibles que saben pueden molestarles: la II República española, la guerra civil, la revolución rusa, etc. Por ejemplo, en relación al totalitarismo comunista ruso de la época de Stalin, la versión desacomplejada de un historiador liberal es: «En lo esencial la Rusia de Stalin nada contradice a la Rusia de Lenin, en todo caso es una acentuación de la línea trazada por este último: totalitarismo y concentración personal del poder. En realidad Lenin fundó y puso las bases de un régimen de terror que Stalin se limitó a consolidar»[6]. Compárese esta versión con esta otra disculpadora, contenida en uno de los manuales más vendidos en los últimos treinta y cinco años: «Paradoja mayor de la revolución soviética: su desembocadura bonapartista. Un proceso que se había iniciado para combatir el poder absoluto del zar terminaría desembocando en el poder absoluto de otro hombre, denominado a veces el «zar rojo». Esta deriva, fuera consecuencia lógica de algunos postulados ideológicos del bolchevismo, fuera desviación espúrea [sic] de su credo originario, se erigió en uno de los temas más debatidos entre los historiadores»[7]. No existe tal paradoja: Lenin nunca pretendió otra cosa que la dictadura personal, la dictadura del proletariado por medio del partido bolchevique.
 
   Un tercer tipo de manuales de Historia Contemporánea se caracterizan por no someterse a lo políticamente correcto, a la dictadura historiográfica de la izquierda, sea por no compartir esas posiciones, sea por no temer el rechazo del «establishment» universitario, actualmente dominado por los defensores de la «memoria histórica», versión Zapatero. Entre los autores extranjeros, el historiador británico Paul Johnson es autor de interesantes y sugerentes manuales de Historia que no suelen recomendarse en las universidades españolas.
 
   En algunos retazos, el lector interesado encontrará una visión y una explicación de los hechos desde una perspectiva liberal y con especial referencia a los problemas presentes y a los previsibles en el futuro. Asistimos a una época en la que domina una versión de «memoria histórica» sesgada cuando no absurda, y respecto a la que muchos políticos de centro-derecha, acomplejados, se parapetan en la tecnocracia y son incapaces de argumentar o defender posiciones mucho más dignas y defensoras de la libertad; aquí aporto datos, hechos y visiones perfectamente defendibles, sin complejos de ningún tipo. 
 
   Este repertorio bibliográfico, de argumentos y visiones sirven tanto en la Universidad como en el Congreso de los Diputados o en cualquier salón, foro o tertulia. La tradición moderada liberal es básicamente defensora de las libertades y derechos de las personas, a diferencia de cierto academicismo oficial universitario y de políticos y periodistas progresistas empeñados en una defensa de ideas abstractas, cuando no de regímenes totalitarios. De ahí el culto «buenista», por ejemplo, de la II República española, sin deparar en los elementos de exclusión y errores de los líderes republicanos que condujeron a España a la polarización y a la posterior guerra civil. Un buen ejemplo es el artículo hagiográfico de Santos Juliá sobre Manuel Azaña, publicado en El País el 3 de noviembre de 2015, en el que santifica una vez más al presidente de la II República y sobre el que no se reconoce un solo elemento de crítica: «…Este último Azaña, desaparecido hoy hace setenta y cinco años, falto de todo poder, pero tan lúcido como siempre en su razón y en su palabra». Todos los demás fueron «malos», incluidos Francia e Inglaterra por la No Intervención en la guerra civil y por reconocer a Franco después de que Azaña había traspasado la frontera de Francia al inicio de febrero de 1939. No se aprecia la «lúcida razón» de Azaña en la sectaria redacción anticatólica del artículo 26 de la Constitución de 1931, que excluyó a media España de un consenso republicano, o su aviesa intervención parlamentaria en el Acta de Acusación y condena de don Alfonso XIII, o su meliflua reacción ante el asesinato de su anterior jefe político y amigo, Melquíades Álvarez. 
 
   Los capítulos que siguen relatan la forma política demoliberal en que se fue configurando el presente mundo occidental, desde la Ilustración hasta nuestros días. La Historia política de un país depende de muchas circunstancias, entre las que destacan las virtudes y capacidades de sus líderes. Por ejemplo, la Historia de España en 1814, derrotado Napoleón y su hermano el rey José, habría sido muy distinta solo con que Fernando VII hubiera tenido una idea de inclusión y no de exclusión, de concordar y no de imponer, de aceptar al menos parte de los cambios producidos por la nación en las Cortes de Cádiz y en armas para expulsar al invasor y reponer al rey legítimo y la religión. Nada de eso se hizo y el resultado fue, para muchos españoles, el exilio, la cárcel y un retorno anacrónico del absolutismo hasta su fallecimiento en 1833. Un afamado y denostado (por la izquierda) escritor canovista, liberal-conservador, Menéndez Pelayo, tenía una pésima opinión de Fernando VII: «La aviesa condición de Fernando VII, falso, vindicativo y malamente celoso de su autoridad, la cual por medios de bajísima ley, aspiraba a conservar incólume». Según don Marcelino hubiera bastado un poco de moderación y «con sancionar la libertad de imprenta y abatir el Santo Oficio se habrían derribado los más poderosos antemurales contra el desenfreno de las tormentas irreligiosas que, hacía más de un siglo, bramaban en Francia»[8].
 
   Ante cierto riesgo presente de inestabilidad política en España, la clave está en la responsabilidad y acierto de las elites políticas, que tienen que hacer el esfuerzo de diagnosticar los problemas existentes y aplicar las reformas necesarias[9]. Si no lo hacen, nos encontraremos de nuevo con serias dificultades de convivencia y volveremos al tipo de problemas que padecimos en España en el siglo xix y xx. El separatismo, la extrema izquierda y los populistas aparecen como una amenaza a la convivencia, a la libertad, a la democracia y a nuestro vínculo con el resto de las naciones democráticas europeas.
 
   La política es la ignorancia de lo que va a pasar el día siguiente. No podemos tener certezas sobre el futuro pero sí la capacidad de analizar cómo hemos llegado hasta aquí. Un acertado diagnóstico nos permitirá rectificar, reformar y elegir los caminos más convenientes para la convivencia en paz y libertad. Espero que las páginas que siguen sean una contribución al debate político del siglo XXI en el Salón de los encuentros, con rigor, respeto, cortesía: lejos del griterío y del espectáculo. 
 
   


 
   
 
  



Capítulo primero
 
    
 
   Las monarquías europeas; entre el liberalismo y la democracia. El milagro europeo
 
    
 
    
 
    
 
    
 
   A la altura de los siglos x y xi nada parecía indicar que Europa, el extremo peninsular del vasto continente euroasiático, en su parte occidental, iba a ser capaz de iniciar un largo camino de hegemonía mundial hasta mediados del siglo xx. Y ello fue debido a una serie de circunstancias en comparación con los grandes imperios orientales, de culturas y civilización mucho más avanzadas y desarrolladas, como la India, China o el Islam. En efecto, las dispersas, ignorantes e iletradas comunidades políticas europeas (con la excepción de esas islas del conocimiento que eran las incipientes monarquías y, sobre todo, los monasterios) no tenían a su favor ni recursos, ni el clima, ni una organización de seguridad mutua más allá de los señoríos feudales, y estos muchas veces estaban arruinados por los enfrentamientos y la anarquía.
 
   Dos evoluciones concurrentes orientaron a Europa en el camino de la seguridad y el crecimiento. De un lado, la conformación de monarquías, que fueron posibilitando el sometimiento de poderes locales abusivos y dieron seguridad al comercio entre los incipientes burgos. A su vez, estos comenzaron, de modo espontáneo, a canalizar excedentes de ahorro a través de la banca y de medios de pago documentales (así nació el capitalismo actual), dando lugar a prósperas ciudades, cuya máxima expresión de poder y riqueza fueron las catedrales góticas, las universidades, los palacios de los reyes, de los nobles y palacios municipales. A partir del siglo xii hasta el siglo xvii se fueron desarrollando en Europa cientos de ciudades libres, y prácticamente independientes, que fueron el fundamento de la tradición cultural y política del liberalismo clásico[10].
 
   De ahí se infiere que el capitalismo, a diferencia del socialismo, no fue el resultado de una elaboración intelectual, sino de un surgimiento espontáneo y natural. Europa, a partir del siglo xi, comenzó a desarrollarse de modo que los niveles de cultura, ciencia y conocimiento están en la base de esos periodos culturales que conocemos como Renacimiento, Barroco, Clasicismo, Romanticismo…
 
   En ese marco, la península ibérica, periférica e invadida por el Islam, tenía que realizar una doble tarea: primero, facilitar los niveles de seguridad y crecimiento que se estaba desarrollando en los países del norte y centro de Europa; y segundo, atender a una larga y penosa tarea de recuperación militar y de ocupación de vastos territorios dominados por el Califato de Córdoba o sus sucesores. Puede decirse que la vocación cristiana y europea de castellanos, leoneses, navarros, vascos y aragoneses fue capaz de realizar la gesta de la Reconquista y después de la unidad en torno a la Corona de los Reyes Católicos. El Reino de España pasó de ser el limex peninsular, la retaguardia de Europa, a una primera potencia continental. Por si fuera poco, gracias a su posición Atlántico-Mediterránea y a una búsqueda de conocimiento renacentista, las Coronas castellana y portuguesa, a partir del siglo xvi, construyeron el primer sistema mundial político, económico y cultural alrededor del globo.
 
   En China, el imperio centralizado y el emperador divinizado imponían una limitación al desarrollo de los ciudadanos; en la India, los poderes regionales de los rajás hicieron lo propio; y, en el Islam, la religión supuso un corsé para el libre desarrollo de la cultura y las ciudades a partir del siglo xi. Sin embargo, Europa tuvo un desarrollo desde el siglo xi en todos los ámbitos que ha servido de modelo para el continente americano y después para prácticamente todo el resto del planeta. Así, puede decirse que la hegemonía mundial correspondió a Europa desde el Renacimiento, desde el siglo xvi, hasta mediados del siglo xx, y su influencia cultural y de valores se ha prolongado hasta el presente.
 
   Por supuesto, todo ello tuvo sus luces y sombras; no fue un camino sin costes ni abusos: la inquisición, la quema de brujas y herejes de los protestantes, las luchas de religión, las guerras europeas westfalianas por el equilibrio o la hegemonía en el continente europeo. Pero en su conjunto Europa fue un modelo incluso para sociedades más orientalizadas como la rusa y el ámbito en el que la seguridad, la cultura y el crecimiento económico eran posibles en el marco de monarquías fuertes y seguras sometidas a la ley, incluso durante el absolutismo[11].
 
   El «milagro europeo», es decir, la cultura de la libertad iniciada en la Edad Media, sufrió una amplia y profunda conmoción en el siglo xx debido al totalitarismo y a dos guerras mundiales. En el presente, el fundamentalismo islámico es una nueva amenaza de la libertad, un elemento de inestabilidad internacional y de atentados terroristas en nuestra vida cotidiana, en nuestras ciudades. Como señala Francisco José Contreras:
 
   «El objetivo primordial del yihadismo es derrocar a los gobernantes “apóstatas” (no fundamentalistas) de los países musulmanes, tomar el poder y restablecer un califato pan-islámico basado en la sharia. Si los presidentes laicos del mundo islámico son el “enemigo cercano”, Occidente es el “enemigo lejano”, la civilización rival con la que habrá que terminar luchando por el dominio mundial. De hecho, entre el siglo vii y el xvii, Occidente y el Islam lucharon de manera casi constante: de Yarmuk a Covadonga, de Poitiers a las Cruzadas, de Las Navas a Lepanto; todavía en 1689 estuvieron los turcos por segunda vez a las puertas de Viena. El pulso quedó suspendido por la abrumadora superioridad occidental entre los siglos xviii y xx. Pero los yihadistas consideran que esa pausa ha terminado, y que ha llegado la hora de la revancha. En la Edad Media y el siglo xvi, un Occidente todavía cristiano era combatido en tanto que religión rival. En el siglo xxi, un Occidente ya post-cristiano también suscita el odio islamista en cuanto encarnación del hedonismo, la permisividad y el materialismo ateo. Y de la libertad»[12].
 
   La modernización y la libertad generan una auténtica guerra civil en el seno de las sociedades islámicas y muy previsiblemente hasta que no se produzca una separación de lo político y lo religioso, y los dogmas y catecismos se remitan al ámbito privado, fenómenos de inestabilidad van a estar presentes en los países islámicos con su corolario de exportación violenta al mundo occidental.
 
    
 
   1. liberalismo y democracia en la edad contemporánea
 
   Lo que hoy entendemos por democracia liberal es el resultado de una compleja evolución de dos conceptos, liberalismo y democracia, que han tenido su sentido por separado, pero que a lo largo de diversos procesos históricos han encontrado un significado conjunto. A esa conjunción y, sobre todo, a su éxito indiscutible después de la caída del muro de Berlín en 1989, es a lo que el politólogo norteamericano Francis Fukuyama denominó con fortuna periodística «el fin de la Historia». Si bien es cierto que el régimen demo-liberal ha triunfado y ha demostrado ser «el menos malo de los sistemas conocidos», como señalaba Winston Churchill, no es menos cierto que las nuevas y potentes amenazas a la libertad, en el siglo xxi, sugieren que el diagnóstico del fin de la Historia ha pecado de un exceso de optimismo.
 
   El vigente orden de valores liberal ha triunfado en buena parte del planeta después de un siglo, el siglo xx, que se ha visto atacado por sistemas alternativos de corte totalitario; en Europa occidental, por el nazismo, el fascismo y el autoritarismo; en Europa oriental y en China, por el comunismo. En el siglo xix liberalismo y democracia fueron dos conceptos distintos, a veces separados y a veces enfrentados, pero condenados a entenderse y a marchar juntos. Y es que, desde su origen, el concepto de liberalismo y democracia era diferente por sus fines y contenidos. Ortega y Gasset destacó las diferencias conceptuales entre liberalismo y democracia al igual que hicieron otros muchos autores como Lerner, Kelsen o el mismo Hayek. El liberalismo, como ha puesto de manifiesto Hayek, «se preocupa principalmente de la limitación del poder coactivo de todos los gobiernos, sean democráticos o no, mientras que la democracia no se ocupa de los límites del poder, sino de quién ejerce el poder». 
 
   La diferencia de un concepto y otro es que el liberalismo trata de los fines, del contenido o valores que orientan el poder, mientras que la democracia se ocupa del medio, de cómo se obtiene el poder, si representa a la opinión, a las mayorías o no. Edmund Burke, en sus Reflexiones sobre la Revolución Francesa, de 1790, ya había advertido que «en una democracia la mayoría de los ciudadanos es capaz de ejercer la más cruel represión contra la minoría».
 
   La razón de ciertas reservas de los liberales hacia el régimen democrático en el siglo xix procedía de una precaución conceptual (a la que acabo de hacer referencia) y de otra histórica. En su experiencia histórica, muchos liberales recordaban los años traumáticos de los regímenes «democráticos» de la época del Terror de Francia entre 1793-1794 y los posteriores periodos revolucionarios de 1848 y de la Comuna de París de 1871. Con todo, la democracia en el siglo xix quedó como una referencia constante vinculada a la cuestión del sufragio. En la mente de los liberales el derecho al sufragio estaba vinculado al concepto de cultura y fortuna personal, requisito necesario para ser considerado ciudadano responsable. El tiempo era el factor decisivo y, en plazos dilatados, los beneficios del nuevo régimen liberal podrían extenderse al conjunto de los ciudadanos. 
 
   En el siglo xix, en relación a la democracia, es decir, al sufragio universal, se planteaba la cuestión de la progresiva extensión del derecho de sufragio y también el de los límites de la democracia. Los tratadistas liberales entendían que la democracia no puede sobrepasar o alterar los principios o valores constitutivos de una sociedad; aquellos principios básicos que no pueden someterse al dictado de las mayorías. La democracia, como método de gobierno, no puede generar una legitimación nueva, absoluta, de la mayoría para alterar elementos constitutivos de una sociedad. En efecto, un grupo de hombres se convierte en sociedad en cuanto aceptan un conjunto de normas comunes. Un gobierno mayoritario puede legislar sobre aspectos adjetivos que afectan a la comunidad, pero lo que no puede hacer, a costa de romper los lazos constitutivos de la sociedad, es generar normas que contradigan elementos básicos de ese grupo social. Por ejemplo, abolir la propiedad privada, por mucho que se apoyara en una mayoría electoral, circunstancial por propia naturaleza, generaría una ruptura de un acuerdo preconstitucional. En otros casos, hay leyes que bordean o contradicen las normas básicas de una sociedad y que requieren la decisión jurisdiccional de un tribunal supremo o constitucional, como ocurre en España con cierta frecuencia. 
 
   Esta es la diferencia entre un liberal y un demócrata dogmático. El primero considera que, incluso para que la democracia perviva, es fundamental limitar el poder cualquiera que sea su naturaleza, y el segundo solo reconoce un límite al gobierno: la voluntad mayoritaria. 
 
   El reto a los valores del liberalismo se planteó abiertamente al final del siglo xix. La limitación teórica de la democracia y el concepto de gobierno por la ley se remonta a Aristóteles en sus obras Política y Retórica, en las que hace constantes referencias al gobierno sometido al imperio de la ley: «Un gobierno que centra todo su poder en los votos del pueblo no puede, hablando con propiedad, llamarse democracia, pues sus decretos no pueden ser generales en cuanto su extensión». Las leyes y decretos de un gobierno no deben traspasar el límite de las normas o principios constitutivos de la sociedad. 
 
   A continuación paso a exponer cómo democracia y liberalismo se han conjuntado, se han encontrado felizmente, por medio de la representación política, la limitación y la división de poderes. El camino del liberalismo, iniciado en el siglo xviii, con las Revoluciones Americana y Francesa, tuvo su época de esplendor en el último tercio del siglo xix hasta 1914. A partir de entonces, el debate fue si las sociedades que habían tenido una experiencia liberal, parlamentaria e incipientemente democrática se deslizaban hacia el respeto a la ley, la estabilidad y la representación política multipartidista, es decir, el sistema demo-liberal; o caían en experimentos totalitarios o autoritarios. La historia del siglo xx, con dos guerras mundiales y la extensión del totalitarismo, expresa bien a las claras las dificultades que ha tenido la democracia liberal para instaurarse en las sociedades desarrolladas.
 
   Por otro lado, en el siglo xxi, el debate político en el mundo libre gira en torno al tamaño desmedido del Estado, a su ocupación de todos los ámbitos de la vida civil y a una presión fiscal cada vez más asfixiante. Los niveles de contradicción se están situando entre productores-pagadores de impuestos y servicios frente a amplias capas sociales de recibidores de servicios «gratis» aliados a una numerosa clase política proveedoras de dichos servicios y subvenciones. Se trata de una perfecta retroalimentación o nuevo caciquismo del siglo xxi, inaugurado por los socialistas, pero a la que se han adherido numerosos partidos conservadores de tipo social-cristiano.
 
   En este nuevo ámbito de debate político se desdibujan los perfiles izquierda-derecha, socialistas-conservadores, y emergen nuevos movimientos transversales que denuncian el desmedido tamaño del Estado y proponen alternativas políticas que tienen una dimensión privada (seguros, agencias…) y propugnan, incluso, un modelo mini-estatal de ciudades libres y soberanas, tal y como se fue constituyendo la vieja Europa altomedieval y renacentista[13].
 
    
 
   2.     las revoluciones políticas del siglo xviii
 
   Los antecedentes más claros de la Declaración de Derechos Norteamericana y Francesa se encuentran en el Reino Unido en el siglo xvii. En efecto, en las Islas Británicas, la influencia de John Locke y la Revolución Gloriosa (1689) constituyen un claro precedente (teórico y práctico) del concepto de soberanía nacional y de división de poderes frente al concepto absolutista de soberanía de origen divino.
 
   Sin embargo, con frecuencia se citan las Revoluciones Norteamericana (1776) y Francesa (1789) como el inicio del mundo contemporáneo por ser ambas tributarias de los derechos del hombre y fundarse sobre el principio contemporáneo de la soberanía popular o nacional. Es decir, el nacimiento del sistema liberal democrático tuvo dos momentos fundacionales importantes en su punto de partida; a diferencia de otros países europeos (Reino Unido, España, Suecia y otros) con constituciones liberales y monarquías parlamentarias, cuyo avance hacia la democracia liberal se produjo, en el siglo xix, fruto de una evolución. 
 
   Las revoluciones citadas dieron comienzo a la democracia liberal. Si bien esto es cierto, una reflexión y comparación detallada sobre el origen, desarrollo y conclusión de las dos revoluciones nos dan, como señaló en 1800 el escritor y político alemán Friedrich von Gentz, más diferencias que similitudes.
 
   Las colonias británicas de Norteamérica estaban compuestas por trece estados, relativamente autónomos, independientes entre sí y solo unidos a la metrópoli por el vínculo de la Corona. Las colonias estaban habitadas por unos cuatro millones de personas que disfrutaban de una meritoria prosperidad, debido a una firme moral de origen religioso y una intensa cultura del esfuerzo y del trabajo. Entre 1765 y 1776 el enfrentamiento entre las autoridades autónomas de las colonias y el Parlamento británico se basaba en el principio de autoridad y capacidad impositiva de los británicos sobre las colonias. 
 
   Tradicionalmente, las colonias consideraban que su contribución a los gastos de la Corona eran limitaciones derivadas de su pertenencia al Imperio británico, tales como el monopolio del comercio con la metrópoli y otras propias de la soberanía inglesa, como la prohibición impuesta a los colonos a la ocupación de nuevos territorios al oeste de los Apalaches. Esto era debido al escaso interés de los ingleses en tener que reforzar y pagar un cuantioso ejército para proteger a los colonos frente a los ataques de los indios desplazados. El intento de grabar con impuestos (primero impuestos de timbre para los actos jurídicos, después en artículos de consumo, como el vidrio, papel, pintura y el té) a las colonias, más que un elemento de política fiscal relevante para la Corona se convirtió en un elemento de forcejeo de poder: de un lado el Parlamento de Londres; de otro, las instituciones y población de las colonias.
 
   La iniciativa de los colonos frente el Parlamento fue, durante diez años, defensiva (conservar el statu quo) y leal al mantenimiento de la soberanía británica. Tanto es así que, incluso después de los primeros choques armados entre las milicias norteamericanas —en Lexington, Concord y Bunker Hill— los colonos enviaron al rey de Inglaterra, Jorge III, un memorial, conocido por el significativo nombre de Ramo de olivo en fecha tan avanzada como el verano de 1775, en el que se decía lo siguiente:
 
    »Dedicados a la Persona, la familia y el Gobierno de Su Majestad, con la fidelidad que solo el sentimiento y los principios pueden inspirar, unidos a Gran Bretaña por los más fuertes lazos que pueden mantener juntas a las sociedades, afligidos por cualquier acontecimiento que pueda debilitar esta unión, solemnemente aseguramos a Su Majestad que nada deseamos más ardientemente que la restauración de la antigua armonía entre Inglaterra y las colonias.«
 
   Entregado este memorial en mano por el representante de los colonos Mr. Richard Penn, nieto del fundador de Pensilvania William Penn, la contestación del ministro de la Colonias, Lord Darmouth, fue que «ninguna respuesta se le podía dar». En lugar de reponer «la antigua armonía», el Gobierno británico declaró abiertas las hostilidades a las colonias. Por su parte, en las colonias, los partidarios de la independencia fueron ganando posiciones y el conflicto se convirtió en un enfrentamiento del Reino Unido con los colonos, que declararon la independencia el 4 de julio de 1776 y después vencieron a las tropas británicas en la decisiva batalla de Saratoga. Entonces, Francia y España aprovecharon la ocasión para pasar viejas facturas a Inglaterra. Al hilo de la debilidad inglesa, España apoyó la independencia de los Estados Unidos y recuperó territorios de Honduras, Menorca y la Florida y poco faltó para reconquistar Gibraltar. El Reino Unido se vio obligado a reconocer a los Estados Unidos en la Paz de Versalles de 1783.
 
   La Revolución Americana fue, como he señalado, una iniciativa política y militar de orden defensivo y con fines claros y limitados. Las colonias pretendieron mantenerse dentro de la Corona, pero preservando su autonomía y sin aceptar impuestos no votados por quienes los padecen. Al ser esto imposible, una vez recuperada la libertad y la seguridad, la revolución no fue más allá y adquirió caracteres de moderación; los colonos no pretendieron alterar el orden social ni la legalidad, y mucho menos quisieron exportar al resto del mundo su Constitución y formas de vida.
 
   Por el contrario, la Revolución Francesa tuvo una dinámica enteramente ofensiva, radical y sin fines definidos y limitados. A cada paso había que avanzar con iniciativas cada vez más intensas, extensas y sangrientas. Solo durante los dos años del Terror fueron guillotinadas más de treinta mil personas. Cada cambio político, realizado por golpes de estado, incluía una nueva constitución. Mientras la Constitución americana sigue siendo, casi doscientos cincuenta años después, básicamente la misma desde 1776, con leves reformas, en Francia se promulgaron seis constituciones en apenas trece años.
 
   Incluso la deriva militarista con Napoleón, que parecía un freno a los excesos de la Revolución y el inicio de un periodo de estabilidad, terminó siendo un exportador de la Revolución al conjunto del continente, causando grandes pérdidas humanas y económicas a Francia y al resto de Europa, imponiendo monarcas (preferentemente miembros de su familia y compañeros de cuartel) en un ejercicio de nepotismo sin precedentes. La revolución de 1789 y Napoleón causaron a Francia un agotamiento y depresión de las que no se repuso en décadas. En 1789 Francia competía con Inglaterra en riqueza y progreso tecnológico; en 1815 Francia parecía un país pobre, atrasado y con toda una generación diezmada por la Revolución y las guerras de invasión napoleónicas. 
 
   En la sociedad francesa existe, desde el inicio del siglo xix y con razón, una corriente hipercrítica contra la Revolución Francesa y Napoleón. Esta opinión se ha ampliado y actualizado durante el impulso neoliberal de los años de mil novecientos ochenta y su más clara refutación se debe al prestigioso historiador, procedente de la izquierda, François Furet[14]. Pero el chauvinismo francés dificulta cuestionar los fundamentos revolucionarios de la república y de ahí una cierta esquizofrenia de los franceses a la hora de justificar lo injustificable y rendir un culto semi-vergonzante a Napoleón, a quien no se puede defender racionalmente, ni siquiera desde el más rancio nacionalismo francés. Pero lo que todavía es más delirante son algunos historiadores españoles, políticos y periodistas, que desde hace treinta o cuarenta años, en contra de la tradición historiográfica liberal española, defienden a Napoleón y al Rey José I por considerarlos «modernizadores» que suscribieron la primera Carta Constitucional en Bayona y eliminaron la Inquisición. Estos historiadores tendrían que leer los testimonios contemporáneos en los que se recoge su opinión sobre lo que les pareció la invasión francesa del territorio nacional, la ejecución sumaria de miles de compatriotas, la ruina económica y moral del país, el saqueo de palacios e iglesias y la imposición, fuera de toda legitimidad, de autoridades foráneas.
 
   


 
   
 
  



Capítulo segundo
 
   Liberalismo, democracia y revolución 
 
   en Europa en los siglos xix y xx
 
    
 
    
 
    
 
   En 1815, Europa y Francia retomaron el principio de legitimidad, que no significaba la vuelta al absolutismo del siglo xviii. Derrotado Napoleón, una Europa vacunada contra la revolución buscó en Viena la estabilidad política y el equilibrio de las potencias. El llamado periodo de la Restauración aseguró hasta 1914, con leves cambios, el desarrollo de reformas en el sentido liberal, con monarquías parlamentarias y constituciones liberales cada vez más democráticas y con una progresiva ampliación de sufragio electoral. Por supuesto, los cambios reformistas no se produjeron de una forma lineal. Cada país tuvo su agenda, su ritmo y peculiaridad y bien puede decirse que, pese a guerras limitadas y localizadas, el siglo xix fue el gran siglo de Europa, tal y como ha puesto de manifiesto Paul Johnson en su libro El nacimiento del mundo moderno.
 
   El liberalismo, en su más plena expresión, se desarrolló en toda Europa en el último tercio del siglo xix y principio del xx. Su base social fue la clase media (profesionales, escritores, profesores, periodistas, etc.) y también la clase alta. El sufragio, elemento clave para el ejercicio del poder, era restringido y los liberales no se distinguieron precisamente por su interés en que fuera ampliado sin restricciones, con alguna excepción, como veremos en el caso de Práxedes Mateo Sagasta, en España, en 1890. Esto era debido a su consciente debilidad frente a los nuevos movimientos de masas, los nacionalismos de diverso tipo o el incipiente movimiento obrero, y su expresión, a veces muy violenta, como la Comuna de París de 1871 o el terrorismo anarquista.
 
   Los liberales estaban convencidos de que eran los portavoces y representantes del pueblo en el Parlamento. Como señalaba Stefan Zweig, «los parlamentarios liberales cifraban su orgullo en ser gente culta, en lo posible con instrucción académica, y atribuían importancia a la dignidad, a los buenos modales y a una dicción correcta; las sesiones parlamentarias discurrían como veladas de un club distinguido. Gracias a su confianza liberal en un mundo infaliblemente progresista, por obra de la tolerancia y la razón, aquellos demócratas burgueses opinaban sinceramente que velaban, del mejor modo posible, por el bien de todos los conciudadanos, haciendo pequeñas concesiones e introduciendo mejoras paulatinas».
 
   Aquella cosmovisión era común en la Viena de Francisco José II, en la Inglaterra victoriana, en la España canovista, en la republicana Francia y hasta en la reformista Rusia de Alejandro II. Todos ellos compartían una moral firme, recta y represiva; tenían una confianza sin límites en el imperio de la ley, lo que implicaba la defensa de los derechos personales y del orden establecido; intelectualmente muchos de ellos seguían un volterianismo moderado y una auténtica fe en el progreso a través de la ciencia, la educación y el trabajo. Schmerling, director del prestigioso Colegio Theresianum, en el que se educó Alfonso XII, y que después fue ministro del Gobierno austriaco, expresó con una frase bien significativa el optimismo y la fe en el futuro propio del liberalismo en ascenso, en la década de 1860: «Podemos esperar, el saber nos hará libres». Pero el resultado de la espera, en buena parte de Europa central y oriental, no fue una ampliación y afianzamiento de la influencia liberal sino su cuestionamiento, ya que a final de siglo surgieron nuevos partidos de masas que recogían las aspiraciones del campesinado, de los artesanos y trabajadores de la industria y los nuevos partidos nacionalistas.
 
   Cuando en 1918 terminó la Gran Guerra, todo eran incertidumbres pero muy pocos pensaron que nada similar podría repetirse en el futuro. Y es que el balance de la Gran Guerra fue desolador: de setenta millones de soldados movilizados, casi diez millones de ellos murieron en el frente y otros tantos fueron mutilados. Por si fuera poco, la gripe de 1918-1919 acabó con la vida de casi veinte millones de europeos y hay que añadir la destrucción de las ciudades y de múltiples infraestructuras, en fin, los altísimos costes económicos de la guerra. Solo el Reino Unido gastó 44 billones de dólares en la Guerra, y Francia y Alemania perdieron casi un treinta por ciento de su riqueza nacional. 
 
   Como ha señalado François Fejto, en su interesante libro Réquiem por un Imperio difunto, el empeño tradicional francés de acabar con el católico Imperio austrohúngaro tuvo como resultado desastroso para Francia la emersión del III Reich alemán con la incorporación de Austria (el Anschluss), las consecuencias de las crisis de 1938 y posterior estallido de la Segunda Guerra Mundial. Puede decirse que Francia tuvo en el pecado (la destrucción de los reinos de Austria-Hungría) su penitencia. A finales de 1916, el Emperador Carlos I de Habsburgo pretendió terminar la guerra e inició negociaciones con Francia. De haber prosperado su iniciativa de paz, no se habría producido la revolución rusa ni la caída de los imperios centrales en 1918 que dieron paso después al nazismo, al comunismo y a la II Guerra Mundial. Políticamente la Gran Guerra supuso la desaparición del Reich alemán, del Imperio austrohúngaro, del Imperio ruso y del Imperio turco. Surgió un gran número de nuevos estados, sin generar un periodo de estabilidad, sino todo lo contrario. Alemania dejó de tener un poder germano equilibrador (como había sido Austria) y se constituyó en el polo de referencia de centro Europa. 
 
   Para los europeos de 1918 la paz era el bien más deseado. Sin embargo, el conflicto pareció como una nueva Guerra de los Treinta Años 1914-1945 y fue una auténtica guerra civil entre europeos. Los Tratados de Versalles más parecen un armisticio (una paz temporal entre dos guerras) que una paz con vocación de futuro.
 
   A partir de 1918, tampoco las nuevas repúblicas, resultado de los movimientos nacionalistas y de la destrucción del Imperio austrohúngaro, tal y como había pronosticado el conde Witte, contribuyeron a la estabilidad. Witte fue un destacado político ruso, procedente de una familia burguesa acomodada de Crimea, que llegó a Primer Ministro del Zar Nicolás poco después de la revolución rusa de 1905 por la que se instituyó La Duma o Parlamento.
 
   Después de 1933, con la excepción del breve periodo de estabilidad y tranquilidad derivada de los Acuerdos de Locarno de 1928, la nueva Alemania nazi, sin el contrapeso del Imperio austrohúngaro, procedió a la militarización de Renania, la ocupación de los Sudetes checos y la incorporación de Austria.
 
   Desde el punto de vista político, lo que murió en 1918 fue el mundo antiguo de notables, de parlamentarios liberales respetables y de industriales innovadores. Ahora se trataba de ver quién era capaz de transitar desde el liberalismo censitario hacia un nuevo régimen democrático, qué países eran capaces de hacer frente a los retos del siglo xx (modernización, industrialización, urbanización…). Un nuevo mundo político caracterizado por votaciones no manipuladas, la incorporación de grandes cantidades de la población en la particiapación política como los movimientos obreros, nacionalismos, sindicatos agrarios y creyentes cristianos preocupados por la estabilidad y la posible deriva hacia la guerra o el totalitarismo.
 
   No todas las sociedades europeas estaban preparadas para la transición de los regímenes liberales decimonónicos hacia la democracia. De hecho, lo normal fueron procesos muy traumáticos que pasaron por la experiencia de regímenes autoritarios diversos para caer al final en dictaduras totalitarias que, en el centro y oriente de Europa, se prolongaron hasta 1989. Francia, el Reino Unido, los Países Bajos y las monarquías del norte de Europa supieron ampliar su base social hacia la democracia y, junto a las victorias de ambas guerras, consolidaron en 1945 sistemas estables y democráticos. Alemania e Italia padecieron el nazismo y el fascismo que, hasta que fueron derrotados militarmente, constituyeron una pesadilla para toda Europa… Poco después, la victoria rusa en el frente oriental en 1945 arrastró hacia el comunismo a esa Europa oriental y estuvo a punto de incluir en sus redes a Grecia y Austria.
 
   El caso de España es paradigmático en este sentido. Nuestro país se había librado de la sangría de la Guerra de 1914 y su posición y neutralidad permitieron unos niveles de modernización y crecimiento económico desconocidos hasta entonces. Sin embargo, después de 1920, la incapacidad de la clase política establecida y de la nueva emergente causó, primero, una deriva hacia una dictadura autoritaria (la del general Primo de Rivera, 1923-1930) y después hacia un proceso rupturista que desembocó en la II República y en la Guerra Civil. En España, la modernización económica, en su nivel de consumo de masas, se produjo en la década de 1960 y la modernización política inclusiva no llegó hasta la democracia en 1978.
 
   En definitiva, comparado con el siglo xix, en el siglo xx se desarrolla la democracia, la urbanización, modernización e importantes avances tecnológicos y mejoras en el nivel de vida que han afectado a muchos países desarrollados. Pero no es menos cierto que el balance del siglo xx es altamente negativo si se consideran las dos guerras mundiales, el totalitarismo en Europa y Asia y un proceso descolonizador en África que, tal y como se ha realizado, ha tenido consecuencias de estancamiento e incluso empeoramiento en las condiciones de vida para buena partede la población de las antiguas colonias.
 
    
 
   i.      la tragedia rusa
 
   Al inicio del año de 1914 nada parecía indicar que el milenario Imperio ruso pudiera venirse abajo como consecuencia de una guerra o una revolución. Las tensiones militares europeas eran constantes y recurrentes pero no para desencadenar el inicio de una gran guerra. Aquellas tensiones afectaban a Alemania con Rusia. El Estado Mayor ruso temía el creciente potencial bélico germano de gran potencia; Francia deseaba la revanche por su derrota en la anterior guerra franco-prusiana, mientras que Inglaterra no soportaba admitir los avances de la marina alemana que amenazaba la tradicional hegemonía británica en los mares, tal y como ha puesto de manifiesto el historiador norteamericano Robert K. Massie en su monografía TheDreadnought. Por su parte, las tensiones del Imperio austrohúngaro en los Balcanes, singularmente con Serbia, no parecía que pudieran desencadenar un conflicto armado y, mucho menos, generalizado.
 
   Francia dedicó grandes esfuerzos diplomáticos para obtener la alianza rusa ante un deseado enfrentamiento con Alemania, trampa en la que cayó el zar Nicolás II. El incremento de la influencia de los estados mayores y la derrota de Rusia en la guerra de 1904-1905 con Japón limitaban la libertad de decisión del zar. Las tensiones en los Balcanes dificultaban una eventual neutralidad de Rusia, por una alianza implícita con los eslavos de Serbia. La declaración de guerra de Austria a Serbia empujó al zar a declarar la movilización de su ejército y, con ello, a la guerra con Austria y Alemania.
 
   En realidad, muy pocas voces se levantaron en contra de la guerra. La más cualificada, a la que el zar imprudentemente hizo caso omiso, fue la del conde Witte, expresidente del Consejo de Gobierno. Witte advirtió al zar en 1914 del nulo beneficio de la guerra y de su alto coste y riesgo:
 
   «Esta guerra es una locura. ¿Por qué debe pelear Rusia? ¿Por nuestro prestigio en los Balcanes, nuestro piadoso deber de ayudar a nuestros hermanos de sangre?... Es una quimera romántica, pasada de moda. A nadie aquí, por lo menos a ningún hombre que piense, le importa un comino esos turbulentos y vanidosos Balcanes, que nada tienen de eslavos y son solo turcos bautizados con un nombre equivocado. Debemos dejar que los serbios reciban el castigo que merecen. Esto en cuanto al origen de la guerra. Hablemos ahora del beneficio y recompensas que recibiremos. ¿Qué esperamos obtener? Un aumento de territorio. ¡Cielos! ¿Acaso ya no es bastante el imperio de Su Majestad? ¿No tenemos acaso en Siberia, en Turquestán, en el Cáucaso, en la misma Rusia enormes zonas todavía sin explorar? ¿Qué representan, pues, las conquistas que agitan ante nuestros ojos? ¿Prusia Oriental? ¿Acaso no tiene ya Su Majestad bastantes alemanes entre sus súbditos? ¿Galitzia? ¡Está llena de judíos! ¿Constantinopla, la Cruz sobre Santa Sofía, el Bósforo, los Dardanelos? Es una idea demasiado demencial para considerarla ni un solo momento. E incluso si lográramos una victoria aplastante, con los Hohenzollern y los Habsburgo reducidos a suplicar la paz y someterse a nuestras condiciones… significaría no solo el fin del dominio alemán, sino la proclamación de repúblicas en Europa central. Y esto significaría el fin simultáneo del zarismo. Prefiero no decir lo que cabría esperar en el caso de ser derrotados. Mi conclusión práctica es que debemos liquidar esta estúpida aventura cuanto antes».
 
   El conde Witte fracasó en sus protestas antibelicistas y falleció, poco después, en 1915. La totalidad de sus predicciones de 1914 se cumplieron. 
 
   La revolución rusa de febrero de 1917 fue una consecuencia directa de la guerra. El zar cometió, además del error estratégico de dejarse arrastrar a la guerra por Francia e Inglaterra y por su Estado Mayor, dos errores tácticos que le costaron el trono. Primero, asumir la dirección militar del frente de combate, lo cual lo alejaba de San Petersburgo y lo hacía asumir la impopularidad de las dificultades, pérdidas de vidas humanas y los reveses de la guerra frente a los alemanes. Y segundo, dejar la dirección política del gobierno en manos de su inexperta esposa, Alejandra, quien a su vez parecía y, en la práctica se encontraba, supeditada a un santón impopular llamado Rasputín. La consecuencia de todo ello, apenas dos meses antes de la entrada de Estados Unidos en la guerra al lado de los aliados, fue una revuelta de la elite nobiliaria que primero acabó con la vida de Rasputín y después orquestó un golpe de estado que forzó la abdicación del zar a favor de su hermano Miguel.
 
   La Revolución de Febrero, que obligó a abdicar al zar, fue el resultado del descontento del desabastecimiento de las ciudades por la negativa de los campesinos de aportar alimentos ante el reducido valor del rublo y escasas mercancías disponibles en las ciudades. Sumado al descontento por la marcha de la guerra, las ciudades desabastecidas, como San Petersburgo, empujaron a los obreros de la industria a la huelga. Ante la negativa de los soldados, en su mayoría campesinos, a reprimir las manifestaciones, se produjo una descomposición de la línea de mando y un acuerdo general de solicitar al zar su abdicación.
 
   En la mayoría de los procesos revolucionarios, con la clara excepción de la Revolución Norteamericana de 1776, una cosa es cómo se inicia un proceso de desestabilización y otra cosa es lo que resulta. Pocas horas después, el nuevo zar Miguel abdicó a la espera de decisiones de la Duma, del Parlamento. En la práctica, el poder pasó a dos polos enfrentados entre sí. Por un lado, el gobierno provisional, que respondía ante la Duma o Parlamento; y por otro, un organismo nuevo, los sóviets o consejos de trabajadores, que reclamaban el poder por su protagonismo en las huelgas previas a la Revolución de Febrero.
 
   Alemania no dejó pasar la oportunidad de debilitar aún más al Imperio ruso. Poco después, en un tren especial, el gobierno alemán puso a Lenin en la frontera norte del Imperio ruso. El líder de los comunistas rusos, exiliado en Suiza, era partidario de un acuerdo con Alemania a cualquier precio. Alemania trataba de forzar el abandono de la coalición de Rusia con Francia e Inglaterra y liberar el frente oriental para poder concentrar sus fuerzas en el frente francés, gracias a la labor entreguista de los comunistas. Los partidos rusos moderados, entre ellos el Partido Social-Revolucionario de Aleksander Kérenski, consideraban que el tributo de tres millones de soldados rusos muertos y la pérdida de buena parte de Ucrania y Bielorrusia era un precio muy alto y una deslealtad al esfuerzo bélico realizado por Rusia. Además, la incorporación de los Estados Unidos a la guerra terminaría inclinando la balanza a favor de los aliados frente a los imperios centrales. El káiser utilizó a Lenin para dividir a los aliados y después de la revolución de octubre de 1917 Alemania obtuvo el premio en la entreguista Paz de Brest-Litovsk. En el pecado, Alemania tuvo su penitencia: el partido bolchevique ruso que el káiser alimentó poniendo a Lenin en Rusia, entró, treinta años después, con los tanques en Berlín[15].
 
   Desde febrero de 1917, las tensiones políticas en Rusia se orientaron en una doble dirección: el gobierno provisional a favor del mantenimiento de los compromisos con Francia e Inglaterra. Los sóviets partidarios de la ruptura con los aliados y por la rendición ante Alemania que los bolcheviques promovían con gran eficacia como «la paz». 
 
   La expectación internacional que despertaba la actitud de Rusia en la guerra se resolvió en abril de 1917, al emitir el gobierno provisional un comunicado en el que reiteraba el compromiso de Rusia con los aliados. A pesar de la entrada en abril de los Estados Unidos en la Gran Guerra, que iba a suponer un impulso indudable contra los imperios centrales, el I Congreso de los Sóviets reclamó «todo el poder para los sóviets» oponiéndose a la continuación de la guerra y aceptando cualquier acuerdo de paz con Alemania. Lenin parecía más un agente alemán que un patriota ruso. En julio la facción bolchevique promovió un primer intento de golpe de estado en San Petersburgo que Kérenski pudo abortar apoyado por el ejército, y los dirigentes comunistas Trotski y Zinóviev fueron detenidos mientras Lenin consiguió huir a Finlandia.
 
   La inestabilidad política era máxima porque, pese a todo, el gobierno legítimo, elegido por la Duma, no conseguía consolidar su posición frente a los sóviets y, por si fuera poco, una parte del ejército, leal a Nicolás II, quiso reponer al zar en septiembre en otro golpe fallido del General Kornílov. Esta vez, Kérenski, para frenarlo, entregó armas a los sóviets. Kérenski frenó el golpe zarista de Kornílov, pero en la práctica debilitó al gobierno provisional y fortaleció a los bolcheviques. En octubre de 1917, la inestabilidad del gobierno era máxima, ocasión que aprovechó Lenin para retornar a San Petersburgo y dar un nuevo golpe, esta vez exitoso, iniciando el régimen comunista en Rusia.
 
   En relación a la Revolución de Octubre hay que remarcar dos hechos que suelen olvidarse u omitirse. Primer hecho: la revolución no fue el resultado de un movimiento de masas en Rusia, sino de un golpe realizado en San Petersburgo por revolucionarios profesionales ante un gobierno extraordinariamente debilitado por las huelgas, el desabastecimiento y una guerra impopular. Segundo hecho: la revolución comunista no se hizo contra el zarismo, sino contra un gobierno parlamentario y democrático, resultado de un proceso electoral, que respetaba el derecho de propiedad, las libertades políticas y los derechos individuales. En su lugar, Lenin inició un régimen comunista totalitario que no respetaba un solo derecho personal, que eliminó los derechos políticos de la población y que los rusos padecieron hasta 1989.
 
   El nuevo gobierno comunista decretó unilateralmente el fin de las hostilidades, la expropiación de las propiedades e inició conversaciones con Alemania para firmar la paz, comprobándose la eficacia de la maniobra de Alemania de poner a Lenin en un tren precintado hasta llegar a Rusia. Trotski, comandante del nuevo Ejército Rojo, fue el encargado de firmar la paz de Brest-Litovsk en marzo de 1918, que significaba una rendición, la entrega a Alemania de buena parte de Ucrania y Bielorrusia y el fin de la participación de Rusia en la Gran Guerra. 
 
   En conclusión, la Revolución de Octubre, cuyo aparente eje central había sido conectar con el ansia del fin de la guerra y el descontento de la población por el desabastecimiento y carestía en medio de una crisis generalizada, lejos de suponer la paz conoció la continuidad de la guerra, ahora como guerra civil, hasta 1921; lejos de resolver las hambrunas y abastecimiento de las ciudades, supuso aún mayores dificultades para toda la población.
 
    
 
    
 
   2. la guerra civil en rusia y el asesinato de la familia romanov (1918-1921)
 
   Dos días después de tomar el poder, Lenin decretó el control de la prensa. Cerró veinte periódicos en el plazo de dos semanas y dejó en San Petersburgo solo la prensa del partido comunista y del sóviet: Pravda e Izvestia. Mientras en las calles había una apariencia de continuidad y normalidad, el nuevo poder comunista montó rápidamente una nueva policía política con poderes extraordinarios, pues la Checa instruía el proceso, juzgaba y ejecutaba de forma inmediata y en secreto, con la pérdida de todas las garantías procesales que había incluso en la época zarista.
 
   La temible Ojrana (policía política del zar) pasó a ser casi el recuerdo de una institución benéfica comparada con la Checa creada por Dzerzhinski, por indicación de Lenin. La Ojrana era la policía política más numerosa de toda Europa, con 15.000 miembros en 1917; la Checa, en apenas tres años, llegó a 250.000 miembros. Mientras que en la Rusia zarista se ejecutaban un promedio de diecisiete personas al año por toda clase de delitos, el gobierno de Lenin, entre 1918 y 1919, ejecutó a un promedio de mil personas al mes, solo por delitos políticos…
 
   En tanto la Checa hacía su trabajo, Lenin se dedicaba fervientemente a liquidar cualquier atisbo democrático de la época de la República, contra la que se hizo la Revolución de Octubre. El 12 de noviembre de 1917 se celebraron elecciones constituyentes convocadas previamente por la Duma: los bolcheviques perdieron las elecciones frente a los socialistas revolucionarios, mencheviques, el partido de Kérenski, que eran moderados comparados con los bolcheviques. El 5 de enero de 1918, la Asamblea, reunida en sesión inaugural, hizo una primera votación en la que los bolcheviques perdieron por 237 votos contra 138. Era más de lo que Lenin podía soportar. Inmediatamente Lenin dio orden de disolución del Parlamento, que no volvió a reunirse.
 
   En enero de 1918, eliminada toda oposición interna, el riesgo para el nuevo régimen totalitario venía del exterior. Había que firmar la paz con Alemania a cualquier coste, enfrentarse al levantamiento de los rusos que no aceptaban el comunismo (los rusos blancos) y hacer frente a las fuerzas expedicionarias francesas e inglesas, aliados de los rusos blancos.
 
   Lenin había mostrado gran capacidad para asaltar y ocupar el poder. Ahora iba a demostrar que sabía mantenerlo. El 16 de julio de 1918, el sóviet de Ekaterimburgo, bajo instrucciones de Moscú, asesinó a toda la familia imperial en un acto execrable que anunciaba bien a las claras los métodos que en adelante iba a aplicar el nuevo gobierno totalitario.
 
   Sobre una disciplina férrea que implicaba el fusilamiento inmediato de cualquier falta, el ejército rojo fue cubriendo diversos objetivos. El primero fue firmar la paz con Alemania y liberar así fuerzas del frente occidental para poder concentrarse contra el ejército blanco y las fuerzas expedicionarias aliadas compuestas por franceses, ingleses, norteamericanos, japoneses, italianos, checos y serbios. En total, una fuerza de 180.000 soldados aliados y unos 300.000 rusos blancos.
 
   Los rusos blancos y los aliados perdieron la guerra por sus propios errores. A la dispersión geográfica de los frentes rusos se unió la división de objetivos. Entre los aliados no había una determinación común para acabar con el nuevo régimen totalitario. Francia estaba más interesada en fortalecer a su nuevo aliado, Polonia, que en continuar una guerra iniciada en 1914. El Reino Unido tenía la más clara determinación contra Lenin (quien por cierto ordenó el asalto de la embajada inglesa en San Petersburgo y el asesinato del agregado naval, el capitán Francis Cromie). Pero el cansancio y el descontento de las fuerzas británicas en el frente norte de Rusia, con riesgo de amotinamiento, empujó al ejército inglés a la retirada en 1920. Por su parte, los avances del ejército blanco fueron espectaculares: el general Denikin ocupó Kiev el 31 de julio de 1919 y avanzaba hacia Moscú, llegando a Tula, a pocos kilómetros de la capital; en octubre de 1919 las tropas del general Yudénich estaban a cuarenta kilómetros de Petrogrado. Pero el error de Denikin de oponerse a elecciones democráticas, mantener el sometimiento zarista de las nacionalidades periféricas (Finlandia, Ucrania, Georgia, el Cáucaso) e identificar bolchevismo con los judíos, enfrió el apoyo de los aliados, que pensaban que estaban contribuyendo a reponer una potencia zarista autocrática tradicional con todas sus consecuencias. 
 
   Lenin y Trotski aprovecharon la división y retirada de los aliados y prometieron la autodeterminación a las nacionalidades periféricas. Pocas semanas después los cosacos desertaron del ejército blanco, hubo sublevaciones en Ucrania y una rebelión general en el Cáucaso. La oleada blanca fue disolviéndose y, a la altura de 1921, podía decirse que el poder de Lenin, mermado geográficamente, se había consolidado de forma definitiva.
 
    
 
   3.     la lucha por el poder (1921-1930)
 
   Al final de la guerra civil Rusia estaba arruinada. Marx había hecho una crítica superficial y voluntarista del capitalismo, pero no había propuesto ningún principio de economía realista y creadora de riqueza. El resultado fue que Lenin y los comunistas sabían controlar y destruir pero no tenían la menor idea de cómo producir bienes y servicios. En 1920 y en 1921 las nacionalizaciones de todas las industrias y bancos, así como la expropiación del cien por cien de las cosechas, llevaron al campesinado a no producir y ocultar lo necesario para la propia subsistencia. Se produjo una terrible hambruna en el campo y en las ciudades, huelgas y gran mortandad entre el campesinado. Se calculan tres millones de muertos en el invierno de 1921. Rusia, que había sido un gran productor y exportador mundial de alimentos, se convirtió en deficitario, y el gobierno bolchevique se vio obligado a pedir ayuda e importar alimentos de los Estados Unidos.
 
   Y es que en la nueva Rusia soviética lo único que abundaba era el papel moneda que la fábrica de rublos bolchevique producía sin cesar. Mucho antes de la gran inflación de Centroeuropa, el rublo valía en 1921 el uno por ciento de lo que se cotizaba en noviembre de 1917. Como no se podía adquirir nada con él, los campesinos sólo admitían una economía de trueque.
 
   En este marco de represión generalizada y descontento del campesinado y de las ciudades, especialmente en San Petersburgo, los bolcheviques no eran populares y la capital se hallaba al borde de una huelga general. Los marineros de la base naval de Kronstadt, isla situada a treinta kilómetros de San Petersburgo, que habían tenido una activa participación en la Revolución de Febrero y en la de Octubre, exigieron al gobierno bolchevique la amnistía, libertad de expresión y autonomía de trabajo y comercio de los campesinos. Pedían que se convocaran elecciones libres en los sóviets… En las primeras semanas de marzo de 1921, el ejército rojo, después de sufrir diez mil bajas en el ataque a la base naval, entraron en la ciudad de Kronstadt. No hay datos fidedignos sobre las bajas de los sublevados, pero se estiman en varios miles los fusilados y deportados a Siberia. Fue la última y más sangrienta sublevación contra el poder bolchevique. En adelante, las dos cuestiones que se planteaban en la política rusa era salir del marasmo económico y la sucesión de Lenin.
 
   Para lo primero, Lenin se vio obligado a permitir un cierto retorno a la economía libre, la NEP o Nueva Economía Política, que consistía en devolver la iniciativa económica al campesinado, que podía comercializar sus excedentes, un sistema de distribución que toleraba la pequeña empresa, y se desnacionalizaron las industrias de menos de veinte trabajadores. Gracias a estas limitadas reformas, el nivel de producción ruso alcanzó en 1927 el nivel de 1917, se pudo paliar el hambre, abastecer a las ciudades y reiniciar una cierta actividad industrial.
 
   Para lo segundo, Lenin confió a Stalin el trabajo burocrático y poco a poco fue delegando en él cada vez mayores espacios de poder. Estos espacios fueron haciéndose progresivamente más grandes por el delicado estado de salud del líder bolchevique. Ya en abril de 1919 Lenin había nombrado a Stalin comisario del Pueblo, un puesto destinado a la depuración de funcionarios de dudosa lealtad y con capacidad para elegir a los sustitutos en todos los cargos de la administración. Desde entonces, Stalin se dedicó a rodearse de fieles y se convirtió en un experto en manejar el aparato del partido y del Estado. Frente a él, Trotski estaba más ocupado en la organización del ejército y en la acción violenta derivada de las depuraciones y la guerra civil. Al mes siguiente, en el VIII Congreso del Partido Comunista, Stalin ocupó puestos decisivos en el Politburó y en el Orgburó, lo que le sirvió para rodearse de fieles en el Comité Central, órgano decisivo del nuevo régimen. Lo que Lenin admiraba en Stalin era algo muy propio de la política y de los líderes autoritarios: su gran capacidad de trabajo y, sobre todo, la lealtad perruna y una ausencia total de criterio propio (al menos, la manifestación de ningún criterio). 
 
   En el proceso de concentración de poder, en abril de 1921, el X Congreso del Partido Comunista otorgó poderes al Comité Central para dictar penas de muerte a miembros del partido e incluso a los componentes de este comité, con una mayoría de dos tercios. Disponer de esa mayoría fue la tarea a la que Stalin se había dedicado durante tres años. Poco después fue elegido secretario del Partido y el 2 de mayo de 1922 Lenin sufrió el primer ataque cerebral que lo dejó inútil durante varios meses. Trotski comprendió que su suerte estaba echada si no lograba neutralizar el poder de Stalin. Movilizó a sus colaboradores e indispuso a la mujer de Lenin con Stalin, ya que este se adjudicó el cuidado o administración de la salud de Lenin. Parece que la neutralización de Stalin se hallaba muy avanzada, pues Lenin decidió limitar el poder de Stalin y advirtió en su testamento, a finales de 1922, que «Stalin era demasiado grosero (...) y propongo a nuestros camaradas consideren el modo de apartarlo del cargo…». Lenin sufrió un nuevo ataque que lo dejó prácticamente vegetal, sin habla y sin movimiento. Doce meses después, en enero de 1924, a los cincuenta y tres años, un último ataque acabó con su vida.
 
   Trotski intentó alianzas con otros dirigentes históricos del partido. Fue inútil. Usando su mayoría en el Comité Central, Stalin expulsó a Trotski del partido en 1927; en 1929 lo exilió a Siberia y en 1930 lo expulsó de Rusia rumbo a Turquía y después a México, donde finalmente ordenó su asesinato mediante el agente comunista español Ramón Mercader, en 1940.
 
   Dos últimas precisiones. La primera, sobre Trotski, que alguna historiografía, un tanto delirante, presenta como una versión de socialismo auténtico, de «rostro humano», no burocrático, que se frustró por la personalidad totalitaria de Stalin. No hay más que leer las memorias de Trotski (Mi vida, Madrid, 1930) para comprobar que la crueldad, los objetivos y métodos de Trotski eran completamente similares a los de Stalin. Lo único que les separaba era la lucha por el poder que, como ambos sabían, solo uno de ellos podía ocupar.
 
   La segunda precisión es que Stalin no fue una desviación de las intenciones de Lenin o una «paradoja» de la revolución, como señalan algunos historiadores acomplejados, justificadores de la revolución bolchevique. Stalin fue un perfecto intérprete y autor de las iniciativas totalitarias de control y concentración de poder de Lenin. En adelante, después de 1930, a Stalin no le preocupaba más que eliminar cualquier disidencia interna y consolidar un poder en Rusia, que en lo esencial ya se hallaba institucionalizado antes de morir Lenin.
 
   La evolución posterior del comunismo en Rusia es sobradamente conocida: una acentuación de la represión (los procesos de Moscú, 1935, en los que Stalin eliminó a lo que quedaba de la vieja guardia bolchevique), un inesperado acuerdo con Hitler (el pacto germano-soviético de 1939), el error nazi de abrir el frente ruso en 1941, la victoria del ejército aliado y ruso frente a los alemanes en 1945 y, finalmente, la imposición del comunismo en toda la Europa oriental hasta 1989. 
 
   Al calor de la crisis de posguerra de 1918, el impulso bolchevique tuvo imitadores en Hungría y Alemania. Béla Kun declaró la República Soviética de Hungría en marzo de 1919 y durante un año copió el modelo soviético ruso, pero fracasó ante la oposición de los húngaros. 
 
   Béla Kun terminó huyendo a Rusia. Los comunistas rusos lo usaron en diversas misiones y tareas de represión en Crimea para después purgarlo en una prisión soviética y torturarlo para que confesara su complicidad trotskista. Kun fue ejecutado por orden de Stalin en 1939. 
 
   En Alemania, la versión bolchevique se denominó espartaquista e intentaron un golpe de estado contra el gobierno socialdemócrata, que fue derrotado militarmente, en marzo de 1919. Finalmente, Alemania del Este y Europa oriental, debido al avance del ejército soviético, cayeron bajo la influencia comunista después de la II Guerra Mundial, en 1945. 
 
   Si a esto añadimos la extensión del comunismo a China, Corea del Norte, Cuba y Vietnam se puede observar que el «efecto mariposa» del funcionario alemán que tuvo la ocurrencia de poner a Lenin en Rusia después de la caída del zar no pudo tener consecuencias más desastrosas para cientos de millones de seres humanos durante el siglo xx. 
 
   Como quiera que el comunismo, lejos de producir riqueza, lo que ha hecho es generar represión, penuria y escasez, en los años 90 del pasado siglo los mismos comunistas han buscado salidas a un callejón que solo compensaba a una reducida elite instalada en el poder. Una de las salidas ha sido renunciar abiertamente al sistema socialista y aceptar las reglas básicas del régimen capitalista (si bien con las limitaciones e imperfecciones conocidas, sobre todo en Rusia, donde no se recordaba en absoluto la existencia de una sociedad civil). La otra ha sido mantener, hasta ahora, formas políticas dictatoriales de partido único, pero permitir el desarrollo del capitalismo tutelado y dirigido desde el Estado, como es el caso de China y Vietnam. Los Castro en Cuba pretenden un modelo vietnamita, de capitalismo y dictadura estatal, con escasas posibilidades. Corea del Norte, dictadura estalinista del viejo estilo, es un riesgo cierto de desestabilización regional.
 
    
 
   4.     el fascismo
 
   El 30 de octubre de 1922, el rey de Italia, Víctor Manuel III, nombraba a Mussolini jefe de gobierno como resultado de un golpe de estado y no de un proceso electoral. La «Marcha sobre Roma» de treinta mil fascistas, más las presiones de sectores del ejército, inclinaron la voluntad del rey Víctor Manuel ante un «moderado» Mussolini quien se presentó como una solución provisional, transitoria, para restablecer el orden y la eficacia gubernamental en Italia, respetando la Constitución y las libertades políticas. Así, el primer gobierno de Mussolini estaba compuesto solo por cuatro ministros fascistas, diez independientes y dos del partido popular, católico, de Sturzo.
 
   Benito Mussolini (1883-1944) es un iniciador del populismo nacionalista. Hijo de un herrero, fue un buscavidas que primero trabajó como maestro y después como periodista. Militó en el Partido Socialista. Sabía dirigirse a las clases populares, de las que formaba parte. Totalmente ajeno a cualquier conocimiento teórico, histórico o doctrinal, era más un oportunista que un ideólogo. A los jóvenes les proponía acción y cambio; a los mayores orden y estabilidad; a los empresarios se presentaba como el mejor freno de la amenaza socialista-comunista; a los ambiciosos, él les ofrecía promoción a través del poder; a los patriotas, les prometía la antigua grandeza de Roma y la unidad…
 
   Carente de programa, su discurso era más un conjunto de negaciones que de propuestas positivas: antiliberalismo, antiparlamentarismo, antimarxismo, anticlericalismo…En realidad el fascismo fue un resultado de «acciones» que se fue conformando poco a poco. En Italia y en Europa le dejaron hacer hasta que fue demasiado tarde. La provisionalidad de su gobierno se convirtió en un camino abierto hacia la dictadura permanente y el partido único. Entre 1922 y 1925 Mussolini obtuvo del parlamento que se asignaran dos tercios de los escaños al primer partido, al más votado. En las elecciones los escuadristas del Fascio se emplearon a fondo y obtuvieron 406 escaños frente a los 129 de toda la oposición. El católico Sturzo abandonó la política, los socialistas abandonaron el parlamento y su líder Matteoti fue asesinado, en un clamoroso caso de crimen de estado. Después de 1925, el partido único y el fin de las libertades era un hecho incontestable.
 
   Desde el punto de vista de la política exterior Mussolini se desenvolvió entre la prudencia (buenas relaciones con Francia e Inglaterra) y el riesgo. En 1923, Mussolini ocupó la isla de Corfú, pero después fue uno de los promotores de los acuerdos de Locarno de 1925. Con Yugoslavia firmó un acuerdo que recuperó para Italia el Fiume y logró obtener manos libres en Albania. En 1929 cerró los conflictos con la Iglesia Católica mediante los Pactos Lateranenses, y posteriormente un concordato en el que se reconocían los Estados Pontificios. Fue en otoño de 1935 cuando Francia y el Reino Unido se opusieron frontalmente a Italia por la invasión de Etiopía. El boicot a Italia por parte de los aliados franco-británicos empujó a Mussolini a los brazos de Hitler. El eje germano-italiano quedaba sellado.
 
   Son numerosas las monografías que han tratado de explicar el caso del fascismo italiano y su indudable aceptación en la opinión italiana en los años 20 y 30. Destaca el hecho de la diferencia cronológica con Alemania, donde tardó diez años más en establecerse el régimen nazi. No se trata de un fenómeno derivado de la derrota en la guerra como en el caso de Alemania y, por tanto, tampoco de las reparaciones de guerra o una crisis económica galopante como la que padeció el inflacionario marco alemán. A diferencia de Francia e Inglaterra, Alemania e Italia carecían de imperio colonial, tenían un fuerte sentimiento nacionalista, su unificación era muy reciente y no poseían una tradición parlamentaria liberal prolongada y consolidada. En ambos casos existía un temor creciente a las revoluciones socialistas o comunistas y un amplio caldo de cultivo para líderes mesiánicos, antiliberales y antidemócratas.
 
   El régimen de Mussolini se vinculó por completo al nazismo durante la II Guerra mundial y feneció como consecuencia de la derrota militar. Después de la II Guerra Mundial, el fascismo arrastró a la monarquía italiana que la había amparado, por estrecho margen de votos, e Italia reinició una hábil incorporación a las democracias europeas de forma que, al cabo de poco tiempo, casi parecía que la mayoría de los italianos habían sido contrarios al Eje e Italia había ganado también la II Guerra Mundial.
 
    
 
   5.     el nacionalsocialismo alemán
 
   Adolf Hitler era también un hombre de origen muy modesto. Cabo en la Primera Guerra Mundial, captó enseguida el descontento de la derrota y se propuso conducir a Alemania hacia un imperio mundial. Nacido en un pueblecito de la Alta Austria, próximo a Baviera, era seis años más joven que Mussolini. Lector y admirador de Nietzsche, de cuya obra hizo una interpretación patológica, enfermiza, supo entender las aspiraciones de búsqueda de caudillaje o liderazgo de buena parte de la sociedad alemana, frente a las divisiones de los partidos en el parlamento, paralizados por una ley electoral que dificultaba la constitución de mayorías estables de gobierno.
 
   Aunque Alemania (a diferencia de Austria y Hungría) salvó en buena medida su capacidad económica, industrial e incluso militar después de 1918, la interpretación más generalizada fue que los políticos socialistas y de centro habían traicionado al Reich firmando una paz que no se correspondía con el resultado de la guerra. La República de Weimar era a los ojos de muchos alemanes la expresión de la humillación de la derrota y de la pérdida de amplios territorios arrebatados previamente a Rusia y a Polonia. ¿Por qué había que entregar numerosas comunidades de alemanes residentes en el corredor polaco, en Silesia, en Prusia oriental? El Tratado de Versalles se interpretó más como una traición de los políticos socialistas y de centro que un acomodo del final de la guerra provocada y perdida por el militarismo prusiano.
 
   Las reparaciones de guerra que Francia e Inglaterra exigían a Alemania causaron, en buena medida, la ruina del marco en un proceso inflacionista desconocido hasta entonces. Por ello se entiende que el ambiente era propicio para posiciones populistas, nacionalistas y contrarias a todo lo que significaba la Constitución de Weimar.
 
   Weimar era la expresión para muchos alemanes de algo ajeno al «Volkgeist» ,«el espíritu del pueblo alemán».  Para los nacionalistas antiliberales y antiparlamentarios, Weimar era una república dominada por políticos judíos que manejaban la banca, los medios de comunicación y una floreciente industria cultural. Alemania fue durante la década de los años 20 centro mundial de la cultura moderna. A diferencia de París en el entorno francés, Berlín no absorbía toda la capacidad innovadora de la modernidad y del mercado del arte en Alemania. En arquitectura, la Bauhaus estaba en Weimar y después en Dessau; en cuanto a literatura, teatro, música, pintura, escultura y centros de estudio y galerías de arte, sus principales centros estaban distribuidos en Múnich, Fráncfort, Dresde, Dessau, Núremberg, etc.; hasta el punto de que Alemania desplazó a París, a Francia,como centro de referencia. Esto, que sin duda fue un activo de la capacidad alemana de liderazgo y creatividad, era interpretado por los nacionalistas alemanes como la evidencia de la decadencia y del dominio judío en las principales esferas de la vida de Alemania.
 
   Poco después de la Gran Guerra, Hitler inició su actividad política en Múnich, donde rápidamente se hizo con el liderazgo del Partido Nacionalsocialista. Influenciado por la eficacia de la marcha fascista sobre Roma y también por el pronunciamiento de Primo de Rivera desde Barcelona, en España, ideó y realizó, un mes después, un golpe similar en Múnich con la colaboración del general Ludendorff. Sin embargo, el conjunto del ejército no secundó el golpe y Hitler fue condenado a cinco años de cárcel y amnistiado pocos meses después.
 
   Hitler comprendió que la forma de llegar al poder pasaba por un partido fuerte y disciplinado que fuera ganando amplios espacios electorales sobre la base del creciente descontento de la población. Las reparaciones, la inflación galopante, los agravios de Versalles junto con un creciente antisemitismo, hábilmente explotado y alimentado como responsable de todos los males de lo auténticamente alemán, le permitieron incrementar su resultado electoral.
 
   Las dificultades económicas y la crisis de 1929 motivaron seis millones de parados en Alemania. En aquel marco de polarización social, el Partido Nazi, que había obtenido 900.000 votos en 1928, subió hasta trece millones y medio en 1932. El presidente Hindenburg, que prácticamente mantenía la gobernación por medio de decretos, entregó el poder a Hitler en enero de 1933. A partir de entonces Hitler despliega, con una mezcla de habilidad y brutalidad, todo un camino en dirección a un estado racista totalitario.
 
   La derrota de 1945 implicó la destrucción de Alemania y su división, quedando la parte oriental bajo protectorado ruso hasta 1989, mientras que la parte occidental inició, con la Ley Constitucional de Bonn, la reconstrucción y la estabilidad política en un sistema demoliberal y con una clara vocación de entendimiento con Francia.
 
    
 
   6. la tentación autoritaria
 
   La evolución hacia la democracia desde el liberalismo (Reino Unido, Francia, las monarquías del norte de Europa, Holanda, Bélgica…), como vemos, no fue lineal. En unos casos el totalitarismo sucedió al liberalismo con breves periodos de ensayos democráticos (Alemania, Rusia, Italia…). En algunos países europeos (España, Portugal, Yugoslavia…) la evolución política y las transformaciones económicas y sociales de las monarquías parlamentarias liberales del siglo xix sufrieron tensiones políticas que las elites y las constituciones decimonónicas no supieron o no pudieron encauzar. En Portugal, el asesinato del rey y de su heredero en 1908 debilitó a la Corona y posibilitó la revolución republicana de 1910, por medio de un golpe de estado de una parte del ejército. Después de un amplio periodo de inestabilidad política emerge, en los años 20, la figura de Salazar, que establece, en 1932, un régimen de partido único, «el Estado Novo», que se prolonga hasta la «revolución de los claveles» en 1974.
 
   En España, como veremos seguidamente, la crisis política de la Restauración impulsó al general Primo de Rivera a imponer, desde Barcelona, un régimen autoritario en 1923. El error del rey Alfonso XIII en aceptar, como un hecho consumado, la ruptura del pacto constitucional de 1876, le costó posteriormente el trono, en 1931. Aquella experiencia autoritaria y la victoria en la guerra civil están en la base de los conceptos y la prolongada duración posterior de la dictadura del General Franco hasta su fallecimiento en 1975.
 
   En Yugoslavia, el rey Alejandro I, debido a las tensiones separatistas de los croatas, suspendió la constitución, los partidos políticos y el parlamento en 1929 hasta 1934. La invasión alemana en 1941 terminó con las monarquías de Yugoslavia, Bulgaria, Albania y Rumanía, y el posterior dominio soviético borró cualquier vestigio de sociedad civil libre y democrática. Por el contrario, la victoria aliada en 1945 despejó el camino para el triunfo demoliberal en Europa Occidental; la caída del muro de Berlín el 9 de noviembre de 1989 posibilitó esa victoria en el conjunto de Europa oriental. 
 
   En el siglo xxi queda pendiente la evolución política de China hacia la democracia. La estabilidad democrática en América Latina está permanentemente amenazada por el populismo autoritario (Chaves, Maduro, los Kirchners, Evo Morales, Zelaya…). Otros temas de gran complejidad y de difícil futuro son el desarrollo y estabilidad política en el continente africano y, sobre todo, la amenaza para la libertad que constituye, incluso para las democracias occidentales, el terrorismo islámico yihadista. Todo lo cual muestra el tortuoso y a veces dramático recorrido que muchas sociedades han tenido que padecer hasta llegar a un elemental respeto de los derechos humanos en el marco de sociedades políticas libres, civilizadas y multipartidistas. 
 
   


 
   
 
  



Capítulo tercero
 
   El apogeo de la España liberal (1902-1923)
 
    
 
    
 
    
 
   Entre 1902 y 1923 España vivió el apogeo del liberalismo. Las dificultades políticas de los años posteriores, con la dictadura de Primo de Rivera y la crisis de los años 30 han inducido a realizar injustificadamente una valoración negativa de aquel largo periodo de libertad, constitucionalismo y modernización general de la sociedad española. En 1923, Primo de Rivera y las fuerzas inmovilistas frenaron la posibilidad de que el régimen liberal parlamentario de la Restauración evolucionara gradualmente hacia un sistema democrático.
 
   Muchos contemporáneos vaticinaron que la caída de la dictadura arrastraría consigo al propio monarca, a don Alfonso XIII. La reina regente, María Cristina, que no tragaba a Primo de Rivera, se lo temió desde el inicio. Con frecuencia, la imagen de un político queda marcada de manera definitiva por el modo en que abandona el poder. El destronamiento de Alfonso XIII, en 1931, ha ocultado o mediatizado una valoración positiva de un largo periodo de modernización y libertad. En lo político, el régimen de la Restauración desarrolló todas sus potencialidades hasta 1923: el Madrid restauracionista de principio de siglo ha dado lugar a estudios monográficos en los que se analiza la capital de España como modelo de una ciudad liberal; en lo económico, el ritmo de desarrollo conocido por nuestro país entre 1902 y 1931 no se repitió hasta la década de 1960.
 
   El antiliberalismo de la izquierda y de la derecha autoritaria se unió para condenar un siglo de constitucionalismo, parlamentarismo y libertad: nuestro siglo xix y primer tercio del xx, desde la década de 1830 hasta 1923. Es difícil encontrar juicios ponderados del reinado de Alfonso XIII, que cerraba un ciclo del liberalismo decimonónico. Desde la izquierda había que justificar el destronamiento y desde la derecha autoritaria se trataba de rechazar nuestra tradición parlamentaria y los «nefastos partidos políticos». En las páginas que siguen me propongo describir y analizar brevemente los elementos que fueron marcando el deslizamiento de la popularidad del rey a su impopularidad, del esplendor liberal de principio de siglo a la crisis de los años 30.
 
   Las dificultades políticas del primer tercio del siglo xx fueron extraordinarias y ni Alfonso XIII ni sus hombres de confianza fueron capaces de consolidar un régimen político que conciliara las libertades civiles, el parlamentarismo y la moderna democracia. En los años 30, en ausencia de don Alfonso, tampoco los dirigentes republicanos fueron capaces de consolidar un régimen democrático respetuoso de las libertades y derechos de todos los españoles. Y es que en toda Europa se planteó en aquellos años la transición del liberalismo decimonónico a las modernas democracias de masas, y este fue un proceso en el que lo excepcional fue obtener resultados positivos y de integración (como en Gran Bretaña), y lo normal que se produjera una profunda crisis social y política (como en Rusia, Alemania, Austria e Italia).
 
   Con todo, el sistema político de la Restauración superó importantes pruebas, como la muerte de Alfonso XII en 1885, el asesinato de Cánovas del Castillo en 1897 o la pérdida de nuestras últimas colonias ultramarinas en 1898; en 1909, la Semana Trágica y el inicio de la guerra de Marruecos; la crisis internacional de 1914, que dio lugar a la Primera Guerra Mundial y, en el verano de 1917, la crisis de representación política y la Huelga General que se produjo por influencia de la Revolución democrática de Febrero de1917 en Rusia. En 1923 no había una presencia política republicana relevante (hasta el propio D. Manuel Azaña militaba en un partido, el Reformista, que formaba parte de la coalición gubernamental) ni una amenaza política o social procedente de las nuevas fuerzas de la izquierda. ¿Por qué se produjo entonces una ruptura de la legalidad constitucional por medio de un golpe militar? En primer lugar describiré las etapas políticas del reinado constitucional de Alfonso XIII y, en segundo lugar, analizaré la incidencia de las nuevas fuerzas emergentes que marcaron la evolución política posterior.
 
    
 
   i.     las etapas del reinado de alfonso xiii
 
   La solidez del régimen canovista se puso a prueba con ocasión del fallecimiento de Alfonso XII (25 de noviembre de 1885) y sobre todo con la pérdida de las Colonias, en 1898. El joven rey falleció en El Pardo a la edad de 28 años, dejando a su esposa encinta. De nuevo se planteaba un delicado problema sucesorio que rápidamente podría ser capitalizado por carlistas y republicanos. Cánovas aconsejó a la reina regente que nombrara presidente del Consejo de Ministros a Sagasta, lo cual facilitó superar la crisis. Sagasta aceptó el pacto con Cánovas del Castillo, pero exigió la ampliación definitiva del sufragio universal masculino, que finalmente se aprobó en 1890. La mayor prueba que tuvo que superar el sistema de la Restauración fue la Guerra de Cuba, la pérdida de las últimas colonias ultramarinas españolas. Las circunstancias especialmente críticas son las que permiten medir la virtualidad y vigencia de un régimen político, y la Restauración fue capaz de superar la crisis de 1898, la derrota de la guerra, sin conmociones revolucionarias[16].
 
   En realidad, nadie en España deseaba la guerra con los Estados Unidos. La regente y Sagasta hicieron lo imposible por evitarla. Y es que existía la certeza de la inferioridad militar de España, tanto táctica como estratégica, frente al coloso norteamericano. Además, el aislamiento diplomático situaba al gobierno de España en una débil y delicada situación internacional. Pero en política, a veces conviene tomar la decisión que comporta menor riesgo. La eventualidad de una rendición de España ante los Estados Unidos, sin lucha previa, podría haber provocado una conmoción al país mayor que una derrota honrosa. La acusación de una entrega sin lucha era una baza que ni la Regente ni Sagasta estaban dispuestos a ceder a los opositores del régimen. Como un avance de actitudes posteriores, después de 1898, los militares responsabilizaron a «los políticos» del desastre de Cuba cuando fue el ejército quien presionó y amenazó a Sagasta con un golpe de estado si no sacaba la débil y anticuada flota española frente a los Estados Unidos. La prudencia y habilidad de Sagasta permitieron superar una gravísima situación en la que peligraba la continuidad del Gabinete, el régimen y hasta la misma Corona.
 
   Más que efectos económicos, la pérdida de Cuba comportó efectos morales y políticos. En adelante surgió una amplia corriente de regeneracionismo, tanto de izquierda como de derechas, que pretendió reformar desde los cimientos la vida política y cultural española.
 
   Un elemento decisivo de aquella vida política era el caciquismo. Es un error identificar caciquismo con Restauración, por cuanto el origen del caciquismo es mucho más antiguo. La política restauracionista se adaptó a (o era expresión de) una realidad social y económica rural y atrasada. Pero no cabe duda de que los mutuos beneficios que obtenían caciques y políticos y el mayor perfeccionamiento del sistema se alcanzó entre 1875 y 1914. A partir de esa fecha el caciquismo perdió progresivamente su operatividad, entrando en el absoluto colapso con la dictadura de Primo de Rivera. El cacique era la persona que controlaba la vida pública local. Podía ser una persona de influencia económica o influencia personal o política por un denso entramado de relaciones. En realidad, diversas formas de caciquismo existían, en esa misma época, en el resto de Europa e incluso en Norteamérica.
 
   El engranaje del caciquismo es bien conocido: el turno significaba que el rey o la regente entregaba el decreto de convocatoria de las elecciones alternativamente a liberales y conservadores, quienes de esa forma se aseguraban una mayoría de correligionarios en la Cámara de los Diputados. El cacique satisfacía las demandas electorales del gobierno a través del jefe político provincial, el gobernador civil. A cambio, el gobierno establecía relaciones de patronato con el cacique, creando un extenso y complejo sistema clientelar. El «encasillado» era el proceso de designación y aceptación por el cacique del candidato oficial. En el caso de que algún candidato no oficial disputara abiertamente un acta de diputado, se decía que «iba a la lucha». El resultado favorable para un candidato que «iba a la lucha» era excepcional y se daba en el caso de que un político profesional hubiera creado sus propias relaciones clientelares directas en el distrito, como por ejemplo hicieron Romanones en Guadalajara o Juan de la Cierva en Murcia.
 
   Después de 1898, muchos políticos, intelectuales, profesionales y dirigentes de medios empresariales consideraron que la derrota ante Norteamérica era expresión del atraso económico y social y responsabilidad directa de los mecanismos electorales caciquiles que imposibilitaban que emergieran las fuerzas más sanas y dinámicas de la sociedad. Era preciso «regenerar» el conjunto del cuerpo político español, y los obstáculos estaban definidos con precisión en el título de la obra de Joaquín Costa Oligarquía y caciquismo. A diferencia de los tratadistas constitucionales del siglo xix, Costa inicia en España, en el siglo xx, la «teoría social» de consecuencias bien conocidas. No se entiende en absoluto qué había de moderno en este autor, que propugnaba el colectivismo agrario, el corporativismo y la revisión del proceso desamortizador.
 
   En ese ambiente regeneracionista se inició el reinado efectivo del joven rey Alfonso XIII, quien juró la Constitución y asumió las responsabilidades de la Corona a los dieciséis años, el 25 de mayo de 1902. Alfonso XIII poseía una personalidad muy atractiva y gozó de una amplísima popularidad a lo largo de su reinado, declinando decisivamente a partir de 1923. A pesar de ser educado en un ambiente marcadamente religioso y bajo la influencia de su tía la infanta Isabel, la popular Chata, «un carácter al estilo del Antiguo Régimen fernandino» según la infanta Eulalia, lo cierto es que Alfonso XIII muy bien puede ser considerado como un político paradigmático del primer tercio del siglo xx. Su afición a los deportes y a las iniciativas empresariales lo situaba muy cerca de la modernidad, pretendiendo mantener un equilibrio con la tradición. De este modo no alteró en absoluto el protocolo palaciego, las antiguas y solemnes ceremonias religiosas celebradas en el interior del Palacio Real, ni el estilo de vida de la corte. Pedro Sainz, que llegó a conocer muy de cerca al monarca, consideraba al rey como fiel de una balanza, «ya que trataba a toda costa de hacer convivir las nuevas ideas sin desvirtuar la tradición».
 
   Alfonso XIII era un hombre de reflejos muy rápidos, muy bien preparado para resolver los problemas concretos, para tomar decisiones inmediatas. Su cultura no era muy extensa, pero lo compensaba por ser un «hombre de mundo». Sus frecuentes viajes a París y Londres le ponían al día de los avances técnicos, científicos, de coyuntura económica y empresarial y sobre los principales temas de política internacional. Sin embargo, como muy agudamente observó Salvador de Madariaga, al rey le faltó la comprensión estratégica del tiempo que estaba viviendo. Educado en un ambiente regeneracionista «anti político», no pudo entender el carácter esencial, para la Corona y para España, del compromiso y mutuo respeto del sistema constitucional. Además, aquel era un tiempo de profundas transformaciones, de agotamiento del sistema liberal decimonónico y en el que había que tomar decisiones políticas inequívocas en el sentido democrático (como pudo realizar por su parte la Corona inglesa). Al rey le faltaba visión política a largo plazo y capacidad para establecer la ligazón entre lo mediato y lo inmediato, entre la coyuntura y el largo plazo. Quizás la decisión política de mayor envergadura que adoptó (pero también la más costosa y la más traumática) fue la renuncia al trono y el exilio en abril de 1931, pues de esa forma no comprometió a la monarquía en un eventual enfrentamiento civil.
 
    
 
   2. la continuidad del turno pacífico y los nuevos liderazgos
 
   Los primeros años del reinado de Alfonso XIII se desarrollaron conforme a las normas no escritas del turno pacífico con gobiernos conservadores entre 1902 y 1905, y liberales entre 1905 y 1907. El asesinato de Cánovas en 1897 y el fallecimiento de Sagasta en 1902 ponían sobre el tapete la sucesión en las jefaturas de los dos partidos. En el partido conservador se disputaron el liderazgo don Francisco Silvela y don Raimundo Fernández Villaverde. Silvela era sin duda un hombre de gran cultura y con un atractivo programa regeneracionista. Villaverde fue el hombre de la reforma de la Hacienda Pública, tema al que supeditaba cualquier otra iniciativa política. Maura recogió planteamientos reformistas de Silvela y diseñó lo que después sería su gran proyecto de la «revolución desde arriba», o un intento de movilización política de la población orientado a reformar la administración local y de ese modo superar y «descuajar» el entramado caciquil.
 
   Por su parte, el partido liberal se debatía entre el liderazgo de Moret y el de Montero Ríos. Ambos representaban «la vieja guardia» liberal de la primera época de la Restauración y eran soluciones transitorias dada su avanzada edad. Los gobiernos liberales tuvieron que hacer frente a una delicadísima crisis del poder civil (lo que el profesor Seco Serrano ha denominado «civilismo»). Parte de los oficiales de la guarnición de Barcelona se sintieron ofendidos por un chiste del periódico satírico Cu-Cut y destruyeron la imprenta en la que se hacía este y la Veu de Catalunya. Aquel acto ponía en aprietos al gobierno ya que, por un lado, era necesaria una respuesta ante la indisciplina militar, y a la vez el ejército se solidarizó con los oficiales, por lo que el asunto tomó un cariz de enfrentamiento poder civil-poder militar. A ello se unía un trasfondo de incomprensión e incompatibilidad de los militares con el avance del regionalismo catalán. Montero Ríos tuvo el gesto de no aceptar bajo su presidencia la supremacía del ejército sobre el poder civil y dimitió.
 
   Finalmente un nuevo gobierno presidido por Moret se vio obligado a ceder y promulgó la Ley de Jurisdicciones, por medio de la cual los militares se creaban un ámbito de jurisdicción propia para juzgar los delitos que afectaran a los propios militares y a las ofensas que los civiles infligieran al ejército. El resultado de la crisis de Cataluña fue la sensibilización de los sectores catalanistas, que desde entonces incrementaron su influencia política por medio de la coalición electoral de la Lliga con republicanos y carlistas en Solidaridad Catalana.
 
   En esta primera etapa emergieron fuerzas poderosas que erosionaban el sistema de la Restauración (el militarismo) y otras de tipo democrático (el nacionalismo y el radicalismo) que no cuestionaban el sistema liberal parlamentario, pero reclamaban la urgente revisión del sistema del turno.
 
   Entre 1907 y 1912, los partidos dinásticos tuvieron dos líderes indiscutibles: Maura, conservador y Canalejas, liberal. Maura fue una rara avis en el panorama de la derecha moderada y parlamentaria española. No era un político de circunstancias, tacticista, gestor: era un líder con un proyecto. En este sentido se asemejaba a Cánovas del Castillo (sin duda el político más importante del siglo xix español) y tenía muy claro el sentido constitucional de 1876: un régimen de libertades con preponderancia del poder civil sobre los militares y estricto respeto a las normas parlamentarias y constitucionales. 
 
   El proyecto de Maura era reformar desde «arriba» la Restauración, hasta ahora, el periodo más largo de libertades de nuestra historia, pues entendía que era preciso democratizar y autentificar el proceso electoral, «llenar de vida las instituciones establecidas». Maura tenía un completo plan de reformas a través de una nueva ley electoral, de administración local y de justicia municipal que suponía el desguace del caciquismo. Pero para un proyecto de ese tipo había que contar con el concurso favorable de don Alfonso y del partido liberal. El Rey y el partido liberal estaban abrumados por el ímpetu reformador de Maura y escasamente convencidos de la oportunidad y alcance de sus reformas. Sin embargo, la idea de que una reforma a tiempo es necesaria y que de otro modo se puede producir una ruptura, parece que es una lección que siempre merece ser tenida en cuenta. Al final, el freno de las reformas en marcha se debieron a un factor externo: en julio de 1909, la guerra de Marruecos exigía la movilización de reservistas y la Semana Trágica y el posterior juicio y ejecución de Ferrer hicieron caer el «gobierno largo» de Maura.
 
   España había encontrado en el Protectorado de Marruecos la oportunidad de ser considerada potencia colonizadora en África después de un siglo de estar ausente en el concierto y reparto de influencia de las potencias europeas. Por ello, se produjo un amplio acuerdo nacional sobre el objetivo colonizador en Marruecos que en parte pretendía neutralizar, compensar, el trauma de las pérdidas del 98. Pero en la práctica se produjo un error de cálculo. Ni la sociedad española disponía de recursos civiles, empresariales, para esa empresa ni se calcularon los costes militares, económicos y la resistencia de los rifeños a ser administrados por España. El resultado fue un progresivo protagonismo del ejército en Marruecos que reclamaba recursos, polemizaba abiertamente con los «políticos» y en la práctica, la milicia, se instituía cada vez más como un estado dentro del estado.
 
   Canalejas fue un líder destacado dentro del partido liberal. Intentó dar contenido a un programa modernizador y democratizador del sistema de la Restauración (arbitraje del Estado en los conflictos sociales, creación de mancomunidades, reformas en el servicio militar...). Canalejas restableció la normalidad del turno alterado por los sucesos de 1909 y, muy preocupado por la ausencia de un proyecto político específico, desarrolló proyectos de contenido social y un renovado anticlericalismo (Ley del Candado, que vetaba el establecimiento de nuevas casas religiosas en España). El Conde de Romanones reconoció años más tarde que aquel moderado anticlericalismo fue un error, por motivos de esencia liberal, de respeto a la libertad de los individuos para asociarse conforme a su voluntad. Además el anticlericalismo se convirtió, años más tarde, en una dramática arma de la izquierda radical de penosas consecuencias. El anarquista Manuel Pardiñas asesinó a Canalejas en la Puerta del Sol el 12 de noviembre de 1912 y abrió una nueva crisis por la sucesión del liderazgo liberal.
 
    
 
   3.     la crisis del sistema de partidos
 
   La segunda etapa del reinado de Alfonso XIII está marcada por la división de los partidos dinásticos, el impacto de la Guerra Mundial y por la crisis de 1917. Asesinado Canalejas, el partido liberal se escindió entre Romanonistas y los partidarios de García Prieto. En el lado conservador, Maura había creado, desde 1909, su propio partido o movimiento (el maurismo), y lo que quedaba del partido conservador seguía a Don Eduardo Dato.
 
   Las divisiones en el seno de los partidos dinásticos expresaban cierto agotamiento del sistema político. La Constitución de 1876 y el turno estaban concebidos para una sociedad rural y atrasada. El marco constitucional y el sistema de partidos precisaban una decidida adaptación a las nuevas circunstancias del siglo xx, a una sociedad cada vez más moderna y dinámica que generaba fuerzas políticas no integradas ni representadas por los tradicionales partidos monárquicos.
 
   Este habría sido el momento de impulsar cambios en el sistema político en el sentido democrático. En 1913, Maura y Cambó fueron los políticos que advirtieron la necesidad de autentificar el proceso electoral y dar directamente a la opinión el arbitraje de las nuevas mayorías parlamentarias. Pero ese proyecto chocaba con la función soberana de la Corona, encargada de interpretar y decidir el momento de la sustitución del partido en el poder, del turno. Apelar a la opinión directamente también chocaba con los notables de los partidos dinásticos, acostumbrados a ejercer el gobierno de modo sistemático cada tres o cuatro años. En 1913, ni el rey estaba dispuesto a proceder a una revisión constitucional de su papel soberano y moderador, ni los líderes de los partidos dinásticos interpretaron que era necesario cambiar las condiciones del pacto del turno.
 
   En el mes de julio de 1917, al no existir un impulso en esa dirección, parte de las fuerzas más renovadoras (regionalistas de Cambó, reformistas de Melquíades Álvarez), influidos sin duda por la experiencia revolucionaria democrática-liberal de Rusia de febrero de 1917, intentaron una reforma constitucional promoviendo una fuerte presión política a través de la Asamblea de Parlamentarios. Un mes antes se había producido un movimiento militar sedicioso, de contenido reivindicativo, que se expresó por medio de las Juntas de Defensa, que constituían una nueva imposición del ejército al poder civil y con el que Dato tuvo que transigir. En este contexto en el mes de agosto, y bajo estímulo republicano, estalló la huelga general revolucionaria de socialistas y anarquistas, que precisó la intervención del ejército.
 
   La conclusión respecto a este periodo fue que el impulso reformista del sistema a través de la Asamblea de Parlamentarios se disolvió ante el radicalismo y el temor a un movimiento del alcance de la huelga general, que asustó a las clases medias. Además, la experiencia del golpe de estado totalitario de Lenin en San Petersburgo y en Moscú en el mes de octubre indicó a los reformistas de la Asamblea de Parlamentarios los eventuales peligros de la ruptura del orden establecido. Por último, el ejército se había constituido en protagonista y sostenedor del sistema a la vez que había impuesto las Juntas Militares de Defensa al gobierno constitucional.
 
   El rey intentó, al año siguiente, en 1918, superar la crisis política buscando una solución transitoria a través de un gobierno de emergencia, llamado nacional, que reunía a todas las fuerzas dispuestas a sostener el orden establecido, el viejo orden moderado. Aquel gobierno, presidido por Maura, aglutinaba a todos los pesos pesados del sistema (Cambó, Romanones, García Prieto, Alba, Dato). Al cabo de ocho meses y una vez finalizada la Gran Guerra, las diferencias temperamentales y de criterio de los líderes políticos pusieron fin al conglomerado del gobierno nacional, reanudándose el turno entre 1918 y 1923.
 
    
 
   4. entre la democratización y el inmovilismo (1919-1923)
 
   En esta última etapa constitucional, sobre el tapete estaba la eventual reforma de la Constitución, la guerra de Marruecos y el incremento de la conflictividad social, especialmente debido al pistolerismo anarquista en Barcelona (Dato fue asesinado en Madrid, en 1921, por tres terroristas llegados de Barcelona) y su réplica, el llamado Sindicato Libre, promovido por la patronal.
 
   La guerra de Marruecos cobró una dramática actualidad con el ataque de Abd-el-Krim a Melilla, en 1921, que costó la vida al general Fernández Silvestre y a todo su Estado Mayor en Annual. En adelante, el tema de las responsabilidades por aquellos hechos desempeñó un importante papel en las tensiones entre el poder civil y el ejército, y contribuyó al movimiento militar que llevó a la ruptura de la legalidad constitucional por parte del general Primo de Rivera.
 
   Entre 1919 y 1921 se sucedieron gobiernos conservadores presididos por Maura, Allende Salazar, Sánchez de Toca, Dato y Sánchez Guerra. Todos ellos tuvieron serias dificultades para conseguir mayorías estables por la fragmentación del partido conservador y por las tensiones derivadas de la guerra de Marruecos o la conflictividad social. En ese periodo, finalmente Sánchez Guerra recompuso la unidad y el liderazgo en el partido conservador, restableció las garantías constitucionales y mejoró notablemente el orden público en Barcelona. En su deseo de normalizar la situación política, Sánchez Guerra disolvió las Juntas Militares y destituyó al gobernador civil de Barcelona, Martínez Anido, partidario de la represión incontrolada del terrorismo en Cataluña.
 
   El rey llamó en 1922 a García Prieto con el encargo expreso de que gobernara mediante una coalición liberal. Don Manuel García Prieto, Marqués de Alhucemas, fue un político capaz y honesto. En junio de 1917, como Montero Ríos diez años antes, no había querido aceptar imposiciones de las Juntas de Defensa y presentó su dimisión. Era por tanto un líder liberal con prestigio civilista y capaz de reunir en la concentración liberal a los reformistas de Melquíades Álvarez y a los diversos grupos liberales de García Prieto, Alba, Gasset y Romanones. En el programa de aquel gobierno constaba la reforma constitucional y una nueva ley electoral con carácter proporcional. La intensa vida parlamentariay los progresos del expediente Picasso, en el que se depuraban las responsabilidades por el desastre de Annual, estimularon a los sectores golpistas del ejército y a los apoyos antiparlamentarios presentes en la sociedad española desde el inicio del reinado de Alfonso XIII. Solo faltaba encontrar un militar decidido que encabezara el pronunciamiento. Primo de Rivera lideró las corrientes anticonstitucionales y se sublevó, en Barcelona, el 13 de septiembre de 1923. El rey aceptó como un hecho consumado la nueva situación, y llamó al general Primo de Rivera a la capital de España para ocupar el poder.
 
   Políticos e intelectuales liberales (Romanones, Melquíades Álvarez, Francisco Cossío) hicieron desde el principio una valoración negativa del golpe de estado de Primo de Rivera señalando los riesgos en que colocaba a la Corona. Unamuno, en 1926, en su destierro de Hendaya, llegó a decir al Dr. Areilza que «don Alfonso se ha jugado el trono al dejar o empujar que se violase la Constitución. Mala y todo, era al fin y al cabo la ley que regía nuestra vida pública y él juró guardarla». Esta línea argumental ha sido continuada posteriormente por otros historiadores, como Raymond Carr, Shlomo Ben Ami y Varela Ortega, quienes han señalado que entre 1918 y 1923 el régimen de la Restauración por fin entraba en una vía de progresiva democratización, y el golpe lo que hizo fue poner fin «no a un cuerpo enfermo sino a un recién nacido». Ben Ami ha indicado recientemente que en ningún caso se puede apelar al ejercicio moderador que le correspondía al rey como intérprete del estado de la opinión en el caso de una intervención militar, fuera del juego político constitucional, pues no es lo mismo llamar al poder a un político con representación parlamentaria que a un militar que presiona con la fuerza de las armas. Además, según Ben Ami, el error de Alfonso XIII fue aceptar el golpe de estado, cuando podía y debía, como rey constitucional que era, haber hecho frente a Primo de Rivera. La otra interpretación justificativa del golpe corresponde a Seco Serrano y Javier Tusell, quienes han defendido lo «inevitable» del golpe y consiguiente aceptación del rey. 
 
   Lo cierto es que la dictadura supuso un golpe de gracia a los partidos dinásticos, protagonistas y sostenedores del sistema de la Restauración y auténticos perdedores con el cambio político. La dictadura puso punto final a la Restauración, el periodo continuado más largo de la Historia de España en cuanto a libertades, civilista y garantista. Movimientos y partidos antiparlamentarios de izquierda y derecha celebraron el nuevo orden de cosas y vieron en la dictadura una oportunidad favorable para su propio desarrollo. Aquellos líderes políticos pensaron que, en cualquier caso, obtendrían beneficio, ya durante la dictadura, ya en la nueva situación política que resultara una vez acabada esta. La verdad es que el golpe de Primo de Rivera reinició una tradición de cambio político por la fuerza, lejos del espíritu de transacción que había inaugurado y desarrollado la Constitución de 1876. A diferencia de la Constitución de 1931, más concebida para una parte de España que para el conjunto del país, hasta la nueva Constitución de 1978 no se recuperó la convivencia civilista, pacífica, transaccional y no excluyente, que cumplió el planteamiento de Maura de que fueran los electores quienes determinen el gobierno y las mayorías parlamentarias. 
 
    
 
   5.     las nuevas fuerzas emergentes
 
   La España de la Restauración produjo una pléyade de escritores que dieron lugar a lo que se conoce como Edad de Plata de las letras españolas. Aquel esplendor cultural coincide con el que se produjo en otros países europeos como expresión de un ambiente de tolerancia, libertad y cosmopolitismo propio del liberalismo de final de siglo y principio del siglo xx. En Viena, por ejemplo, buena parte de los intelectuales del Imperio austrohúngaro contribuyeron a la disolución de los valores conservadores y liberales sin proponer la transición a otros de tipo liberal-democrático[17]. En España, la generación de intelectuales del 98 (Unamuno, Valle Inclán...) y la de 1914 (Ortega, Pérez de Ayala, Azaña....) criticaron el sistema político tradicional decimonónico, lo que favoreció, en muchos casos, un salto en el vacío sin valorar la importancia (y a veces conveniencia) de los procesos políticos lentos y evolutivos. Sobre este tema es muy recomendable el libro de José María Marco La libertad traicionada, en el que el autor analiza cómo, a fuerza de mostrar el descontento ante una realidad sin duda defectuosa, los intelectuales del 98, del 14 y del 27 contribuyeron, en muchos casos involuntariamente, a derribar el edificio constitucional de la Restauración.
 
   El regeneracionismo (del que Alfonso XIII se declaraba seguidor) menospreciaba el parlamentarismo y a los políticos profesionales, y valoraba muy positivamente el gobierno de técnicos irresponsables ante el parlamento. Aquellos intelectuales llamaron al gobierno de notables «oligarquía», y al sistema político territorial «caciquismo». Pero en su crítica hacia aquellas instituciones (que eran muy similares a cualquier sociedad europea de la época) dejaron abierto el camino a toda clase de oposiciones políticas al sistema parlamentario que se expresaron claramente con la dictadura de Primo de Rivera en 1923. Poco después, la presión de la izquierda y de la derecha autoritaria se manifestó, de modo mucho más dramático pero con mensajes similares, en la década de los años 30.
 
   Un ejemplo del desacierto en el diagnóstico político de alguno de aquellos intelectuales fue Ortega y Gasset. Ortega, en su España invertebrada, había reclamado una autoridad más fuerte, y en 1923 dio la bienvenida a la dictadura de Primo de Rivera con las siguientes palabras: «Estos magnánimos generales, que generosa y desinteresadamente han dado forma a las aspiraciones de medio siglo de veinte millones de españoles, sin que al pueblo español le haya costado esfuerzo alguno[18]». Sin embargo, la dictadura rompió el régimen constitucional, destruyó los dos partidos dinásticos, el parlamentarismo y arrastró consigo al propio monarca. A partir de 1923 muchos de aquellos intelectuales fueron apostando por la República como medio de instauración de un régimen auténticamente democrático pero, en los años 30, no pudieron evitar verse desbordados por la creciente polarización de la sociedad española. El Conde de Romanones, a la vista de la experiencia política de los años 20 y 30, decía que de los intelectuales salen escasos y buenos políticos, pero de los filósofos ninguno.
 
    
 
   6.     el militarismo y la guerra de marruecos
 
   La Conferencia de Algeciras de 1906, en la que se asignó a España la zona del Protectorado del norte de Marruecos, significó un factor de recuperación del lesionado prestigio internacional de nuestro país después de la derrota de 1898. La contrapartida fue el inicio de un aumento del protagonismo político del ejército. En 1907 el poder civil fue retado por la oficialidad de Barcelona, que asaltó la redacción del periódico Cu-Cut y de la Veu de Catalunya. El rey se plegó a las presiones militares, desautorizó al presidente del Consejo de Ministros, Montero Ríos, y promulgó la Ley de Jurisdicciones, en la que se creaba un ámbito judicial específico para las ofensas al ejército, además de dejar impune los actos vandálicos de los oficiales de Barcelona.
 
   La Semana Trágica, en 1909, la intervención del ejército para resolver la grave crisis de 1917 y la Guerra de Marruecos, contribuyeron a incrementar la presencia militar en la escena política, en la vida cotidiana. Parecía que, conforme avanzaba la transformación económica y social de nuestro país, en un proceso de modernización y cambio cada vez más evidente, el ejército emergía, en opinión de amplios sectores inmovilistas, como único referente de estabilidad del viejo orden. Precisamente «las responsabilidades» que el Congreso de los Diputados buscaba con el expediente Picasso, en el que se investigaban los sucesos de Melilla de 1921, se percibía por el ejército como un nuevo y amenazante intento de supremacía de los «políticos», del poder civil sobre el poder militar. Reaparecía con fuerza la corriente antiparlamentaria y anticonstitucional que había tenido su punto álgido con el general Polavieja después de la crisis del 98 (felizmente neutralizada por la reina regente, María Cristina, y por Sagasta) y que se mantuvo como una amenaza latente durante todo el reinado de Alfonso XIII.
 
    
 
   7. la crisis del sistema de partidos; el catalanismo, el lerrouxismo, el maurismo y el socialismo
 
   La modernización política supuso en toda Europa el nacimiento de nuevos partidos de masas (nacionalistas, socialcristianos, socialdemócratas...) y la transformación de los viejos partidos oligárquicos de notables en modernos partidos de masas. Estas nuevas organizaciones eran capaces de canalizar intereses y aspiraciones de millones de ciudadanos hasta entonces políticamente desmovilizados. En el fondo, la gran trasformación de la vida política europea de inicios del siglo xx fue la incorporación activa de la mayoría de la población a la vida pública.
 
   La burguesía catalana fue la primera en comprender la importancia de contar con un sólido apoyo electoral como medio de interlocución ante el gobierno de Madrid y frente al poderoso movimiento obrero surgido con la industrialización. El nacionalismo cultural y político fue el instrumento de aglutinación y de movilización para estos fines y, en apenas unos años, el catalanismo se convirtió en la mayor fuerza política de Cataluña. Francisco Cambó fue el principal líder del catalanismo moderado, la Lliga. Aquel catalanismo no era «separatista», pero sí muy crítico de los partidos dinásticos y del sistema político vigente, al que llegó a retar en 1917 con una Asamblea de Parlamentarios que suponía, en la práctica, la ruptura constitucional. Aunque Cambó dio repetidas muestras de responsabilidad y sentido de Estado, visto en su conjunto el catalanismo contribuyó más al debilitamiento que al fortalecimiento del orden liberal-conservador vigente. En 1931, cuando la crisis de la monarquía era patente, ni Cambó ni la Lliga pudieron sostener el régimen y, en los años 30, el catalanismo moderado fue ampliamente rebasado por el nacionalismo radical de Macià. Por cierto, todo esto recuerda, en alguna medida, al sorpasso de la Esquerra Republicana sobre CiU en la Cataluña actual.
 
   También en Barcelona nació el lerrouxismo, como aglutinador político de un moderno partido de masas, el Partido Radical. El lerrouxismo era anticatalanista, demagógico, republicano y anticlerical. El lenguaje violento de Lerroux, que apelaba a los «descamisados», conectaba con amplias capas del movimiento obrero y del nuevo republicanismo de inicios del siglo xx, menos conspirativo y más organizado como un movimiento de masas y de participación electoral. Pero el lerrouxismo se situaba en una posición inasimilable dentro de la Constitución de 1876. El Partido Radical, en 1931, desempeñó un importante papel en la proclamación de la República y, aunque pasó a ocupar posiciones moderadas, de centro-derecha, no pudo impedir, finalmente, la polarización política de la sociedad española.
 
   El maurismo fue un intento fallido de democratización del Partido Conservador fundado por Cánovas. La ofensiva conservadora de Maura contra el caciquismo habría sido un éxito si, como en Cataluña y, sobre todo, en Barcelona, se hubiera sustituido el caciquismo por modernos partidos y por una opinión pública movilizada y políticamente articulada (Ortega habría dicho «vertebrada»). A partir de 1913 Maura anunció que no cooperaría con el sistema del turno y que no seguiría al frente del partido conservador. En su lugar pasó a liderar su propia fracción o movimiento (los jóvenes mauristas). De ahí surgieron movimientos socialcristianos, cristianodemócratas y elites políticas tecnocráticas antiparlamentarias. Lo más importante fue el hecho de la escisión de los partidos dinásticos, el liberal (con García Prieto, Romanones y Alba) y el conservador (con La Cierva, Maura y Dato).
 
   Pablo Iglesias fundó el Partido Socialista Obrero Español en 1879 y nueve años más tarde se organizó el sindicato UGT. El socialismo en España tuvo muchas dificultades para su desarrollo. Por un lado, la industrialización de nuestro país fue lenta y tardía comparada con el occidente de Europa. Por otro, los trabajadores más politizados tendían a votar a los partidos republicanos y al Radical, pues veían en el socialismo más un instrumento sindical que una vía de participación política. Además, buena parte del proletariado urbano, sobre todo de Cataluña, se organizó en torno a la central anarquista CNT.
 
   Comparado con el resto de los partidos socialistas europeos (algunos de ellos ya en los gobiernos de las monarquías europeas), el PSOE era, a la altura de 1914, extremadamente débil. Desde 1890 el Partido Socialista había conseguido alguna representación en los ayuntamientos de las principales ciudades, pero hasta su coalición con los republicanos en 1910 no obtuvo su primer escaño parlamentario. Fue necesaria la extensión de la urbanización y de la industrialización fuera de Cataluña para que el sindicalismo de orientación socialista comenzara a cobrar alguna fuerza. En realidad el socialismo no parecía una amenaza para el orden establecido y la política española se desarrolló, hasta 1930, esencialmente en relación a las fuerzas claves del sistema de la Restauración: la Corona, el Parlamento (en el que tenían amplísima mayoría los partidos dinásticos) y el ejército. La orientación del socialismo era salvaguardar y ampliar la organización de la UGT y obtener reformas que posibilitaran en un futuro, más o menos lejano, la participación o ejercicio del poder. Tan marginados se sentían en 1923 de la escena política que el socialismo consideró que el golpe militar de Primo de Rivera no les concernía y se adaptaron a la nueva situación participando en instituciones importantes del régimen de la dictadura. En 1930, a la caída de Primo de Rivera, el socialismo había preservado su aparato organizativo y había sabido atraerse a buena parte de los intelectuales y profesionales descontentos con la monarquía. A partir de entonces, el PSOE cobró realmente peso político y se convirtió en adelante en una fuerza política española decisiva de la década de los 30.
 
   Una historiografía tan ideologizada como poco rigurosa ha venido insistiendo en el protagonismo de las clases trabajadoras y de sus organizaciones políticas o sindicales en la crisis del régimen de la Restauración. La verdad es que la crisis de 1923 (que interrumpió la Constitución de 1876) y la de 1931 (que puso fin al reinado de don Alfonso XIII) tuvieron un contenido principalmente político. La economía española entre 1902 y 1931 fue más próspera que en ningún periodo precedente y tampoco existía una amenaza revolucionaria de cambio social. Juan Pablo Fusi y Joaquín Romero Maura han puesto de manifiesto el limitado alcance real del movimiento obrero de aquellos años, y han destacado su carácter reformista o de huelgas puntuales solo nominalmente «revolucionarias».
 
   Al contrario que los socialistas del Imperio austrohúngaro, donde fueron sostenedores del entramado constitucional desde inicios del siglo xx, los socialistas españoles tenían una relación distante con la monarquía entre la marginalidad de los primeros años y una retórica revolucionaria, junto a una práctica reformista. Sin ser un factor de desestabilización de la monarquía hasta 1930, el PSOE, a diferencia del laborismo inglés, tampoco fue un elemento integrador del nuevo sistema de partidos emergente, debido a sus divisiones internas y a una situación de «bloqueo» por preferir salvaguardar la organización a su participación en la política.
 
   Desde 1914, la clase media española, los intelectuales y profesionales, percibieron la crisis del sistema de partidos como una manifestación creciente de una crisis irresoluble del régimen. Se trataba de un proceso de adaptación a los nuevos requerimientos de representación política de una sociedad más dinámica, más moderna y compleja. Como ha señalado insistentemente Raymond Carr a la altura de 1923, los partidos y el Parlamento comenzaban a canalizar, de modo eficaz, una opinión articulada y más representativa que en legislaturas anteriores. Frente a la interpretación justificativa del golpe militar de 1923, Shlomo Ben Ami, autor de la más completa monografía sobre este tema, ha señalado que «no era decadencia, sino reforma y cambio lo que estaba en el orden del día cuando Primo de Rivera puso fin al régimen constitucional. El gobierno liberal de García Prieto representaba un intento claro, aunque frustrado, de democratización de la vida española».
 
    
 
   8. el papel de la corona
 
   El rey era la piedra angular del edificio constitucional construido trabajosamente por don Antonio Cánovas del Castillo. El monarca era cosoberano con las Cortes y cualquier cambio democratizador pasaba por su aceptación e impulso. Don Antonio Maura fue el primer político que se propuso modernizar, democratizar, los viejos partidos dinásticos y reformar el sistema del turno. Para ello hacía falta el acuerdo del rey, de los liberales y del partido conservador. Ninguno de los tres requisitos se cumplió en los años 1909-1913 y desde entonces el régimen de la restauración fue evolucionando lentamente y con grandes dificultades hacia un parlamentarismo cada vez más representativo y democrático. Las nuevas fuerzas políticas (los intelectuales, el catalanismo, el maurismo, el nuevo republicanismo radical) se sumaron a las corrientes antiparlamentarias de izquierda y derecha que propugnaban el establecimiento de un régimen que rompiera con la «vieja política», con el sistema del turno y los partidos dinásticos, entonces escindidos y en proceso de transformación.
 
   Después de un largo periodo de esplendor de la España liberal (1902-1923), Primo de Rivera puso al rey en el dilema de aceptar un golpe militar, con todos los riesgos que ello comportaba, o favorecer la reforma democrática de la Constitución de 1876. Por primera vez desde Fernando VII, lo que se cuestionaba era el sistema político liberal representativo, no un mero cambio de gobierno. Gran parte de la derecha española iniciaba un camino rumbo hacia el autoritarismo que ha estado hipotecando el ejercicio de la política y el propio destino de nuestro país hasta 1975.
 
   Sin duda alguna, el mayor error político de Alfonso XIII fue aceptar como un hecho consumado la dictadura de Primo de Rivera. Por el contrario, el mayor acierto del rey fue comprender, el 14 de abril de 1931, el giro de la opinión y evitar que la monarquía se convirtiera en causa de división nacional y, eventualmente, de un enfrentamiento civil. Aquel gesto, que lo condujo al destierro, sirvió para preservar la institución y permitir que la Corona fuera en adelante, en las generaciones venideras, instrumento de libertad, concordia y reconciliación de los españoles, como hemos podido ver y comprobar desde 1975.
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   La II República. La Guerra Civil.
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   1.     la ii república
 
   Ya lo advirtió don Antonio Maura en 1923: después de la dictadura de Primo de Rivera, vendría la República. Esa visión no era compartida por muchos contemporáneos, pues, a pesar de la destrucción del sistema de partidos dinásticos y reformistas de la Restauración por la dictadura, era difícil imaginar en 1930 el retorno del desprestigiado régimen republicano de 1873, con su inestabilidad y divisiones. Como escribió el historiador contemporáneo de aquellos hechos Melchor Fernández Almagro, para una parte muy amplia y cualificada de los observadores políticos nacionales e internacionales el rey, con la convocatoria de elecciones locales, provinciales y a Cortes, había vuelto a ganar la partida «merced a uno de esos recursos que le dieron fama de político hábil»[19]. Pero el resultado de las elecciones del 12 de abril de 1931 fue concluyente y todas las capitales de provincia, salvo Palma de Mallorca, Pamplona, Cádiz y Burgos, votaron mayoritariamente a la coalición republicano-socialista. Era la prueba de que la mayor parte de las fuerzas vivas del país habían vuelto la espalda a un sistema político que percibían anquilosado y anclado en el pasado.
 
   La contagiosa euforia de fiesta de Madrid el 14 de abril de 1931 y de otras ciudades españolas alumbraba la esperanza de un cambio democrático, en paz y en libertad. La influencia de la exitosa República francesa pesaba en el ánimo de la clase política más que la tradición de la monarquía española e inglesa. Pero la República irrumpió pacíficamente, sin oposición, con deferencia de los monárquicos por su derrota, con un elevado grado de improvisación y sin un modelo dominante de inclusión y pacificación entre los líderes republicanos y socialistas.
 
   Fue al contrario. En los cinco años que duró la República se continuó la política de exclusión reiniciada por Primo de Rivera. El exilio, empezando por el rey, estuvo a la orden del día. Los dirigentes republicanos interpretaron de un modo imprudente y prepotente la nueva mayoría parlamentaria constituyente y entendieron la nueva situación política como el final de la influencia de la Iglesia católica y de las posiciones monárquicas y conservadoras. Nada más lejos de la realidad. Al menos la mitad de España se identificaba con esos principios y valores y el error republicano (singularmente de Azaña) fue no entender cómo transformar el entusiasmo inicial hacia un proyecto que fuera ganando adeptos en lugar de un nuevo régimen hostil contra buena parte de los españoles.
 
   El profesor Varela Ortega, en su libro Los señores del poder, ha llamado la atención sobre este tema al comparar la III República Francesa (entre 1873 y 1914, plagada de monárquicos) y la II República Española. Políticos escarmentados con la experiencia política de la II República de Francia y de la Comuna de París de 1871 (Thiers, Gambetta) llegaron a la conclusión de que la nueva República tenía que ganarse a la opinión, reformar la enseñanza, respetar los sentimientos religiosos de los franceses, incluir y concordar… Nada de esto se hizo en España después de 1931. Apenas treinta días después de proclamada la República, el incendio de iglesias en Madrid parecía contar con la pasividad o el beneplácito del gobierno provisional. La constitución de 1931 fue percibida como excluyente para buena parte de los españoles, como los católicos.
 
   Por si fuera poco, socialistas y republicanos, se dedicaron, en el otoño de 1931, a excitar y humillar los amplios sentimientos monárquicos de buena parte de la sociedad española. Sin necesidad alguna, Azaña e Indalecio Prieto se empeñaron en condenar al rey in absentia mediante un juicio político en el Congreso de los Diputados el 19 de noviembre de 1931. La verdad es que si el rey había cometido el error de aceptar a Primo de Rivera, lo había pagado con creces con el destronamiento, con el exilio. Por tanto, ¿para qué desplegar un vengativo espectáculo de «acta de acusación» en el Congreso? Aquel acto parlamentario no solo fue una mentira: fue un error. Contribuyó a polarizar aún más la opinión pública. Las graves acusaciones del acta contra don Alfonso XIII fueron implantar una dictadura incumpliendo su juramento de respetar la Constitución de 1876, y su enriquecimiento ilegítimo. En el caso de aprobarse (era seguro el resultado de la votación por la mayoría republicana-socialista) implicaba la confiscación de todos los bienes privados del monarca en territorio nacional. En relación al primer tema, su responsabilidad en el advenimiento de la dictadura, Carlos Seco Serrano ha demostrado con documentación incontestable que don Alfonso «puso sobre aviso a García Prieto (presidente del Consejo de Gobierno): supo y advirtió, pero ni estimuló, ni mucho menos ordenó la preparación del golpe»[20]. Su responsabilidad política fue la aceptación del golpe. Aceptación que le costó el trono, pero que en 1923 recibió la bienvenida de una amplia parte de la opinión, entre otros de Ortega y Gasset.
 
   El conde de Romanones intervino en la tribuna en defensa de Don Alfonso a sabiendas del resultado de la votación. Sin duda fue su principal discurso parlamentario. El conde tenía la legitimación de ser el primero que constitucionalmente advirtió oficialmente al rey, como presidente del Senado, sobre la ilegalidad de la dictadura y padeció persecución y multa de Primo de Rivera de medio millón de pesetas (suma altísima para la época), que jamás le fueron restituidas. Su argumento era que no podía considerarse un acto de despotismo aceptar como un hecho consumado la posición de fuerza del ejército, pues no tuvo a su favor ni la fuerza ni la opinión para oponerse a esta. Además, la dictadura era en sí misma una disminución de su poder discrecional como cosoberano con las Cortes y así lo manifestó desde la tribuna: «¡Ah! Dice la acusación que la dictadura la buscó don Alfonso para ejercer de una manera más satisfactoria y plena el poder personal y yo a eso afirmo que nunca el rey ejerció menos el poder personal que con el general Primo de Rivera (rumores). Nunca, en ningún momento»[21].
 
   En relación al enriquecimiento ilegítimo de Alfonso XIII, encontré y publiqué (tenía una signatura alterada), en 1984, en el Archivo Histórico Nacional, el informe que redactó la Comisión Dictaminadora del Caudal Privado, nombrada por Azaña e Indalecio Prieto. Texto, conocido por Prieto y Azaña, que había permanecido oculto desde 1931 y que nunca antes se había hecho público. Acusado don Alfonso de haber recibido una cuantiosa fortuna en acciones liberadas de muchas empresas, el informe republicano concluye la honradez absoluta del rey por cuanto, después de una exhaustiva investigación, no se había encontrado «rastro de operaciones que se hicieran sin contrapartida en metálico»[22]. Es decir, tanto Azaña como Indalecio Prieto estaban al tanto del limitado montante de la fortuna privada del rey y de su honradez. Como no era posible demostrar ninguna de las dos acusaciones del acta, Azaña tomó la palabra e invitó al Congreso «a no detenerse en escrúpulos legales» y, en el más puro estilo de la Convención de la Revolución francesa, declaró en el Salón de Sesiones: «Este debate debe terminar ya inmediatamente. Aceptamos el texto (acta de acusación) que acaba de leer la Comisión. Responde, a nuestro juicio, por su magnitud, por sus dimensiones, por su redacción y su tenor a la altura de las circunstancias y al propósito del debate. Sería ocioso que hubiéramos venido aquí a enjuiciar a don Alfonso XIII como ante un tribunal ordinario. Este es un proceso de orden político, de fundamento moral y de resonancia histórica y cada cual vote según la convicción que se ha formado en su conciencia, sin estudiar ningún texto, sin leer el Código Penal, sin más que su experiencia personal de español que ha sufrido los efectos del reinado de don Alfonso de Borbón y padecido bajo su dictadura. No vamos a desconocer delante de un escrúpulo legal todo lo que se ha ido sedimentando en nuestras almas durante los diez y veinte años que han formado nuestra personalidad de políticos y nuestras conciencias de ciudadanos; y con esta conciencia y esta personalidad votemos hoy aquí esta condena de don Alfonso XIII»[23]. Los hagiógrafos de Azaña, como Santos Juliá, harían bien en reconocer el error en las formas y en el fondo en asuntos como el citado. Sobre una mentira flagrante es muy difícil consolidar un nuevo régimen.
 
   El acta de acusación, que incluía la confiscación de los bienes privados de don Alfonso XIII, se aprobó por aclamación. Aquella madrugada del 19 de noviembre de 1931, lo que pretendía ser un fortalecimiento de la República, una «segunda proclamación» en palabras de Manuel Azaña, fue un error político que ponía de manifiesto el carácter sectario del nuevo régimen, máxime sabiendo Azaña e Indalecio Prieto que eran falsas ambas acusaciones. La República nació como un proyecto modernizador, de libertad y de progreso, que debía unir un régimen parlamentario liberal con la moderna democracia. El acta de acusación, lejos de contribuir a la consolidación de la República y la creación de un nuevo marco de convivencia, abrió una mayor e irreconciliable escisión en el seno de la sociedad española.
 
   En relación al golpe de Primo, el rey tuvo muy poco margen de maniobra. Si lo cierto es que «no promovió, pero supo y advirtió», como afirma Seco Serrano, la pregunta es: ¿podía haber hecho algo más, aparte de aceptar el golpe como un hecho consumado? Mi respuesta es que sí. ¿Cuándo? No el día del golpe, sino un mes o tres semanas antes del 13 de septiembre de 1923. El error del rey fue su pasividad previa, no calcular las consecuencias del derribo del edificio canovista, en lugar de proceder a su defensa y reforma. El rey dudó durante un tiempo respecto a su decisión, sobre todo durante el mes de agosto. El verano no era un buen momento para consultas y decisiones y se dejó llevar… El marqués de Santo Floro, hijo del conde de Romanones, me contó poco antes de morir que vio a don Alfonso en el verano, en el hipódromo de Biarritz, hacia finales de agosto. Tenía en la cara un gesto de seria preocupación. Agustín Figueroa se dirigió a saludar al rey, y don Alfonso con cierta premura le dijo: «Agustín, ¿dónde está tu padre? es urgente que hable con él». «Señor, lo lamento mucho pero mi padre está tomando las aguas en Arcachon y no volverá hasta dentro de una semana». Quizás esa entrevista, entre Romanones y el rey, de haberse celebrado, hubiera inclinado el ánimo del rey en otra dirección mucho más acertada: llevar la iniciativa, apoyar con decisión a su Consejo de Ministros presidido por García Prieto, hacer prevalecer su condición de comandante en jefe del ejército, asegurarse la adhesión incondicional de los capitanes generales, detener a Primo en Barcelona. Si todo ello fallaba, el exilio de don Alfonso y, eventualmente, su posterior retorno o abdicación, hubiera sido mejor que la convivencia y el sometimiento anticonstitucional del rey al directorio militar.
 
   En 1931, el Congreso Constituyente y el gobierno abordaron la tarea de redactar una Constitución y realizar la reforma del ejército, reformas sociales, la separación de la Iglesia y el Estado y abordar la autonomía catalana.
 
   La nueva Constitución respondía a la nueva época democrática, con una amplia garantía de libertades y derechos, y parecía un buen instrumento para unir la tradición parlamentaria con la democracia, con una opinión pública muy movilizada. En el tema religioso el partido de Azaña, Izquierda Republicana, y los socialistas cometieron el error de enajenarse la inclusión, en el nuevo régimen, a la mayor parte de los católicos. Se podía aceptar una separación de la Iglesia y el Estado. Pero lo que los católicos no aceptaron fue un artículo 26 que era una declaración de guerra contra media España, entre otras cosas debido a la prohibición a las órdenes religiosas de ejercer la enseñanza. Resulta difícil de entender ese artículo si se pretendía un régimen de libertades. No es solo que los católicos perdieran privilegios; es que la libertad de los católicos y de la Iglesia quedaba cercenada. Incluyo completo el referido artículo, pues la mayoría de los libros que lo citan hacen una somera referencia a él pero su lectura, poniéndonos en la fecha de 1931, facilita una idea de su impacto en los católicos:
 
   «Artículo 26 de la Constitución de la República. Diciembre de 1931.
 
   Todas las confesiones religiosas serán consideradas como Asociaciones sometidas a una ley especial.El Estado, las regiones, las provincias y los Municipios, no mantendrán, favorecerán, ni auxiliarán económicamente a las Iglesias, Asociaciones e Instituciones religiosas. 
 
   Una ley especial regulará la total extinción, en un plazo máximo de dos años, del presupuesto del Clero.
 
   Quedan disueltas aquellas órdenes religiosas que estatutariamente impongan, además de los tres votos canónicos, otro especial de obediencia a autoridad distinta de la legítima del Estado. Sus bienes serán nacionalizados y afectados a fines benéficos y docentes.
 
   Las demás órdenes religiosas se someterán a una ley especial votada por estas Cortes Constituyentes y ajustada a las siguientes bases:
 
   1. Disolución de las que, por sus actividades, constituyan un peligro para la seguridad del Estado.
 
   2. Inscripción de las que deban subsistir, en un Registro especial dependiente del Ministerio de justicia.
 
   3. Incapacidad de adquirir y conservar, por sí o por persona interpuesta, más bienes que los que, previa justificación, se destinen a su vivienda o al cumplimiento directo de sus fines privativos.
 
   4. Prohibición de ejercer la industria, el comercio o la enseñanza.
 
   5. Sumisión a todas las leyes tributarias del país.
 
   6. Obligación de rendir anualmente cuentas al Estado de la inversión de sus bienes en relación con los fines de la Asociación. Los bienes de las órdenes religiosas podrán ser nacionalizados».
 
   Los dos años de gobierno de la coalición republicana-socialista tuvieron un desgaste derivado de una escasa adhesión de los católicos (por no decir abierta hostilidad) y por las dificultades en avanzar en reformas concretas prometidas por el Gobierno a los jornaleros del campo. Unos 80.000 terratenientes vieron amenazadas sus propiedades, si bien un programa de reparto de tierras no pudo llevarse a efecto por la falta de recursos para pagar las expropiaciones. Lo más barato y propagandístico era el ataque anticlerical, mientras que los socialistas hacían continuas protestas de que su objetivo no era una la República parlamentaria, sino que era solo un paso intermedio en la dirección de una próxima república socialista. Al construir un sistema político polarizado, de extremos, el gobierno pronto se vio desbordado por huelgas y manifestaciones obreras y campesinas en toda España. Mientras tanto se iban reorganizando los sectores conservadores para poder reformar la Constitución y frenar algunas de las reformas que consideraban excesivas o prematuras. Las elecciones municipales de principio de 1934 supusieron la recuperación conservadora de muchos municipios perdidos en las elecciones de 1931. A finales de 1933, el ametrallamiento de veinte anarquistas por los guardias de asalto en Casas Viejas conmocionó a la opinión pública. Poco a poco la coalición gubernamental fue perdiendo apoyos incluso entre los mismos republicanos de izquierda, que consideraban que Azaña había ido demasiado lejos. No había otra forma de constituir una mayoría estable y finalmente se convocaron elecciones para noviembre de 1933.
 
   La derecha había aprendido la lección, los costes, de ir por separado con la nueva ley electoral, que beneficiaba significativamente al primer partido o coalición. Gil Robles, joven catedrático de Salamanca, fundó la CEDA (Confederación Española de Derechas Autónomas) y supo recoger el descontento de los católicos, propietarios y militares desafectos por las reformas. Su proyecto, dentro del nuevo régimen republicano, era modificar los artículos 26 y 27 de la Constitución y frenar o ralentizar las reformas que consideraban radicales y precipitadas, como el reforzamiento de los sindicatos (UGT y CNT) desde el poder.
 
   Las elecciones dieron el triunfo a la CEDA y a los radicales de don Alejandro Lerroux, con quien en algunas circunscripciones fueron en coalición. El partido socialista quedó en tercer lugar y disminuyó muy considerablemente la presencia de Izquierda Republicana. Dada la mayoría moderada y conservadora lo lógico habría sido constituir un gobierno CEDA-radicales, pero el presidente Alcalá Zamora se sometió a la presión de la izquierda y excluyó del gobierno al partido que había ganado las elecciones. Con todo, en la medida que Lerroux dependía del apoyo parlamentario de la CEDA y Gil Robles terminó entrando en el gobierno a los pocos meses, la sensación de los sectores conservadores fue de relativa tranquilidad, por cuanto vieron que mediante las elecciones era posible cambiar, modificar o reducir los excesos reformistas de socialistas e Izquierda Republicana, singularmente su agresiva política anticlerical y expropiatoria. De hecho, la inquietud de algunos sectores del ejército, que llevó al General Sanjurjo a realizar una intentona golpista en 1932, no volvió a producirse hasta la elevada tensión y polarización que se generó en España después de la ajustada victoria del Frente Popular por apenas un punto porcentual, en febrero de 1936.
 
   La inquietud golpista en este bienio radical-conservador se instaló en los sectores izquierdistas y catalanistas, que amenazaron con la sublevación general en el supuesto de que el partido que había ganado las elecciones (la CEDA) formara parte del gobierno de la República. Las actas del Comité Nacional de la UGT de final de año de 1933, incluidas en el libro de Pío Moa sobre el proyecto revolucionario del PSOE y UGT, son reveladoras de la escasa adhesión a la República democrática de la izquierda y su decisión de iniciar un levantamiento armado contra la República a favor de una república socialista (con la oposición de Julián Besteiro)[24]. El historiador Stanley G. Payne, en el prólogo del anterior libro citado señala: «La verdad es, con toda claridad, que ninguno de los cinco intentos de derrocar a la República llevados a cabo entre 1932 y 1934 —o sea: ninguna de las tres insurrecciones de los anarcosindicalistas, como tampoco la débil intentona de Sanjurjo en 1932 y la de los socialistas en 1934— constituyó una respuesta a una auténtica crisis o a una violenta amenaza procedente de las fuerzas opositoras. Cada una de esas acciones representó un intento de apoderarse violentamente del poder, y el hecho de que cuatro de esas cinco intentonas provinieran de la izquierda no hace sino indicar la escasa estima que la izquierda radical sentía en aquellos tiempos por la democracia»[25].
 
   En octubre de 1934, Alcalá Zamora se vio obligado a ceder y permitir el acceso al gobierno de tres ministros de la CEDA bajo la presidencia de Lerroux. Fue la señal para una insurrección en Cataluña y en Asturias. La crisis en Barcelona no tuvo mucho alcance toda vez que fue más teatral que armada. Un pequeño destacamento del ejército fue suficiente para ocupar los edificios del gobierno de la Generalitat. En Asturias, la sublevación alcanzó caracteres dramáticos por el uso de armas de fuego y dinamita. Fue preciso traer fuerzas profesionales de Marruecos para someter, después de violentos enfrentamientos, a los cenetistas, socialistas y comunistas.
 
   Esta revolución de octubre tuvo el efecto de generar gran inestabilidad y tensionar aún más la convivencia política. No hay un hilo de continuidad, ni una causa-efecto con el alzamiento nacional de18 de julio de 1936, pues fueron dos actos independientes, pero resultaba evidente que la patrimonialización de la República por parte de la izquierda y los azañistas, hacía muy difícil generar otras adhesiones constitucionales. El concepto de Azaña era que la lealtad republicana imprimía un carácter especial, privativo, y él mismo creía que era la referencia moderada en la nueva España republicana. Azaña consideraba a los católicos y a los monárquicos, en sentido amplio, ciudadanos ajenos al escenario político, sin derechos, ilotas, sin capacidad para constituir una nueva mayoría y mucho menos para reformar la Constitución.
 
   La idea de la CEDA y de los radicales era continuar con las rectificaciones e intentar reformar la Constitución, pero una pequeña diferencia, a final de 1935, entre los coaligados dio la oportunidad a a Alcalá Zamora de «borbonear» a Gil Robles, de modo que el gobierno dimitió y el presidente nombró a un amigo suyo, Portela Valladares, para que formara gobierno interino durante un mes. El presidente disolvió el Congreso y convocó nuevas elecciones. Alcalá Zamora asumió una responsabilidad muy peligrosa y mal calculada que favoreció la polarización y le costó la Presidencia de la República. Si la legislatura de centro derecha hubiera durado los cuatro años, muy probablemente no se habrían producido las tensiones extremas del inicio del año y de la primavera de 1936 que desembocaron en el pronunciamiento de una parte del ejército.
 
   En las elecciones de febrero de 1936, el Frente Popular obtuvo 34,3 por ciento de los votos y una mayoría de 271 escaños; la coalición de la CEDA 32,3 por ciento, que le proporcionaron 137 escaños. La polarización política se había consumado y en adelante el gobierno, presidido por Azaña, disponía de una mayoría más amplia incluso que en 1931. Rápidamente la situación política se desbordó. Comenzaron las manifestaciones, huelgas y ocupaciones ilegales de fincas. Por si fuera poco, Azaña, al no poder controlar la situación, prefirió mover ficha contra el presidente Alcalá Zamora con la excusa de haber disuelto en dos ocasiones el Congreso, Azaña fue elegido nuevo presidente de la República y nombró a un muy torpe Casares Quiroga nuevo presidente del Gobierno. Alcalá Zamora, la última referencia de moderación que le quedaba a la República, desapareció de la escena política.
 
   A partir de la primavera de 1936, el general Mola inició los preparativos de un golpe de estado. A pesar de que Azaña y Casares Quiroga conocían que se tramaba un alzamiento militar, tenían la seguridad de poder controlarlo y de ese modo desenmascarar definitivamente a sus componentes. En lugar de neutralizar a los militares y fuerzas afines con rectificaciones o concesiones, la política del gobierno fue dejar hacer o como mucho proceder al traslado periférico de altos mandos sospechosos de connivencia con los conspiradores.
 
   La violencia y el pistolerismo extremista produjo en apenas cinco meses más de mil muertos y España entera entró en un estado de turbulencias reconocido incluso por el historiador Tuñón de Lara: «La fragilidad del consenso y la tradición de violencia contribuyeron a crear el intenso clima de ansiedad de julio del 36»[26].
 
   El 12 de julio de 1936, miembros de los guardias de asalto y escoltas de la confianza de Indalecio Prieto secuestraron y asesinaron a líder de la oposición don José Calvo Sotelo. La tensión alcanzó su límite y el 17 de julio por la tarde, en la Comandancia de Melilla, comenzó el golpe militar.
 
    
 
   2.     la guerra civil
 
   De acuerdo con las evidencias y testimonios de la época, Franco se incorporó solo a última hora a un golpe de estado, en la más genuina tradición del pronunciamiento español, dirigido desde Pamplona por el general Mola, debido a la descomposición de la República y del principio de legalidad y seguridad jurídica con el asesinato del líder de la oposición, Calvo Sotelo. La versión del historiador Tuñón de Lara, repetida por buena parte de los manuales universitarios, es que la conspiración se inició varios meses antes y que el asesinato de Calvo Sotelo poco o nada tuvo que ver con el 18 de julio. Efectivamente, el golpe estaba previsto en todo caso para el sábado 18 de julio en Marruecos y el domingo 19 de julio en la península, con la finalidad de evitar concentraciones de trabajadores en los barrios fabriles y centros de trabajo. El asesinato de Calvo Sotelo no fue la «causa» del golpe y tampoco los sublevados pretendieron esa explicación monocausal. Aquel asesinato lo que hizo fue convencer a muchos militares y civiles sobre la inevitabilidad del alzamiento y el lugar que debían ocupar en aquellas circunstancias. La «causa» tampoco fue la conspiración previa. La causa fue la inviabilidad de un régimen que en lugar de integrar, sumar, concordar y convencer hizo todo lo contrario, tensando hasta el paroxismo los dos extremos políticos. El desgobierno y la torpeza de Azaña y Casares Quiroga hacían que la tensión, la «ansiedad» que reconoce Tuñón de Lara, fuera en aumento en lugar de tomar iniciativas para neutralizarla. Mientras los defensores de la República no vean la viga en el propio ojo, seguirán considerando que el inicio de la guerra civil se debió exclusivamente al rechazo de la legalidad constitucional de los sectores conservadores. Tampoco tiene mucho sentido, en un caso de guerra civil, establecer legitimidades. Los defensores de la República el 18 de julio de 1936 se consideraban y eran, sin duda, un gobierno legítimo, pero también los sublevados consideraban la rebelión como un movimiento de legítima defensa, hasta de pura supervivencia.
 
   Quizás por adelantarse, el levantamiento en Madrid fracasó, pero triunfó en amplias zonas de Castilla, Galicia, Navarra, Álava, Canarias, Cáceres, Baleares, Norte de África y Andalucía Occidental. En la tradición decimonónica, una pérdida del control de una parte considerable del ejército y del país hubiera generado una dimisión, una retirada del gobierno desbordado por los dramáticos acontecimientos. La generosidad e inteligencia de Alfonso XIII al abandonar el trono en vez de generar un enfrentamiento entre españoles no se le pasó ni remotamente por la cabeza al presidente de la República, don Manuel Azaña. En apenas treinta horas se sucedieron tres gobiernos. Casares Quiroga dimitió al no poder controlar la situación y negarse a dar armas a las organizaciones de izquierda; Azaña apeló al moderado Martínez Barrios para que negociara una solución de compromiso con Mola. Si esta iniciativa se hubiera tomado un par de meses antes quizás se hubiera neutralizado el golpe militar. El 18 de julio era demasiado tarde. Mola no aceptó la componenda y Martínez Barrio declinó. Azaña nombró a José Giral presidente del Consejo, quien inmediatamente entregó fusiles a las organizaciones de izquierda. La guerra había comenzado.
 
   Con las armas fuera del control del gobierno, el poder pasó de los despachos gubernamentales a la calle. La pretendida crisis política de los alzados para generar una dimisión del gobierno se convirtió, en apenas dos días, en una no deseada guerra civil. Desde el 20 de julio en adelante el gobierno de la República dejó de ser democrática para convertirse en una república popular con múltiples centros de decisión (en el País Vasco, en Asturias, en Cataluña, Aragón, Valencia…). Del mismo modo, en el lado de los sublevados hasta que no se produjo el nombramiento de Franco como «jefe del Gobierno y del Estado» hubo varios polos de poder: en el norte, en el oeste y en el sur.
 
   Una vez abiertos los frentes militares, el rápido avance del ejército desde Andalucía hacia el norte para incorporar la zona de Badajoz en un continuo de toda la frontera portuguesa desvelaba un derrumbamiento de los apoyos sociales de la República. En apenas dos meses, hacia mediados de septiembre, el ejército de Franco controlaba más de la mitad del territorio nacional y se encontraba a escasos noventa kilómetros de Madrid por la carretera de Extremadura. Las fuerzas procedentes del norte habían recuperado San Sebastián desde Pamplona y ocupaban posiciones en la Sierra de Guadarrama. El desmoronamiento y práctica desaparición del control del gobierno de la República en la mitad del territorio nacional, en apenas dos meses, no induce a los historiadores parciales de la izquierda a reflexionar sobre este hecho: el gobierno de la República tenía todos los recursos, la mayor parte del ejército, la aviación, la armada, el reconocimiento internacional, los tres centros más poblados y decisivos de España (el norte, Cataluña y toda la zona centro con la capital, Madrid), pero las fuerzas sublevadas habían ganado la mitad del territorio nacional y amenazaban Madrid desde Maqueda y la Sierra de Guadarrama. Es evidente que, si no hubiera sido por una amplia desafección de los españoles contra la República, no habría sido posible un vuelco como el señalado.
 
   Las interesantes memorias del general Queipo de Llano y los testimonios del general Mola desvelan que hubiera sido posible un impulso decidido en esos días de finales de agosto y principios de septiembre, una finalización rápida de la guerra, si se hubiera avanzado sobre Madrid por ser una ciudad abierta, con el gobierno de la República en desbandada. Mola solicitó a Hitler fusiles para armar milicias de voluntarios y llegar a Madrid, pues consideraba que se trataba casi de una operación policial, de guardia civil mientras que Queipo de Llano no entendía la lentitud del ejército y el parón de Franco en Maqueda, en la provincia de Toledo. Hitler no aceptó al enviado de Mola a Berlín, el Marqués de Portago, pues pretendía tener un solo interlocutor, y apostaron desde el principio por Franco. Mola rápidamente entendió quién iba a mandar en el futuro, dado el decidido apoyo de los alemanes a Franco.
 
   El testimonio de Queipo de Llano es demoledor: «El general Franco y yo teníamos, en efecto, dos concepciones distintas, casi antagónicas, sobre la forma en que habíamos de dar desarrollo a la campaña. La mía consistió en creer que, en aquellas circunstancias, debía de proceder con el reglamento de la Guardia Civil. La del general Franco era suponerse general en jefe de un ejército regular que luchaba contra otro ejército regular, que solo existía en su imaginación, ni existió hasta varios meses después»[27]. La lentitud en el avance de Franco desde Oropesa a Maqueda fue de dos kilómetros y medio al día. Sin un ejército enfrente, las legiones romanas avanzaban por jornada, con toda su impedimenta, entre 25 y 30 kilómetros, y a marchas forzadas, magnis itineribus, cincuenta kilómetros al día. Por ello, un enojado Queipo señalaba que Franco, con su idea de aparecer como general jefe de un ejército regular, reforzando los flancos que jamás pensaba atacar ni atacó el enemigo, que era «desordenado e inculto (...) hizo que sus tropas realizasen las marchas más lentas de todas las que pueden figurar en la historia militar del mundo»[28].
 
   Y es que, entre mediados de agosto y mediados de septiembre, Franco tomó la decisión, en contra de la opinión de buena parte de los generales sublevados, de alterar por completo los objetivos del alzamiento. No se trataba de terminar pronto la guerra, ni de cambiar un gobierno republicano ni de reponer la monarquía. En su cabeza el objetivo era construir un nuevo edificio político en el que él sería el jefe del Estado. Para eso hacía falta tiempo, popularidad, control, unidad de mando y prudencia maquiavélica para encajar todas las piezas del complicado puzle español. Madrid, es decir, la finalización rápida de la guerra, dejó de ser el objetivo principal e inmediato, con lo que la República ganó el tiempo necesario para una organización de la defensa militar de la capital que no existía en septiembre[29]. El gobierno de la República retornó a Madrid y Franco desarrolló una nueva y larga estrategia de ganar poco a poco la guerra, primero en el norte y después por el valle del Ebro hacia el Mediterráneo y conquistar Cataluña. Contaba además con el decidido apoyo militar y logístico de Italia y Alemania, y la neutralidad de facto de Francia e Inglaterra.
 
   Al igual que en la larga contienda de 1808 hasta 1814, la guerra de 1936 transformó España. Parecía que la cultura de la violencia iniciada en 1808 encontraba en 1936 toda su potencialidad. En la zona nacional la violencia se orientaba a la represión de los contrarios y la población podía acceder a suministros, alimentación, orden y seguridad de forma generalizada; en la zona republicana la inseguridad y desabastecimiento era lo habitual. De ahí que las fuerzas nacionales, cuando conquistaban una nueva población, fueran recibidas y, en muchos casos, percibidas como libertadores. No hay más que ver el entusiasta recibimiento del ejército franquista en San Sebastián, Bilbao o Barcelona. La pesadilla de la escasez, desorden, inseguridad y el dominio de las checas, según el modelo de Lenin y Dzerzhinski, tocaba a su fin gracias a Franco en el universo mental de millones de españoles. Un poder militar y político fuertemente centralizado y una popularidad indiscutible del general Franco en 1939 fue el fundamento de un régimen con voluntad de permanencia, legitimado interiormente por la victoria y aceptado por la mayoría de la población española. La represión y el control policial hicieron el resto. De ahí la muerte en la cama de Franco el 20 de noviembre de 1975, después de casi cuarenta años de dominio absoluto.
 
   A diferencia de las dictaduras totalitarias comunistas, que solo producen represión, propaganda y escasez (véase Rusia, la China de Mao, Cuba, Corea del Norte…), Franco se propuso reconstruir el país y permitir la generación de una amplia clase media que fue el colchón social sobre el que se pudo realizar después la Transición. Pero el franquismo, además de su política represiva y de exclusión, también tuvo un coste en la forma de entender la política: concentración del poder, sumisión acrítica al mando y cooptación tecnocrática de elites rectoras tan bien descritas en la obra política de Gonzalo Fernández de la Mora. Tales son las secuelas que se pueden apreciar en el comportamiento y en la acción política de AP primero y del PP después.
 
    
 
   3. el franquismo
 
   El historiador británico Paul Preston se despacha en 2015 con un libro de mil páginas y un titular en el diario El Mundo: «Franco es comparable a Hitler». La frase, totalmente inconsistente si se pretende tener el mínimo rigor histórico, puede ser compresible solo si lo que quiere el autor es intentar vender algún ejemplar más. Otro historiador socialista, Ángel Viñas, ha dedicado un número extraordinario de la revista Hispania Nova nº 1, 2015, de la Universidad Carlos III, con otros siete autores y un total de 350 páginas, al único objeto de rebatir el riguroso estudio de Stanley Payne y Jesús Palacios sobre el general Franco. Todo ello aderezado de dos libros previos de Ángel Viñas. En el primero Viñas intenta demostrar el asesinato del general Balmes por Franco. En el segundo, que Franco era un corrupto millonario[30]. 
 
   Si estos temas fueran solo un debate entre historiadores, tendría un interés académico y resultaría interesante solo para lectores especializados. Pero tienen amplia repercusión en los manuales de historia que se imparten en el bachillerato y en la universidad y, sobre todo, en los medios de comunicación. Cada dos por tres numerosas emisoras de radio, canales de TV, revistas y periódicos, normalmente de tendencia izquierdista, se dedican a denunciar el franquismo. Tratando de entender esta fiebre antifranquista post mortem, que no se produjo entre sus encarnizados enemigos en los años 70 ni en los ochenta, solo se me ocurre que el antifranquismo militante del siglo xxi por parte de la izquierda responde a un proyecto político o, mejor dicho, a la ausencia de un proyecto político. 
 
   El régimen de Franco, de casi cuarenta años, resultado de una guerra civil, fue una creación personalísima del general Franco, pero también una expresión del estado transversal de la nación, de un ambiente de excitación, de postración y abatimiento de la sociedad española entre 1931 y 1939. El nuevo régimen, a través de sus cambiantes etapas desde 1936, ya fuera por la política internacional, ya fuera por el cambio de condiciones de vida de los españoles en aquellas décadas, penetró de una manera extensa y profunda en todas las capas de la sociedad española. El franquismo fue, por diversos motivos, un fenómeno nacional, transversal (no en vano está vigente todavía la expresión «franquismo sociológico»). La derecha española parece que lo ha heredado en exclusiva y no ve la forma de convivir con la historia y mucho menos enfrentar y asumir la salida a la terrible crisis de España de 1936 y los muy difíciles años de la Segunda Guerra Mundial. Resulta llamativo que muchos de los denunciadores izquierdistas del régimen de Franco fueran absolutamente o bastante pasivos durante la vida del dictador; bien por su edad, bien por apoliticismo durante la dictadura. Es lo que se puede denominar antifranquismo posfranquista, de lo que está España lleno. Por su edad, Zapatero es un cumplido ejemplo de ese antifranquismo sobrevenido. Lo que todavía llama más la atención es la posición a la defensiva del PP en 1999, que se abstuvo en una votación en las Cortes de condena del «régimen fascista de Franco», cuando el PP tenía la mayoría pero fue abandonado por sus aliados parlamentarios de CiU y se unieron a socialistas y comunistas. El PP se abstuvo porque no pudo evitar el debate, ni querían perder la votación.
 
   La rentabilidad electoral de sacar a Franco a pasear en 1999 fue más bien escasa y el PP obtuvo mayoría absoluta en las elecciones de 2000. Ante la ausencia de propuesta política renovada, el PSOE volvió a la carga en 2002. Al hilo de una iniciativa unitaria de reconocimiento de derechos del exilio español en México, el PP negoció una condena de la violencia política que se interpretó forzadamente como una condena unánime del levantamiento militar de Franco, y así lo hizo la prensa de izquierdas con grandes titulares, cuando en realidad la cesión fue bastante menor: un régimen democrático es legítimo y cualquier otro obtenido por la fuerza no lo era. El PP votó a favor de aquella tesis, a cambio de que no se volvieran a llevar al Congreso nuevas «condenas» de una de las dos Españas. Por supuesto al poco tiempo se produjeron nuevas iniciativas de Izquierda Unida. Los debates de la memoria histórica y la ley aprobada en 2010 demostraron que la izquierda seguía mucho más anclada en el franquismo que proponiendo políticas innovadoras para el siglo xxi.
 
   En cierto sentido es un triunfo del general Franco que reaparezca en nuestras vidas diarias cuarenta años después de muerto, en contra del espíritu de la Transición. La Constitución de 1978 fue un acuerdo de reconciliación, conservación privada de la memoria de cada persona y familia y la fundación de un nuevo régimen democrático de inclusión en el que caben vencedores y vencidos.
 
   Si dejamos de lado los libros beligerantes de la época de 1936 y siguientes (que son también fuente de información y vivencias de gran interés), lo cierto es que muchos historiadores rigurosos, entre los que destaca Stanley Payne, han producido en los últimos diez años una amplia literatura académica explicativa e informativa que permite entender sin apriorismos los dramáticos acontecimientos del periodo 1936-1939 en los que se cimentó el franquismo. Sin ánimo de extenderme en algo que no es objeto del presente libro, me permito resumir algunos puntos que pueden ser útiles para oponerse, conceptual e históricamente, a la utilización oportunista y tergiversada del franquismo que tantas incomodidades parece que causa en la derecha democrática y del que tantas ventajas intenta cosechar la izquierda. Así, asistimos un día sí y otro también a iniciativas políticas y parlamentarias de propaganda realizadas por parte de políticos izquierdistas contra la dictadura del general Franco y a la vez se jactan y no renuncian a su tradición totalitaria, sea en Rusia, sea en Cuba.
 
   Como otras muchas personalidades controvertidas de la historia, una cosa es un personaje contemporáneo y otra muy distinta es el juicio que merece posteriormente. Franco es un claro ejemplo de un indudable e intenso apoyo de sus contemporáneos en España y un amplio rechazo después de muerto. El historiador Stanley Payne señala: «Como ocurre con casi todas las figuras históricas importantes es difícil evaluar a Franco con exactitud. Durante los largos años que duró su régimen, recibió públicamente las muestras más extremas —y a menudo artificiales— de adulación. Más tarde, y en particular desde los años 80 en adelante, los medios de comunicación han estado dominados por sus enemigos, de modo que la adulación general fue reemplazada por una degradación general. Si la primera solía ser excesiva y falsa, la segunda también se ha exagerado a veces»[31].
 
   Lo más justo sería alejarse de los tópicos dominantes y tratar de analizar su figura y su época con la perspectiva y frialdad que facilita el paso del tiempo. Una simplificación de izquierdas es reducir a Franco a un golpista decimonónico que, al fracasar, genera una guerra civil e inaugura un régimen totalitario. La verdad es que Franco se incorporó a un pronunciamiento en marcha, la guerra fue el resultado de una profunda escisión en la sociedad y en la política española y Franco no fue nunca totalitario, sino autoritario, de acuerdo con las definiciones al uso en ciencia política.
 
   Para una parte de la derecha coetánea, Franco fue el garante del sentido nacional, de la religión y del orden. Para otra parte de la derecha, Franco fue un líder discutible ya desde la guerra civil (muchos generales consideraron su lentitud militar como una estrategia para consolidar su poder personal) y después, en plena Guerra Mundial, buena parte de la derecha de tradición liberal se desmarcó por completo, quedando el franquismo reducido a un gobierno de militares vencedores de la guerra y miembros del Movimiento Nacional. El desapego de la derecha de tradición liberal fue constante desde 1943 y se manifestó a través de la figura del conde de Barcelona. Dado lo prolongado del periodo franquista, se fue generando una adhesión social progresiva por la sensación de paz, estabilidad y desarrollo económico evidente a partir de los años 60. En aquellos años una nueva derecha tecnocrática (Carrero Blanco más el Opus Dei) protagonizó tanto el retorno de la monarquía como el despegue económico.
 
   En resumen, los años del franquismo después de la guerra tuvieron luces y sombras. Entre las sombras se pueden citar las siguientes:
 
   1. La principal crítica que merece una dictadura es el no sometimiento a elecciones libres multipartidistas cada cuatro años. Si a ello se une la exclusión de los adversarios, sea en el exilio, sea en la cárcel, tenemos una definición acabada del tipo de régimen que se trata.
 
   2. La represión de los adversarios con fusilamientos en la primera época y encarcelamientos. La legislación represiva, tribunales y policía política duraron los cuarenta años.
 
   3. El exilio y exclusión fue permanente durante el franquismo. Algunos exiliados pudieron regresar a España y reincorporase a la vida «normal» o a un cierto exilio interior.
 
   4. El aislamiento del régimen en Europa después de la Segunda Guerra Mundial dejó fuera a España del Plan Marshall, con lo que hasta final de los 50 no se reconstruyó el país y se alcanzaron los niveles económicos de 1936.
 
   5. Desde el gobierno, el concepto de vencedores y vencidos gravitó siempre sobre la sociedad española. El general Franco se encargaba todas las Navidades de recordar a los españoles la legitimidad de su régimen basada en la victoria e insistía en la exclusión de los vencidos. La reconciliación nacional no se le pasaba ni remotamente por la cabeza. Para Franco la reconciliación era una maniobra de los comunistas para reiniciar un sistema multipartidista incompatible con el régimen. Después, con la memoria histórica, hemos comprobado que la «reconciliación nacional» del PCE y del PSOE zapateril tampoco era sincera.
 
   6. El nacionalcatolicismo educó a generaciones de españoles en valores ajenos a la tradición liberal y a la democracia, a la modernidad, la tolerancia y las corrientes culturales de Europa.
 
   7. A pesar del concordato con la Santa Sede y los acuerdos con los norteamericanos en 1953, con la visita posterior del presidente Eisenhower en 1959, el aislamiento internacional del régimen era clamoroso. La diplomacia y el comercio exterior funcionaban horizontalmente en un segundo nivel. Franco no viajaba fuera de España y recibía muy excepcionalmente a mandatarios extranjeros.
 
   8. La tradición de la monarquía quedó archivada en la memoria de unos pocos y los políticos dinásticos fueron al ostracismo. Surgió una nueva clase política de militares y falangistas o del Movimiento Nacional, excluyendo a los monárquicos, que se limitaron a guardar ausencias a la espera de la restauración, ya que el régimen se definía como reino sin rey, con un caudillo vitalicio.
 
   9. La autarquía, hasta el final de los años 50, favoreció un nuevo tipo de empresario estraperlista, vinculado al régimen, de donde procedían los permisos, licencias y negocios. Un buen ejemplo de ello es el empresario Eduardo Barreiros, quien después de montar una industria de automóviles en Madrid en los años 60, se desplazó a la Cuba castrista. Una economía cerrada, no competitiva, ponía a España en una apariencia de estancamiento y a la cola del crecimiento europeo. Se apreciaba un retraso espectacular al final de los años 50 en relación a Francia, Reino Unido o Italia. A partir de los sesenta el plan de estabilización y la emigración de dos millones de trabajadores a Francia, Alemania, Suiza y norte de Italia supusieron una reducción del paro en España y un retorno considerable de divisas. El crecimiento espectacular del turismo europeo hacia España tuvo consecuencias favorables en la economía, pero también en las costumbres y en la apertura de los españoles hacia el extranjero. 
 
   10. Por otra parte, la congelación de alquileres, que afectaba a la propiedad inmobiliaria urbana y también a las propiedades del campo, causó un serio descenso en los ingresos de los propietarios y un deterioro en la conservación de fincas y edificios por cuanto las rentas obtenidas a veces no daban ni para pagar los impuestos de radicación. Por el contrario, aquella congelación, que se mantuvo hasta el Decreto Boyer en 1985, generó un amplio colchón de adictos al régimen beneficiados por la congelación de alquileres.
 
   Franco, a diferencia de otros sátrapas del este de Europa o de Fidel Castro, pretendió modernizar la economía, resolver problemas estratégicos y posibilitó el surgimiento de una clase media, muy reducida en España en los años 30, pero que terminó siendo mayoritaria en los setenta. A diferencia de los regímenes totalitarios comunistas, en el franquismo se respetaba y defendía el ámbito privado de la propiedad y de los negocios. O, lo que es lo mismo: era posible el desarrollo de una sociedad civil independiente con sus derechos fundamentales garantizados, salvo los políticos. Por ello, entre las luces se puede citar:
 
   1. El mantenimiento de España neutral durante la Segunda Guerra Mundial fue un acierto y un difícil logro dada la presión por el norte de la Alemania nazi y por el sur con la invasión norteamericana de Marruecos. Los aliados y los nazis tuvieron buen cuidado en no provocar la entrada de España en la contienda. Franco comprendía las ventajas de la neutralidad y el elevado riesgo de la participación en los frentes más allá del envío de una división de voluntarios a Rusia.
 
   2. La institucionalización en la sucesión del régimen en la persona que continuaba la dinastía legítima de los reyes de España, don Juan Carlos. Si bien este nombramiento causó tensión en el seno de la familia real, la generosidad de su augusto padre, don Juan, allanó su renuncia el 14 de mayo de 1977, por cuanto el objetivo de continuidad dinástica y aceptación de D. Juan Carlos I satisfizo finalmente a don Juan al comprobar la consolidación de la Corona con unas elecciones libres en junio de 1977 y la posterior legitimación de la monarquía en el referéndum constitucional de 1978.
 
   3. En todo lo que no fuera cuestionar el régimen y ciertas limitaciones morales propias del nacionalcatolicismo, el franquismo era permisivo en los ámbitos privados, culturales e intelectuales. En los años finales de los sesenta y principio de los setenta se produjo una amplia ocupación de amplios espacios de libertad y de candidaturas independientes en los colegios profesionales, asociaciones y en la universidad. Hasta los sindicatos verticales fueron penetrados por el PCE, por Comisiones Obreras, a través de las elecciones a los enlaces sindicales.
 
   4. La justicia de orden público era un tribunal ad hoc: su función era reprimir todas las conductas contrarias a la dictadura. Sin embargo, la justicia contencioso-administrativa, la penal, civil o mercantil eran «independientes» y se atenían a la legislación vigente. Superadas las purgas de los años 40, se accedía a los cuerpos de la Administración del Estado por concurso oposición. El acceso gratuito a la educación y la sanidad se generalizó, si bien la obligatoriedad en la enseñanza solo llegaba a los 14 años. El sistema de pensiones de reparto, anunciado en 1938 y desarrollado en la década de 1940, generó una amplia adhesión entre millones de personas mayores que recibieron, sin esperarlo, una pensión procedente de las generaciones siguientes de cotizantes activos.
 
   Franco era absolutamente incompatible con la modernidad europea de integración, de libertades y democracia. Por eso, tanto los norteamericanos como las cancillerías europeas apostaron por una solución natural de sucesión y apoyaron a S. A. R. el príncipe don Juan Carlos. Aunque el movimiento democrático universitario era muy fuerte y los sectores culturales eran cada vez más hostiles a Franco, a partir de años 72 y 73 la sociedad española no estaba ni inclinada ni decidida a realizar movimientos huelguísticos generales para derribar el régimen. En España era impensable un golpe militar como el que ocurrió en Portugal el 25 de abril de 1974. Allí una guerra colonial había hecho del ejército un cuerpo hostil frente a los políticos civiles salazaristas. Aquí el ejército era un continuo con el régimen. En la nueva clase política emergente y en los reformistas del régimen se instaló una suerte de certeza de que el cambio era inminente por muerte natural y que lo mejor era prepararse para la nueva situación.
 
   


 
   
 
  



Capítulo quinto
 
   La Transición
 
    
 
    
 
   Por segunda vez en nuestra Historia (la anterior fue la Constitución de 1876), políticos experimentados y ajenos a la vida política en las décadas anteriores a 1970 se pusieron de acuerdo con sus adversarios franquistas para construir un sistema en el que cupieran todas las opciones ideológica sen un marco legal común de convivencia política. Los franquistas reformistas admitían la instauración de una nueva clase política sin exclusiones y devolver a la sociedad española la palabra, la capacidad de decisión a través de las urnas. Los reformistas del régimen ganaban con ello legitimidad, aceptación en el marco europeo y la oposición democrática salía a plena luz, abandonaba la clandestinidad y las cárceles y tenía la posibilidad de conquistar el poder municipal y el gobierno de la nación como en cualquier otro país europeo occidental. Desde este punto de vista, la Transición y la Constitución de 1978 fueron un gran éxito: libertad y democracia reformando, de la ley a la ley, un régimen autoritario de cuarenta años. 
 
   Hay una amplia bibliografía sobre la Transición, por lo que evito al lector una pormenorizada narración de los hechos. Intentaré dibujar lo fundamental de aquella operación política y me detendré en las opiniones que la Transición ha merecido a los políticos contemporáneos y en mi propia experiencia y análisis.
 
   En 1975, a la muerte de Franco, se apreciaban tres tendencias: el continuismo reformista, la reforma política y la ruptura democrática. La primera opción era encarnada por el presidente Arias Navarro y destacados políticos franquistas como Gonzalo Fernández de la Mora. Esta posibilidad continuista parecía, a buena parte de la sociedad española, un proyecto destinado al fracaso por su no aceptación en las democracias europeas y por su contenido plenamente contradictorio. Cuanto más se intentara reformar el régimen para mantenerlo, más espacios políticos se iban a dejar al resto de las alternativas y solo cabía la represión o mayores reformas para frenarlas. Por otro lado el régimen había dado señales de fortaleza en comparación con las opciones rupturistas, del PCE y de parte del socialismo. Aunque la capacidad de movilización de protesta y huelgas de la Universidad (estudiantes, profesores no numerarios y algunos catedráticos) era muy alta, no terminaba de prender en el resto de sectores sociales y profesionales. Gracias a una decidida iniciativa política, los reformistas del régimen fueron ganando protagonismo, desplazando primero a los «continuistas» (dimisión del presidente Arias Navarro y sustitución por Adolfo Suárez) y negociando después con la oposición. La llamada «Comisión de los Nueve», que había sustituido a la Platajunta, fue el interlocutor de Suárez desde el otoño de 1976. En dicha comisión estaban todos los partidos de la oposición, incluso el PCE.
 
   La operación de reforma tenía un claro objetivo: la libertad y la democracia. Se dieron varios factores difíciles de repetir en otros contextos políticos que forman parte de una cierta singularidad española: el liderazgo de S. M. el Rey Juan Carlos, la estrategia legal y política de Torcuato Fernández Miranda y la presidencia ejecutiva de Adolfo Suárez que actuaba de puente entre los principales actores. A ello hay que añadir una oposición democrática «comprensiva», confiada en la sinceridad de las intenciones de los reformistas y permanentemente informada de la agenda y de los pasos inminentes. Con la excepción de ETA, el terrorismo separatista vasco, para quien la muerte de Franco fue la oportunidad de intensificar su actividad criminal, el arco político accedió a negociar una agenda que debería dar lugar a la legalización de todos los partidos políticos, a la convocatoria de elecciones y a la redacción de una nueva constitución.
 
   Cada medio año la sociedad española se encontró con un giro de tuerca político. A los seis meses de la muerte de Franco, Arias dimitió el 1 de julio de 1976; el nuevo presidente, Adolfo Suárez, convocó un referéndum de reforma política en diciembre de 1976; y convocó elecciones generales, el 15 de junio de 1977. En el interregno, Suárez promovió las reformas legales necesarias, decretó la amnistía y se legalizaron partidos y sindicatos. La velocidad de crucero de las reformas sorprendió a la sociedad española y a los observadores políticos, periodistas y legaciones extranjeras. Suárez y su partido UCD (Unión de Centro Democrático) fueron dejando a un lado a los continuistas y a los reformistas más conservadores, como Fraga Iribarne, quien quedó descolgado del centro político y ligado a los exministros de Franco: los «siete magníficos».
 
   En el inicio de 1977 en España solo había dos partidos políticos dignos de tal nombre: la UCD, el partido de Suárez que se apoyaba en la organización del Movimiento Nacional en toda España (alcaldes, concejales, diputaciones, gobiernos civiles de las provincias, los sindicatos verticales y buena parte de funcionarios) y el PCE, el Partido Comunista de España. La UCD fue capaz de atraer a relevantes personalidades 
—Joaquín Garrigues Walker, Antonio Fontán, Joaquín Satrústegui, Francisco Fernández Ordoñez, y otros— que, si bien no contaban con una organización partidaria extensa, tenían un reconocimiento internacional como socialdemócratas, liberales o democristianos. El otro partido con experiencia política y estructura nacional, provincial y local era el Partido Comunista de España. Una opinión muy extendida creía que el electorado de izquierdas daría un amplio apoyo al PCE, debido a la actividad opositora de este partido a la dictadura y su política de reconciliación nacional. En esto se diferenciaba del PSOE, ausente de España durante la dictadura, con muy honrosas excepciones (Enrique Múgica, Miguel Boyer, Francisco Bustelo…). El espejo en el que el PCE se miraba no era el PC francés, sino el PC italiano, eurocomunista, mucho más poderoso que el Partido Comunista francés.
 
   El resultado de las elecciones generales de junio de 1977 fue una constatación y una sorpresa. Se confirmaba la victoria de la UCD (34 % de los votos y un 47 % de los escaños en el Congreso), en parte como premio por la reforma y liderazgo de Suárez y en parte por ser un partido realmente estructurado comparado con el resto. La sorpresa fue el reducido apoyo electoral del PCE (9 % de los votos). Se demostraba que existía un recuerdo histórico del importante PSOE de los años 30 en España con la ventaja comparativa de su entera renovación de liderazgo y de ideas. Por el contrario, el PCE presentó a todas sus viejas glorias, muchos de ellos participantes en la Guerra Civil, en un intento equivocado de reivindicar una época de los años 30 que la sociedad española o desconocía o pretendía enterrar. 
 
   El PSOE obtuvo un 29 % de los votos y un 33 % de los escaños. El apoyo de la socialdemocracia alemana y el liderazgo de un PSOE renovado con Felipe González fueron decisivos. Aquellas elecciones sirvieron también para barrer decenas de grupúsculos de izquierda y extrema izquierda que en adelante se adhirieron al PCE o, de forma mucho más oportunista, al PSOE. En total en 1977 se presentaron 420 candidaturas para el Congreso. 
 
   A partir de 1977 se configuró el mapa político bipartidista que ha estado vigente hasta las elecciones de 2015. Pero, incluso, en esta fecha, se aprecia una división electoral de mitad y mitad, 50 %, en tendencias de izquierdas y derechas. La ley d’Hont y una realidad sociológica ha actuado a favor de un mapa político bipartidista que por lo demás es muy similar, hasta fechas recientes, al de otros países europeos.
 
   En octubre de 1977 la crisis económica española e internacional indujo a los nuevos protagonistas de la política española y a las organizaciones sindicales y la patronal a la firma de los Pactos de la Moncloa. Los resultados no se hicieron esperar y al cabo del primer año la inflación se redujo casi a la mitad (el 16 %), mientras que las exportaciones crecieron un 30 %. Los pactos prefiguraron una relación de confianza y acuerdos en la clase política que facilitaron la posterior redacción de la constitución de 1978.
 
   Tal y como estaba previsto, aquellas primeras Cortes democráticas tenían que configurar un nuevo gobierno con mayoría parlamentaria, abordar la tarea de redactar una Constitución, someterla a referéndum y convocar nuevas elecciones. Las elites políticas de 1978 acordaron fortalecer los partidos políticos en detrimento de la representación democrática con el argumento de favorecer la estabilidad y como una forma de compensar su inicial debilidad y exclusión política durante cuarenta años.
 
   La Constitución de 1978 es el resultado de un consenso básico entre la UCD y el PSOE, con el añadido del PCE, de Alianza Popular de Fraga y los catalanistas de CiU. La ausencia y abstención del PNV de Javier Arzalluz, huraño exsacerdote jesuita, procedente de familia carlista, contribuyó al fortalecimiento del mundo de ETA y del nacionalismo vasco[32]. La Constitución de 1978, como toda obra humana, tiene sus aciertos y errores pero, considerada globalmente, ha posibilitado nuestra incorporación a Europa, un régimen de libertades, progreso social y económico sin precedentes y una razonable alternancia en el gobierno merced a mayorías parlamentarias de centro izquierda y centro derecha. 
 
   El mejor elogio que puede hacerse de la Constitución española de 1978 es haber posibilitado un largo periodo de estabilidad y libertad. Los defectos que el tiempo ha puesto de manifiesto en relación a la calidad democrática de representación, selección de la clase política, muy deficiente división de poderes, corrupción, reglamento del Congreso, incremento desmesurado de la Administración local, regional y nacional son, en gran parte, achacables a la responsabilidad de los dirigentes políticos en general y en particular de los cuatro últimos presidentes de gobierno. 
 
   El diseño territorial de la Constitución, el Título VIII, De las autonomías, ha suscitado una cierta adhesión en la población de cada una de las nuevas autonomías y un claro fracaso en las que se pretendía neutralizar las tendencias separatistas. Soportar a ETA, los episodios separatistas del lehendakari Ibarretxe y el reciente de Convergencia y Unión, de Pujol y su secretario, Artur Mas, demuestran que el Título VIII no ha conseguido su objetivo de integrar constitucionalmente el autogobierno vasco y catalán. Por el contrario, el diseño autonómico ha favorecido la emersión de nacionalismos donde no los había, ha incrementado la burocracia regional hasta niveles no soportables para los contribuyentes y ha debilitado el poder político del gobierno central. Tenemos mucha Administración y poco poder político del gobierno de la nación; cualquier ciudadano es vigilado y sancionado en las carreteras si se pasa en cuatro kilómetros por hora una señal de tráfico o se olvida de declarar un IVA, pero el gobierno no puede hacer cumplir el artículo 3 de la Constitución, que reconoce el derecho de los españoles a usar su lengua en todo el territorio nacional, ni educar a sus hijos en su propio idioma. 
 
   Aunque la ponencia encargada de redactar la Constitución tenía mayoría de centro derecha (tres ponentes de la UCD y uno de Alianza Popular, frente a tres que sumaban el PSOE, CiU y PCE), el presidente Suárez no quiso imponer su mayoría en cuestiones sensibles de la redacción ante el temor de una posterior revisión constitucional por parte del PSOE, y confió en el ministro Abril Martorell para que negociara los temas más polémicos con Alfonso Guerra, entonces número dos del PSOE. De ahí una extraña mezcla de regulación preciosista, impropia de una constitución, bastante redundante y perjudicial (por ejemplo, fijar la circunscripción electoral en la provincia o derechos sindicales, laborales y de la patronal), junto a definiciones socialdemócratas y sumisión imprudente al nacionalismo vasco y catalán, que ya empezaron a señalar cuál iba a ser su estrategia: negar la existencia de la nación española y reivindicar la propia. 
 
   Al historiador inglés Paul Johnson le preguntaron qué le parecía la nueva constitución española y contestó: «Demasiado larga». Lo mismo opinaba Julián Marías en un artículo sobre el proyecto de constitución publicado en el diario El País, el 14 de enero de 1978: «Al anteproyecto le sobran innumerables artículos que no tienen ninguna significación política y constitucional, de los cuales no se siguen —ni se pueden seguir— consecuencias. Lejos de ser puro músculo y nervio, está lleno de tejido adiposo, de “relleno” destinado a adormecer, a afirmaciones plausibles —o no plausibles— que contentan las manías particulares de este o aquel grupo, destinadas a conseguir que “ceda” en otro punto que interesa a un grupo parlamentario, aunque no interese a España».
 
   A pesar de numerosas objeciones al texto constitucional, Julián Marías publicó en un artículo en el diario El País, el 9 de noviembre de 1978, titulado «Voto final», poco antes del referéndum, lo siguiente: «¿Justifican estas cosas el voto negativo o la abstención? Creo que no. La constitución, a pesar de pequeñas miserias y notorios desaciertos, es viable, suficiente para que nuestra vida pública se desenvuelva dentro de un marco legal aceptable. Después de tantos años de poder sin autoridad, los españoles hemos tomado en nuestras manos nuestro propio destino y hemos empezado a configurarlo». Como es sabido, con la abstención del PNV, el referéndum constitucional celebrado en toda España el 6 de diciembre de 1978 ganó por el 88 por ciento de los votos, y en Vizcaya (principal núcleo de influencia separatista sabiniana) por el 73 por ciento. La abstención en Vizcaya fue del 56 por ciento, similar a la de la provincia de Lugo.
 
   Los votos negativos fueron el 7,8 % de los emitidos y una abstención difícil de diferenciar (32 %) la que era puramente «técnica» y que respondía a ciudadanos con reservas políticas por el contenido de la Ley Fundamental. A título ilustrativo, propongo la siguiente tipología de votantes:
 
   A) Los defensores inequívocos de la Constitución fueron los redactores y sus representados políticos. Fundamentalmente, los votantes de la UCD y del PSOE. A ellos hay que añadir a la mayoría de los votantes de AP, si bien hicieron críticas y advertencias sobre los defectos de la constitución, sobre todo en lo que se refiere al Título VIII, de ordenación territorial. AP y el nuevo PP pasaron de un apoyo crítico a un entusiasmo constitucional (Aznar) en lo que hay que alabar su buen sentido y evolución.
 
   B) Los defensores tácticos. «Hoy sí, pero mañana ya veremos». Es el caso del PCE y de CiU. El PCE pidió el voto a favor en el referéndum constitucional. Recordemos la asunción de la monarquía y la bandera nacional, en 1977, por parte de un PCE que parecía hacer honor a su antigua propuesta de reconciliación nacional de los años 50. En el Diario de Sesiones de las Cortes se contiene el voto favorable del grupo del PC a favor de la monarquía parlamentaria y la intervención de Santiago Carrillo señalando que coincidía con la monarquía que había contribuido a establecer las libertades, y votaban a favor de dicha monarquía, lo que, según sus palabras «no es una maniobra coyuntural y que mantendremos invariable, siempre que la Constitución sea respetada». Al cabo de treinta años los dirigentes del PCE Cayo Lara y Garzón parecen haber olvidado el compromiso político adquirido y ahora pasean la bandera republicana en lo que constituye un retroceso hacia lo más tenebroso del PCE de los años 40. La mentira de dicho compromiso también se ha extendido de una manera suicida en CiU, que ha pasado de ser un partido nacionalista y constitucional a un partido separatista desde 2012. Ahora Convergencia está en «fase revolucionaria» (con un Miguel Roca, ponente constitucional, callado) de la mano de la CUP y ERC, hasta que se encuentre un nuevo punto de compromiso y cambie la dirección política de un partido de orden que se ha echado al monte en una huida hacia adelante y que amenaza la paz civil en el seno de la sociedad catalana.
 
   C) Los abstencionistas intelectuales: José Luis López Aranguren, Fernando Savater, profesores y juristas críticos con la arquitectura legal del texto constitucional. Se trataba de personas influyentes, que querían democracia pero no esta constitución, bien porque no era resultado de la ruptura con el régimen anterior (Aranguren), bien por sus deficiencias, sobre todo del Título VIII. Muchos de ellos evolucionaron en favor de la constitución (Savater) y en otros casos terminaron aceptándola como marco de referencia. El caso del PNV fue de abstención poco seguida, habida cuenta del resultado del referéndum en el País Vasco. El nacionalismo vasco, en su tradición jesuítica, ha sabido navegar y sacar provecho a la vez de ETA («ellos —ETA— mueven el árbol, nosotros recogemos las nueces»: Arzalluz dixit) y del derecho de autogobierno. El PNV no ha llegado, por el momento, al paroxismo de CiU, con la excepción del intento del lehendakari Ibarretxe, que al menos aceptó las reglas de juego constitucionales para su propuesta independentista en el Congreso de los Diputados.
 
   D) Los rechazadores militantes: Esquerra Republicana de Cataluña, falangistas, republicanos históricos empecinados, franquistas nostálgicos, los terroristas de ETA y los catalanes de Terra Lliure. Muchos de ellos fueron neutralizados por el consenso que demostró el referéndum, salvo ETA, que incrementó su actividad criminal después de 1978 en un promedio de más de cien asesinatos al año hasta 1981. El golpe de estado del 23 F, que puso a la fuga hacia Francia a los «valerosos» líderes de Herri Batasuna, la mayor eficacia policial y la colaboración de Francia redujo los asesinatos a la mitad en 1981. A partir del gobierno socialista de 1982 la actividad de ETA decayó debido a que los terroristas y sus amigos no podían identificar al PSOE con Franco, y por otro lado el nuevo gobierno socialista recibió un apoyo creciente de Francia y puso en marcha mecanismos disuasorios. Tampoco se han dado por vencidos los pocos republicanos históricos azañistas, ni los falangistas, como Javier Castro Villacañas[33]. Estos últimos han sido coherentes enemigos de la monarquía, el libre mercado y antiatlantistas. Un buen ejemplo de ello es el exsecretario general de Alianza Popular, Jorge Verstrynge. Precisamente por estas tres ideas principales, Verstrynge se desenvolvía muy bien con Fraga, después con la izquierda, más o menos unida, y ahora con Podemos.
 
   E) Los críticos sobrevenidos: se trata de jóvenes profesionales, periodistas y profesores universitarios que no votaron el referéndum constitucional y que se consideran decepcionados y no comprometidos con la Transición. Si bien sus críticas a los defectos de la práctica de las elites políticas, insuficiente representación y la corrupción están justificadas, lo que es más discutible es su rechazo global al vigente orden constitucional. Se nota que no vivieron bajo la dictadura. Una razón que esgrimen es que «ellos no votaron la constitución», lo cual es absurdo pues la votación de la más antigua democracia y constitución del mundo, la norteamericana, no ha sido votada por las generaciones posteriores a 1780 y nadie se rasga las vestiduras. Si hay algo que reformar, cada cierto tiempo, se hace una enmienda o reforma de la constitución, pero no se cuestiona todo el edificio político constitucional.
 
   La segunda opinión que manifiestan estos jóvenes críticos es en torno a los objetivos de la Transición. Un buen ejemplo es el artículo del historiador Jorge Vilches en Vozpopuli del 22 de diciembre de 2015: «El régimen del 78, con su Constitución y su absurda Ley d’Hont, se pensó para consolidar la monarquía sobre la base del consenso socialdemócrata, que aseguraría el poder a la izquierda y procuraría la satisfacción a los nacionalistas». Se trata de una simplificación y mala comprensión de los objetivos de la Transición. El objetivo estratégico de la Transición fue, y es, asegurar un régimen de libertades con un procedimiento democrático para la gobernabilidad, la elección de una mayoría parlamentaria y que posibilitara la alternancia en el poder. Consolidar la monarquía no era el objetivo: el rey fue el líder, el instrumento, primero, para hacer la Transición, y después para facilitar al estabilidad y representación de España en el mundo en la persona de un monarca con tradición histórica de más de mil trescientos años. En cuanto a asegurar el poder de la izquierda, la mera alternancia en el gobierno de la nación demuestra lo contrario. El largo periodo de gobierno del PSOE (1982-1996) fue más el resultado de la incapacidad del centro derecha (de la UCD y después, de Fraga) para desplazar en el electorado a la izquierda que un «objetivo» de la Transición. Satisfacer a los nacionalistas es algo que está fuera de cualquier pretensión: siempre estarán insatisfechos.
 
   Estos críticos sobrevenidos achacan a la Transición y a la Constitución el origen de nuestra deficiente democracia. Creo que se equivocan. La Constitución de 1978 tiene fallos, sin duda, susceptibles de ser reformados, y en este libro apunto, sugiero, algunos de ellos. Pero básicamente la Constitución es un camino de libertad por el que discurrimos todos. El punto clave está en elegir el sendero adecuado cuando hay una bifurcación, una encrucijada. Pues bien, los líderes de la clase política española han sido quienes han elegido, en muchas ocasiones, el camino de la perdición en lugar de la senda de la virtud. En otras palabras, con esta Constitución se podía haber orientado la acción política de otra manera. Si no se ha hecho ha sido por las decisiones acaparadoras de poder de los cuatro últimos presidentes de gobierno, como veremos en las páginas que siguen.
 
   Las elecciones de 1979 otorgaron una nueva mayoría a UCD y apenas supuso una alteración de los resultados del 77. Lo que resultó espectacular fueron las elecciones municipales de la primavera de 1979: sesenta mil nuevos concejales, alcaldes y miembros de las diputaciones provinciales desplazaron a los anteriores cargos locales y provinciales nombrados por el régimen anterior. Las principales ciudades españolas pasaron a tener alcalde socialista y en el País Vasco y Cataluña los nacionalistas ocuparon los cargos más importantes, lo que anunciaba un mapa político que iba a ser dominante al menos durante los quince años siguientes.
 
   La segunda legislatura democrática (1979-1982) se caracterizó por una presión parlamentaria socialista muy intensa que descolocaba al presidente Suárez, que pasó de ser un generoso concesionario de espacios políticos a un gobernante sometido a las tensiones del propio partido y de la oposición. A ello hay que sumar una ofensiva criminal insoportable de los terroristas, singularmente de ETA, con un promedio de un asesinato cada tres días. El terrorismo fue causa y excusa de los golpistas y militares nostálgicos del régimen anterior para llevar a cabo un intento de golpe de estado el 23 de febrero de 1981, que fracasó por la enérgica oposición del S. M. el rey don Juan Carlos a favor del régimen constitucional votado por los españoles. En la memoria personal del monarca gravitaba la experiencia de su augusto abuelo, don Alfonso XIII, que perdió el trono por aceptar la dictadura de Primo de Rivera en 1923 y la de su cuñado, Constantino de Grecia, también destronado por asumir el golpe de los coroneles en 1967. Para un rey, la experiencia demuestra que es mejor el exilio que convivir y someterse a un dictador.
 
   Pasado el episodio del golpe, la popularidad del monarca alcanzó sus niveles más altos, pero el coste para la UCD fue enorme. El golpe se produjo en el marco de divisiones internas del partido gubernamental, la dimisión de Suárez y su sustitución por un displicente político, Calvo Sotelo, que no pudo liderar un partido que funcionaba más como una coalición que como una organización unida. El resultado de todo ello fueron unas elecciones generales anticipadas en octubre de 1982 que otorgaron la confianza del electorado al PSOE de Felipe González con una apabullante mayoría absoluta y más de diez millones de votos, casi el doble que en la elecciones de 1979. La UCD, cumplida su misión histórica de las reformas de la Transición, obtuvo apenas 13 diputados y poco después se disolvió. El partido de Fraga, Alianza Popular (AP), heredó de la UCD el electorado de derecha, cuya base muy consistente se sitúa en torno al 26-29 por cien que suponen 100-110 diputados. Es lo que se denominó «el techo de Fraga».
 
   


 
   
 
  



Capítulo sexto
 
   La democracia. La deriva hacia el Estado 
 
   de partidos
 
    
 
    
 
   1. el gobierno largo de felipe gonzález (1982-1996)
 
   La política tiene horror al vacío, horror vacui, y un grupo de jóvenes universitarios de Sevilla, entre los que destacaban Felipe González y Alfonso Guerra, se percataron de que el socialismo, el viejo partido PSOE en el exilio, estaba ausente en la acción política del final del franquismo. Los antiguos dirigentes socialistas que dormitaban en Toulouse, al sur de Francia, estaban a la espera del agotamiento del dictador para tratar de obtener una posición relevante en la izquierda en competencia con el PCE. El PCE había sido muy activo frente al franquismo desde los años 40, primero con los maquis o guerrilleros, y después como oposición civil, pacífica, a partir de los años 50.
 
   Rodolfo Llopis era el Secretario General del PSOE desde 1954, en el exilio. El grupo de jóvenes socialistas de Sevilla, aliados con los socialistas vascos (Nicolás Redondo, Enrique Múgica y Txiki Benegas) y un pequeño grupo de militantes de Madrid, se impusieron a la vieja guardia de Llopis en el XXV Congreso de Toulouse en 1972. En la práctica se produjo una escisión en el socialismo español entre los «históricos» de Llopis y los «renovadores» de Felipe González y Redondo. Ante la inminencia del cambio político en España, el socialismo europeo (Mitterrand, Brandt, Pittermann) apoyó decididamente al grupo de Sevilla, en Suresnes, en 1974, y el socialismo pudo dejar de lado las permanentes peleas internas y ponerse a la tarea de emerger como partido importante en las negociaciones de la plataforma democrática con los reformistas del régimen franquista.
 
   El PSOE rápidamente se convirtió en un polo de referencia de la izquierda con una visión más moderna y renovada que el PCE y con un generoso apoyo político y financiero por parte de la socialdemocracia alemana y, en menor medida, de la francesa. Las elecciones de 1977 y 1979 confirmaban el acierto del apoyo europeo al nuevo PSOE. Poco después de la elecciones de 1979, Felipe González consideró que la definición marxista de su partido, además de innecesaria, era un elemento que dificultaba la incorporación de progresistas de tradición republicana, cristiana o de centro, y que para ganar ampliamente las elecciones era muy conveniente dejar de lado a Marx como referente político y teórico del PSOE. González hizo de este tema cuestión crucial en el XXVIII Congreso del PSOE, que no aceptó el órdago del secretario general, y Felipe González dimitió. Ahí demostró carácter, y en política el carácter rinde sus frutos. El partido realizó una convocatoria de congreso extraordinaria en septiembre de 1979, retiró el marxismo, que quedó como referencia de análisis, y Felipe González recuperó la responsabilidad de secretario general. 
 
   El PSOE ganó las elecciones de octubre de 1982 (202 escaños) y volvía al gobierno de la nación, después de 43 años, con un amplísimo apoyo social. Este nuevo gobierno significaba el final de la Transición por cuanto se hacía operativa la alternancia en el gobierno, los socialistas y la Monarquía parecían, como en Inglaterra, plenamente compatibles y se iniciaba, con normalidad, un periodo de desarrollo de las prácticas y leyes previstas en la Constitución. Al centro derecha, al partido AP de Fraga, con 107 escaños, le correspondía liderar la oposición en un nuevo mapa político que empezaba a semejarse al de los países europeos con dilatada experiencia democrática.
 
   El PSOE repitió mayoría absoluta en 1986 con 186 escaños, mientras que Fraga, 105, repetía resultado demostrando que el PSOE estaba encantado con ese adversario permanentemente estancado. En 1989, la sustitución a última hora de candidato de AP, José María Aznar, no supuso un cambio en el resultado. González volvió a repetir prácticamente mayoría absoluta, 175 diputados, y Aznar tuvo 107. De modo que, hasta 1993, durante once años, el PSOE gobernó con mayoría absoluta haciendo los cambios políticos que marcaron en adelante todo un estilo y forma de gobierno caracterizados por la estabilidad y la concentración de poder. En adelante, todos los presidentes copiaron y siguieron dicha acumulación de poder en detrimento de la representación de los ciudadanos y de la división de poderes. En esos años se consumó la construcción de un Estado de partidos en detrimento de la Monarquía parlamentaria.
 
   En 1993 volvió a ganar el PSOE con 159 diputados. Por su parte el PP de Aznar anunciaba un próximo cambio de signo político con 141 diputados. Felipe González, para gobernar con un gobierno monocolor, tuvo que pactar con nacionalistas catalanes y vascos, inaugurando una dependencia parlamentaria que estará en la base de las cesiones a los partidos nacionalistas de nula lealtad constitucional: «Vosotros me votáis en Madrid y yo os dejo “manos libres” en Cataluña y en el País Vasco». Después de 1993, Felipe González entró en una suerte de cansancio y depresión, acosado por los casos de corrupción y sus compromisos con los nacionalistas. Se encerró en Moncloa y se dedicó al cultivo de bonsáis, árboles enanos que requieren mucha atención para mantenerlos reducidos. En el fondo los bonsáis de Felipe González traslucían el estado jibarizado en el que había dejado a la democracia española. En honor a la verdad, hay que decir que parte de ese reduccionismo democrático partía de Suárez y de la UCD, pero González lo incrementó y reguló de modo definitivo, sin que ningún presidente posterior lo haya intentado cambiar. 
 
    
 
   2.     el estado de partidos
 
   Manuel García-Pelayo, primer presidente del Tribunal Constitucional, advirtió, en 1986, en su libro El Estado de partidos, que regímenes plenamente democráticos pueden evolucionar hacia un Estado de partidos. El Estado de partidos es una forma oligárquica de gobierno en la que unos pocos partidos políticos acumulan el poder en detrimento de la libertad, la calidad democrática y la representación. Se caracteriza por la deficiente separación de poderes, escasa representatividad y controles y una más que holgada financiación pública, lo que les convierte en órganos funcionales del Estado. La corrupción es un síntoma, una resultante del deficiente funcionamiento de los controles y de la división de poderes. 
 
   En España, el presidente del partido y del gobierno ejerce un poder muy superior al de cualquier primer ministro europeo. El presidente del PP o el secretario general del PSOE nombra el gobierno, elabora las leyes y decretos leyes, las listas de diputados de su partido y hace los nombramientos de infinidad de instancias de poder gubernamental, parlamentario, judicial, económico y de medios de comunicación. En la práctica, hasta 2016, la Presidencia del Gobierno, aunque tenga una mayoría minoritaria en el Congreso, ha evolucionado en lo peor de un sistema presidencialista (sin tener sus aspectos positivos) porque no está mediatizada por elecciones independientes para el Congreso y Senado que pudieran equilibrarla. En 1994 Javier Pradera señalaba en su libro La corrupción política que «los partidos ya no son representantes de la sociedad dedicados a defender los intereses de sus electores, sino instituciones autónomas que protegen ante todo sus propios intereses»[34]. Nada nuevo bajo el sol. El sofista Trasímaco le decía a Sócrates, en el siglo V antes de Cristo, recogido el libro La república de Platón: «Cada gobierno dicta las leyes en su propio provecho: la democracia, leyes democráticas; la tiranía, leyes tiránicas; e igualmente, todos los demás».
 
   Debido a una amplia serie de leyes y decretos, el hecho es que la centralidad política del Parlamento, añade Pradera, «ha sido desplazada por los partidos como sede de la toma de decisiones relacionadas con el poder»[35]. Si comparamos el parlamento español con el británico, el danés o el sueco, solo formalmente España es una monarquía parlamentaria. Lo que la elite política española ha construido desde 1977 es un Estado de partidos, que es el que está en crisis en el tiempo presente. La crisis se manifiesta en que casi nueve millones de españoles han votado en diciembre de 2015 de forma que no ha sido posible la investidura del presidente de gobierno inmediatamente después de celebrarse las elecciones.
 
   La Transición tuvo tres protagonistas: S. M. el Rey, el estratega Torcuato Fernández Miranda y el presidente Suárez, que hizo de puente entre los actores implicados. Por el contrario, el Estado de partidos es el resultado de múltiples decisiones políticas y del desarrollo legislativo. La evolución del régimen del 78, por acción o por omisión, es responsabilidad compartida, inicialmente de UCD y después del PSOE y del PP.
 
   De un modo acumulativo y unidireccional, los sucesivos presidentes del gobierno han desvirtuado la definición constitucional, nuestra tradición y práctica de monarquía parlamentaria. Es como si el peso del franquismo —el poder concentrado en una persona— gravitara en nuestra democracia a pesar del indudable mérito y buenas intenciones de la Transición. La Ley Electoral, el Reglamento del Congreso, la Ley de Partidos, La Ley General del Poder Judicial, la Ley de Financiación de Partidos Políticos y otras que veremos a continuación han deteriorado de tal modo la calidad de la democracia que, con ocasión de una fuerte crisis económica, ha surgido un movimiento populista —Podemos— y un nuevo partido reformista —Ciudadanos— que ponen en cuestión el bipartidismo responsable de la emersión y vigencia del Estado de partidos. 
 
   Veamos los pasos hacia la limitación de las libertades y el deterioro de la democracia española derivado de una deficiente representación de los ciudadanos y de una ocupación de todos los resortes de poder, de manera manifiesta después de 1982. De la época de UCD procede la Ley Electoral de 1977 y la constitucionalización de la provincia como circunscripción electoral. En 1985, la Ley Orgánica Electoral, elaborada por la nueva mayoría socialista, lo que hizo fue convertir en ley lo que hasta ese momento era un decreto-ley de la UCD. Las elecciones se transforman en una suerte de plebiscito del nombre del líder y de la sigla del partido. La circunscripción provincial reduce al mínimo la representación de los ciudadanos y maximiza el poder del aparato por la designación de los candidatos.
 
   El gobierno de la UCD tenía sondeos que le atribuían un 36-38 % de los votos, y el gobierno diseñó una ley, con circunscripción electoral provincial, con el objetivo de obtener mayoría absoluta con dicho porcentaje, o un número de escaños mayoritario que facilitara la estabilidad o gobernabilidad, en detrimento de la representación. Además, el decreto electoral beneficiaba a los votantes de las zonas rurales, más conservadoras, de modo que para la oposición progresista fuera «más caro» obtener dicha mayoría absoluta (en torno al 39-40 % de los votos). La experiencia de la atomización y polarización partidista de la época de la II República gravitaba a la hora de diseñar el nuevo sistema electoral. En su favor hay que decir que el trabajo de laboratorio previo demostró un acierto en la práctica y que además esta ley ha contribuido a la consolidación de la operación de la Transición. Se aseguraron la estabilidad y gobernabilidad, pero al coste de perjudicar el «precio» de escaños de partidos nacionales minoritarios (PCE, después IU, CDS) y sobrerrepresentación de los nacionalistas. En las provincias muy pobladas —Madrid, Barcelona, Valencia, etc.—  la representación es nula o muy reducida, ya que nadie reconoce a un diputado que consta en número tres o siguientes de una amplia lista electoral. En otras palabras: la circunscripción provincial y las listas propuestas por los partidos favorecen a la partidocracia en detrimento de la democracia, de la representación. Manuel Fraga fue el único ponente constitucional que advirtió sobre la rigidez que iba a causar incluir la circunscripción provincial en la Constitución, pues imposibilitaba o dificultaba una eventual reforma de la ley electoral.
 
   A favor del artículo 68.2 de la Constitución, que establece la provincia como circunscripción, en lugar del distrito, los defensores de la UCD y del PSOE alegaban que era un instrumento para garantizar la representación de los españoles no nacionalistas en lugares de raigambre independentista, y que de ese modo se evitaría el ascenso de opciones separatistas. La experiencia actual en Cataluña, en el despeñadero secesionista, demuestra la debilidad del argumento. Otra versión esgrimida a favor de la provincia como circunscripción es que imposibilitaba o dificultaba el caciquismo. Hemos comprobado la emersión de un nuevo caciquismo mucho más caro (a costa del contribuyente) a la hora de atender a numerosos asistidos y, lo que es peor, se establece una carrera de oferta de subvenciones entre los partidos a los electores cuya finalidad es pura y simplemente la compra de votos. En el siglo xix y principios del xx parte del coste caciquil era arrostrado por particulares. Desde 1982, en España, el coste mucho mayor del neocaciquismo se paga al completo por los contribuyentes, mientras se benefician las elites políticas nacionales, regionales y locales. 
 
   El Reglamento del Congreso de febrero de 1982 fue aprobado por la UCD con la intención de favorecer el poder del gobierno sobre la capacidad de control y debate del Parlamento. Como elemento derivado, el papel de los diputados individuales quedaba reducido al aplauso y a las votaciones coherentes del grupo parlamentario en detrimento de su representación o capacidad de control. El concepto de grupo parlamentario, tomado del modelo alemán, asegura disciplina interna y mayor estabilidad en detrimento de la capacidad del representante de hacerse eco de las opiniones de su circunscripción, en beneficio de los objetivos establecidos por la dirección del grupo. Por supuesto, la dirección del grupo parlamentario es nombrada por la dirección del partido. No conviene que los diputados elijan al portavoz o a los miembros de la mesa, como ocurría en la UCD hasta 1982. Aquella experiencia de un grupo no dependiente de la dirección del partido dificultó el liderazgo de Suárez. Alianza Popular, y después el PP, han tenido buen cuidado de que todos los nombramiento fueran hechos por cooptación desde la dirección del partido.
 
   El resultado ha sido, desde el inicio, controlar el uso de la palabra y reducir el papel de los diputados. Solo intervienen los portavoces y se limitan a leer el discurso, cualquiera que sea la naturaleza del debate. Como señala Santaolalla López, «esta sucesión de monólogos hace de los debates parlamentarios algo tedioso, aburrido, que lleva a que le den la espalda no solo los ciudadanos corrientes, sino los propios integrantes de la cámara».[36]
 
   En la tradición parlamentaria española desde 1812 hasta 1936, completamente olvidada después de cuarenta años de dictadura, los diputados tenían capacidad de iniciativa y de intervención libre y directa en el Pleno. Para solicitar la palabra a lo largo de un debate, bastaba con que el diputado se pusiera en pie. El presidente del Congreso discernía a quién cedía la palabra para intervenir en el Salón de Sesiones en función del tema que se trataba por la representación del diputado en su distrito o por una especial implicación en el tema debatido. Por ello, es inimaginable un Speaker británico (el correspondiente presidente de los Cámara de los Comunes, en el Reino Unido), con su peluca, distraído, aburrido, jugando con una tableta al candycrush, como ha ocurrido recientemente en nuestro Congreso de los Diputados con la vicepresidenta Celia Villalobos. 
 
   Tampoco era posible, en nuestra tradición parlamentaria hasta 1936, que el presidente del Congreso no estuviera atento a las intervenciones de sus señorías y en las solicitudes, libres y voluntarias de los diputados, del uso de la palabra. Ni el PP ni el PSOE han querido reformar el vigente reglamento porque facilita la preponderancia del gobierno sobre el parlamento y es un instrumento del dominio de los dirigentes del grupo parlamentario sobre los diputados de sus respectivos grupos. Los grupos nacionalistas pretenden introducir las respectivas lenguas cooficiales, por lo que se dificulta aún más proceder a su reforma. 
 
   Santaolalla López, por todo ello y desde la comparación del reglamento español con los vigentes en los países de nuestro entorno, concluye que «se trata de una organización extrema, en el sentido de excesivamente restrictiva, con sacrificio casi completo de las posiciones individuales. Realmente lo que impera es una concepción autoritaria, que opera en un doble sentido: por un lado, en la mayoría de las ocasiones solo se admiten turnos de portavoces, con lo que el diputado que no ostenta esa condición se ve impedido a dar su opinión; por otro, aunque con excepciones en los asuntos importantes, cada grupo dispone de un solo turno»[37].
 
   La justicia en la Constitución está concebida como un tercer poder independiente. La jurisdicción sobre la constitucionalidad de las leyes está confiada a un Tribunal Constitucional que es una novedad en España. La interpretación de los anteriores ordenamientos constitucionales estaba confiada a una Sala del Tribunal Supremo. En España se eligió crear un nuevo y costoso organismo cuyos ritmos temporales de diligencia jurisdiccional responden más a la conveniencia del gobierno de turno que a una protección efectiva de derechos. Con todo, lo que debilita más a esta institución es su manifiesta politización y que sus miembros no sean vitalicios, sino que su mandato dure nueve años (art 159.3 de la Constitución). Además, se renuevan por tercios cada tres años, por lo que se produce una permanente negociación sobre los nombres de magistrados cercanos a cada partido, o un estancamiento de varios años cuando no hay acuerdo en el nombre de algún candidato. El espectáculo de la lucha por los nombres de los candidatos propuestos en el Congreso de los Diputados con mayoría cualificada demuestra su escasa independencia y repercute en el descrédito de la institución. Lo adecuado sería otorgar carácter vitalicio a los magistrados y evitar la continua entrada y salida de magistrados cada tres años.
 
   El Tribunal Constitucional es una criatura directa de la Constitución de 1978. Sin embargo, la politización de la justicia, o el sometimiento de un poder independiente a las mayorías del Congreso, responden a una ley socialista de julio de 1985. La Constitución consagra la independencia del poder judicial pero, en la práctica, como señala Enrique Linde, el problema reside en que el Consejo del Poder Judicial «desde su creación, se ha parlamentarizado, es decir, funciona como un pequeño parlamento con un sector progresista y otro conservador elegidos, respectivamente, por el Partido Socialista y por el Partido Popular, con alguna concesión a las minorías nacionalistas o a Izquierda Unida. Y, salvo excepciones coyunturales, el partido político en el Gobierno del Estado controla a la mayoría de los miembros del Consejo. Dicha mayoría se utiliza, con la colaboración del principal partido político de la oposición, para repartirse entre ambos los puestos más relevantes de la magistratura, en particular en el Tribunal Supremo, la Audiencia Nacional y los Tribunales Superiores de Justicia. Es bien sabido por los jueces y magistrados españoles que el acceso a las más altas responsabilidades judiciales exige la adscripción y relevancia en alguna de las asociaciones de jueces. El resultado de la extrema politización del Consejo lo ha llevado a un descrédito difícilmente reparable»[38]. La sentencia del Tribunal Constitucional sobre el asunto de la expropiación de Rumasa en 1983 y la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985 fueron la demostración del sometimiento de los tribunales a los dirigentes políticos socialistas. Así pudo declarar el vicepresidente del Gobierno, Alfonso Guerra: «Montesquieu ha muerto». Los tres siguientes presidentes del Gobierno no han hecho nada por cambiar la ley, ni la posición de dominio del partido mayoritario en el Consejo del Poder Judicial.
 
   Los medios de comunicación, desde 1982 en adelante, han sido también fuertemente mediatizados por el gobierno. Se puede aducir que esto es tan antiguo como el inicio de la prensa escrita en el siglo xviii, pero desde la mayoría absoluta del PSOE la influencia del partido mayoritario ha alcanzado niveles impropios de una democracia. El gobierno propone el nombre al Congreso y elige al director general de RTVE, empresa ruinosa donde las haya. RTVE compite con las televisiones y radios privadas gracias al dinero de los contribuyentes. Por supuesto, los medios públicos, con dependencia directa del gobierno, han actuado de modo sistemático como propagandistas de la acción del gobierno. También los medios privados han estado sometidos a diversos procedimientos para mediatizarlos: palo y zanahoria. El palo es muy eficaz. Si un medio de comunicación es especialmente hostil al líder político o su partido, los recursos del gobierno nacional, regional o local son altamente disuasorios. Se le reduce o elimina la publicidad institucional y se ejercen presiones más o menos abiertas a las agencias de publicidad y anunciantes para hacer quebrar una empresa periodística, de radio o TV. Basta una mera sugerencia (a veces una asunción no desmentida) del secretario de Estado de Comunicación a los directores de comunicación de la empresas del IBEX para que los contratos de publicidad no lleguen a un medio «no grato». Tengo testimonios directos de famosos periodistas de Madrid, vetados por la autoridad gubernativa (el secretario de Estado de Comunicación) para que no sean invitados a tertulias de radio o TV privadas. Todo ello se reproduce de manera similar en los medios de comunicación regionales, públicos y privados. Lo mismo ocurre con medios de comunicación en las capitales de provincia y en las cabeceras de comarcas.
 
   También es muy eficaz la zanahoria: la promesa de nuevos canales o frecuencias de radio hace ser muy «comprensivos» a ciertos medios, desde 1982 hasta nuestros días. Sospechosamente los concursos públicos de nuevas frecuencias de radio o TV se inician un año antes de una convocatoria electoral, de modo que las empresas peticionarias concurrentes cuidan mucho la «calidad» de la información para no molestar al concesionario político, sea nacional o regional. Una vez se conceden las licencias administrativas hay un reguero de agraviados, pero ya no les queda casi tiempo de reaccionar antes de las elecciones para pasar factura. Las empresas ganadoras se convierten en muchas ocasiones en aliados permanentes del partido que las ha concedido hasta que el partido político amigo pierde las elecciones. Entonces, las empresas de los medios de comunicación proceden hábilmente a tener buenas relaciones con las nuevas autoridades.
 
   El modelo de sometimiento de los medios de comunicación al poder político más acabado es el que ha protagonizado CiU en Cataluña. En los últimos tiempos han surgido imitadores en otras zonas de España, que sin llegar a la eficacia goebbelsiana de la Generalidad en Barcelona, han conseguido doblegar medios de comunicación tradicionalmente hostiles al partido gubernamental. Hoy el mundo digital, los periódicos digitales, son más libres y, junto a las redes sociales, inciden en un descenso de la capacidad de manipulación y mediatización de los poderes públicos. Pero la presión y la tentación de extender consignas y argumentarios de los aparatos de propaganda de los partidos políticos están siempre presentes.
 
   En 1982 el PSOE se encontró con la oportunidad de ocupar una enorme cantidad de empresas públicas nacionales, regionales y locales. Algunas de ellas procedían de los antiguos monopolios de Primo de Rivera, como CAMPSA o Telefónica. Otras muchas sociedades eran mineras, agrícolas o industriales dependientes del Instituto Nacional de Industria, y la banca pública, como el Banco Exterior de España o el Instituto de Crédito Industrial y otros. Las cajas de ahorro, gestionadas por antiguas fundaciones y convenios municipales o provinciales, se resistieron al desembarco masivo de los nuevos políticos. La ocupación social de los poderes públicos en todos los ámbitos de la vida civil se convirtió en un fenómeno general. La extensión de formas estatales a los ámbitos autonómicos y locales ha producido un incremento desmesurado de la presencia y del poder de la clase política (muchas veces, simplemente como insufribles obstruccionistas de la libre iniciativa privada) en una realidad cada vez más extensa e intensa. La Ley de Cajas de Ahorro del gobierno socialista de 1985 posibilitó una ocupación de las cajas por los partidos políticos en aras de «la plena democratización de sus órganos rectores». Unas instituciones crediticias y sociales, con más de trescientos años a sus espaldas, que habían superado la invasión de Napoleón, las guerras carlistas en el siglo xix y la Guerra Civil de 1936, no han sobrevivido en 2015 a estos gestores (con alguna excepción como Ibercaja y La Caixa) y, gracias a esa «plena democratización», han desaparecido en medio de grandes escándalos de «preferentes», gastos suntuarios y «derivados» financieros. 
 
   La ley electoral, la circunscripción provincial, el reglamento del Congreso, una justicia influida en los niveles que interesan a los dirigentes, una financiación de los partidos políticos más que generosa y fuera de control, unos medios de comunicación muchos de ellos sometidos o cómplices, una economía en parte regulada y con grandes empresarios más atentos a la política que al mercado, antiguas y nuevas empresas públicas, y todos los nombramientos y leyes que se derivan de una mayoría parlamentaria en el Congreso de los Diputados: ¿qué más queda para el poder omnímodo del líder? El sometimiento de los dirigentes y militantes del partido. 
 
   El principal instrumento de dominio del presidente o líder de los partidos sobre sus militantes es la determinación de los candidatos en las listas electorales, tanto para las Cortes como para concejales, alcaldías y gobiernos autónomos. En el caso del PSOE, al menos, el candidato del partido a la presidencia del gobierno es elegido en primarias. En el PP el presidente, hasta ahora, ha sido designado por el presidente saliente (Aznar, Rajoy) con el sonoro aplauso de los militantes y compromisarios que votan a la «búlgara» con candidato único. En el último congreso del PP de Valencia en 2011 los estatutos se variaron, uniendo la condición de presidente del partido a la de candidato a la Presidencia de gobierno. Hasta entonces los anteriores estatutos remitían a la reunión de una Junta Directiva Nacional la determinación del nombre del candidato, dando la posibilidad de un debate, de un acto de control y una eventual revocación del presidente. En 2011, en el Congreso del PP en Valencia, desapareció ese mínimo margen de democracia interna y control.
 
   Tanto la Ley de Partidos Políticos de 1978 como la nueva Ley Orgánica de 2002 establece que «la estructura interna y el funcionamiento de los partidos políticos deberán ser democráticos» (art. 7.1). Como la ley no precisa qué entiende por «democracia», los dirigentes de los partidos se han dedicado, durante los treinta y cinco últimos años, a reducir los procedimientos de control y en muchos casos a impedir la elección democrática de sus líderes. En el PSOE, el debate y la elección del líder en primarias marcan una diferencia positiva en relación al PP, en el que la cooptación y ausencia de debate y control de los órganos de dirección hasta 2016 han sido totales.
 
   En el caso del PP, desde 1990 a nuestros días, todos los congresos del partido han dado una vuelta de tuerca, hábilmente apretada por Federico Trillo, con instrucciones del presidente Aznar y después por Rajoy, para reducir y limitar las posibilidades de control de los militantes y dirigentes sobre el presidente del partido. El presidente nacional y su agente electoral, el presidente regional, proceden a la designación de los compromisarios natos, el cincuenta por cien de todos ellos. La otra mitad de los compromisarios son cooptados por el presidente provincial o por el influyente dirigente local. Conseguir acceder como compromisario independiente es una auténtica heroicidad.
 
   En la práctica, el procedimiento de cooptación de los compromisarios funciona de manera que las respectivas direcciones regionales se arrogan la posesión de cierto número de compromisarios: el presidente del PP de Andalucía aporta, «tiene», quinientos compromisarios; el de Valencia «tiene» cuatrocientos; Madrid, trescientos cincuenta…Basta un acuerdo de dos o tres presidentes regionales, a su vez también cooptados, para que se decida el presidente del partido designado por el antecesor, que además cuenta con quinientos avales, número de partida inalcanzable para cualquier otro posible candidato alternativo.
 
   Altos cargos del PP insisten en lo abierto y fácil que es ser candidato a la presidencia del PP. Realmente, si no hay candidatos alternativos es porque el elegido por el anterior presidente arrasa. Lo cierto es que el art. 31.2.b) establece que para «ser proclamado candidato a la presidencia nacional será necesario presentar el apoyo de al menos cien militantes». Pero estos dirigentes ocultan que el art. 31.2.h) establece que «serán proclamados candidatos ante el Congreso del partido aquellos que tengan el apoyo, al menos, del 20 % de los compromisarios». Es decir, los cien militantes es pura filfa, es un engaño. Son cien militantes para presentarse, pero para ser proclamado candidato «ante el Congreso» se precisan en torno a seiscientos compromisarios avalistas. Se comprende que, salvo que el candidato tenga el apoyo de varios presidentes regionales, que «tienen» cientos de compromisarios, a un militante independiente no le es posible optar a la presidencia del PP. De ahí la importancia para el presidente nacional y otros dirigentes el colocar amigos en las presidencias regionales. Parece más fácil a cualquier ciudadano norteamericano presentarse a la presidencia de los Estados Unidos que a un aspirante independiente a presidente nacional en un congreso del PP.
 
   Es tan limitada la democracia interna en el PP que, pase lo que pase en una organización territorial (como las crisis del PP en Madrid y Valencia en 2016 por los casos de corrupción), la dirección nacional no autoriza la celebración de congresos regionales por el miedo a no controlar los compromisarios que después acudan al congreso nacional. Todo en el PP funciona en términos de cascada desde arriba, desde donde se «arreglan» la presidencia y estatutos del partido.
 
   La tendencia a limitar los mecanismos de control es general en todos los partidos. En los años 70 los congresos de Convergencia y del PSOE eran bianuales; ahora han pasado a celebrarse cada cuatro años. En el caso de AP el congreso del partido, en los años 70, era anual; ahora en el PP en teoría es cada tres años, pero en la práctica pasan más de cuatro años. Lo mismo puede decirse de las masivas Juntas Directivas del PP. Tienen que celebrarse cada cuatro meses y Rajoy ha esperado diez y seis meses para convocar la primera después del caso Bárcenas. También en el PSOE la configuración del Comité Federal está concebida por su composición de modo que controle lo menos posible al secretario general. La disposición de la mesa de dirección del PSOE en el Comité Federal y del PP en las Juntas Directivas recuerda al politburó soviético. Arriba, en el estrado, los que mandan; abajo los que tienen que aplaudir y asentir.
 
   El deterioro de los mecanismos de control es clamoroso. El Comité Ejecutivo del PP se ha convertido desde mediados de los años 90 más en un órgano de propaganda, de comunicación, que de debate y control como previenen los estatutos. Art. 36.1.a)-c): «Ordenar, coordinar y controlar todas las actividades del partido; definir la estrategia general del partido…». En la práctica nada de eso se hace, ya sea por la composición y elección del comité, ya sea por otros mecanismos disuasorios, como señalaba Alfonso Guerra: «El que se mueve no sale en la foto». El comité está compuesto por miembros natos: los cargos del aparato y los presidentes regionales, todos ellos elegidos por el presidente del PP. Otros son votados en el congreso en lista única, cerrada, propuesta por el presidente del partido, de manera que nadie puede ser candidato independiente al comité sino es cooptado, incorporado a la lista del presidente. Por si fuera poco, el presidente puede cesar a cualquier miembro del comité ejecutivo sin dar explicación alguna [art. 43.j de los Estatutos del PP].
 
   Otro procedimiento disuasorio del debate en los comités es la filtración tergiversada a la prensa de las intervenciones de sus miembros cuando emiten una opinión ligeramente crítica. Por eso, Aznar en el Comité Ejecutivo en el que solicitaba un «congreso abierto», leyó tres párrafos que después entregó a la prensa. Aznar conocía sobradamente, por haber favorecido dichas filtraciones a través del jefe de prensa durante su mandato, los riesgos de decir algo, no elogioso, en la reunión del Comité Ejecutivo del PP del día 21 de diciembre de 2015. 
 
   En el Estado de partidos la lucha política se libra secretamente dentro del partido mucho más que en debates abiertos de interés general ante la opinión pública. Una muestra de ello es la ausencia de políticos en los debates de TV, lo que es una singularidad de nuestro sistema político comparado con los europeos. En España, parece que los políticos de los partidos mayoritarios prefirieren la clandestinidad antes que exponer sus posiciones políticas y debates en público. Debido al reglamento del Congreso, el Parlamento decae por la lectura cansina y cronometrada de los portavoces de los grupos. Lo cierto es que el debate político que interesa a los ciudadanos se ha trasladado a las tertulias de radio y TV. En los debates de TV, la inmensa mayoría de los participantes son periodistas, algunos de ellos independientes, y otros son «terminales», portavoces de partidos, como el director del periódico de Madrid La Razón, ubicuo tertuliano de radio y TV y defensor sistemático del presidente de gobierno del PP.
 
    
 
   3. la corrupción, síntoma de una democracia enferma
 
   El círculo de concentración del poder de los líderes políticos se cierra al someter por completo a las organizaciones partidarias, desde la época de Felipe González en 1982. La corrupción política en España es un síntoma. La enfermedad es la deficiente representación política, que posibilita la concentración de poder y la ausencia de controles. En estos momentos, hay más de mil políticos imputados en casos de corrupción y 7.140 detenidos entre 2012 y 2015. Según los sondeos de opinión del CIS, la corrupción, después del paro, es el problema que más preocupa a los españoles. Ni la denuncia de los medios de comunicación ni la acción de la justicia es capaz de frenar un reguero de casos que deteriora la legitimidad de nuestro sistema democrático y nuestro prestigio internacional. La corrupción, en sí misma, es el síntoma de una enfermedad, la fiebre de una patología. Estamos dando aspirinas a un cáncer que no se soluciona con medicinas parciales e insuficientes. La enfermedad, la piedra clave del problema, es la deficiente representación política en beneficio de la gobernabilidad, de la estabilidad, que confiere un poder creciente, ilimitado y fuera de control a las elites políticas.
 
   La preponderancia de la estabilidad o gobernabilidad sobre la representación fue una decisión de la época de la Transición ante los temores que suscitaba la democracia. Pero lo que pudo ser una precaución inicial ha evolucionado con los años, según el modelo instaurado por Felipe González en la intensificación de la gobernabilidad. 
 
   En 2012, el informe sobre política institucional, realizado por Transparencia Internacional, señaló como principal insuficiencia del sistema político español que en «el marco institucional de la democracia española prima la búsqueda de la gobernabilidad sobre la garantía de la representatividad, aunque en la práctica eso no garantiza que los gobiernos sean eficaces». 
 
   La reiteración de casos de corrupción desde los años iniciales del felipismo en 1982, pasando por todos y cada uno de los gobiernos del PP y del PSOE, así como de autoridades regionales (CiU) y municipales, sugiere que el mal es extendido, sistémico, y que requiere una reflexión que vaya más allá de la represión de los casos concretos conocidos. Mucho me temo que, de no actuar de ese modo, en los próximos años —sea quien sea quien ejerza el gobierno y la mayoría parlamentaria—, los casos de corrupción continuarán desvelándose, día tras día, en los medios de comunicación.
 
   Independientemente de otras valoraciones, lo que es seguro es que la corrupción perjudica al partido mayoritario en la opinión pública y en el resultado electoral y que sus líderes, los cuatro presidentes desde 1982, no han sido capaces de erradicarla. Mi tesis es que, aunque quieran, no pueden. Y no pueden porque el Estado de partidos que han creado, en el que la división de poderes brilla por su ausencia, genera amplias posibilidades de enriquecimiento fuera de todo control. Para resolver la actual situación de corrupción sistémica se precisaría la voluntad de alterar, de cambiar comportamientos y normas políticas que suponen una disminución del poder del presidente del gobierno, y esto es algo que ninguno ha deseado en absoluto. Hasta ahora ningún presidente del gobierno se ha visto obligado a reducir sus amplísimas atribuciones y tampoco ha tenido voluntad alguna de rectificación.
 
   En 1994, Javier Pradera, editorialista de El País y gurú tolstoyano de la izquierda política española, escribió un espléndido libro, Corrupción y política. Los costes de la democracia, en el que retrataba todos y cada uno de los elementos que gravitaban sobre un fenómeno que el autor percibía como un coste insufrible de la democracia inaugurada en 1977. El libro de Pradera se ha publicado a la manera de las memorias de Chateaubriand, post mortem, en 2013, quizás para sentirse más libre y no recibir quejas de sus numerosos amigos. El diagnóstico, todo lo que ha pasado después, se ha cumplido y ampliado ad nauseam, con el resultado de desvirtuar la monarquía parlamentaria y sustituirla por un acabado ejemplo de Estado de partidos, de una partidocracia. El presidente del Gobierno tiene la capacidad de designar a los miembros de los principales órganos constitucionales: Tribunal Constitucional, Defensor del Pueblo, Consejo del Poder Judicial, Consejo de Universidades, Consejo de Seguridad Nuclear, RTVE. Como señala Javier Pradera, «el poder de los partidos se extiende en parecido o superior grado, desde el centro del Estado, hacia los ayuntamientos, diputaciones y comunidades autónomas»[39].
 
   El aludido temor de inestabilidad en 1978 se manifiesta en las medidas de fortalecimiento de los partidos en detrimento de la representación de los ciudadanos y reducción de la capacidad de los candidatos a diputados: la circunscripción provincial (contenida en la Constitución, art. 68.2), en el sistema proporcional corregido por ley y por la bonificación de los partidos mayoritarios, según la fórmula d’Hont. En el presente periodo de reformas conviene abrir el debate sobre la mejora de la representación política. Me permito sugerir que, si se aplica una medicina equivocada a la enfermedad, en lugar de mejorar, empeorará. Por ejemplo, el mito de las «listas abiertas». Si la circunscripción electoral sigue siendo la provincia y se permite poner una cruz en nombres propios, no se resolverá el problema. En España la experiencia de las listas abiertas para el Senado demuestra que los electores, en un 95%, eligen en el orden de la oferta de los partidos sin saber a quién votan. Los ciudadanos votan siglas porque no hay personalización de sus representantes. Además, si la prerrogativa de elaborar las listas permanece en el dirigente de cada partido, llegamos al extremo presente de titular a un senador o diputado, en lugar de por su circunscripción, por su correspondiente partido. En la tradición parlamentaria española antes de 1931 o en las actuales monarquías parlamentarias europeas, el diputado lo es por su distrito; es decir, por los electores que le han elegido. El elegido lo era por el distrito de Ponferrada, Tolosa, Cornellá, etc. Ahora, en España, el diputado lo es por el PP o por el PSOE y expresa una realidad: se debe al partido que lo ha elegido, no a los electores, a los ciudadanos.
 
   Un segundo ejemplo de medicina equivocada es acabar con la ley d’Hont y obtener mayor proporcionalidad defendida por los partidos no mayoritarios. La propuesta de continuar como en el presente, cambiando la ley electoral en beneficio de la proporcionalidad, será una medida que mejore la justicia distributiva, para que el voto de IU valga lo mismo que cualquier voto del PP o del PSOE. No falta razón a quienes lo defienden. Sin embargo, si continúa la circunscripción provincial y las listas elaboradas por las direcciones de los partidos, no habremos mejorado: se perderá en estabilidad y continuarán iguales las deficiencias de representación, la selección y actuación de los candidatos. 
 
   El grito de «no nos representan» del movimiento del 15 M fue debido a un amplio sentimiento real que no se limitaba a una minoría extremista acampada en la Puerta del Sol de Madrid, sino que reflejaba una aspiración mucho más generalizada en la sociedad española de lo que interpretó la dirección de la clase política. Por eso hubo sorpresa ante la emersión con fuerza de dos nuevas formaciones políticas —Ciudadanos y Podemos— en las elecciones europeas de 2014 y en las elecciones generales del 20 D de 2015. No pretendo tener la solución a un problema complejo como es una nueva ley electoral que conjugue representación y estabilidad; sí creo que es necesario abrir el debate y eliminar la obligatoriedad constitucional de la circunscripción provincial. Un sistema mayoritario o mixto que mejore la representación, tomando como ejemplo la experiencia británica o francesa puede ser el mejor camino. 
 
   Otro rasgo del Estado de partidos es el incremento incesante de la financiación de los partidos políticos. El PSOE y una tambaleante UCD diseñaron un sistema de financiación pública de los partidos (a costa de los contribuyentes) que no tiene parangón en ninguna democracia occidental y que no ha dejado de incrementarse desde 1978 y hoy alcanza los sesenta millones de euros al año. A esto hay que añadir otros sesenta millones de euros que reciben los grupos parlamentarios de las Cortes, de los parlamentos regionales y de los ayuntamientos. La aportación que los presupuestos realizan a todoslos partidos con representación parlamentaria, regional o local son más que suficientes para afrontar unos gastos regulares de funcionamiento de su estructura. Además, las campañas electorales tienen financiación pública extraordinaria. Según los datos declarados de los partidos por el concepto de «aportaciones de grupos institucionales», se duplica la subvención pública a todos los partidos, superando la cifra de 120 millones de euros.
 
   La versión de que la corrupción política es debida a una insuficiente financiación de los partidos es falsa. Los partidos españoles son devoradores insaciables, como Gargantúa y Pantagruel: incrementan, año tras año, sus gastos y siempre necesitan acumular y devorar más dinero. En ocasiones, algunos políticos usan la excusa de la financiación del partido para encubrir y desviar «mordidas» que finalmente saltan, día tras día, a los medios de comunicación. Conviene considerar otros modelos de financiación privada de los candidatos (que no de los partidos) que existen con toda normalidad y transparencia en Norteamérica y Europa.
 
   Desde el inicio de la Transición, sobre todo después de 1982, el modelo de financiación pública tendía a reforzar los aparatos de los partidos en detrimento de la financiación directa de los candidatos. El interés de los aparatos era y es convertir a los diputados en funcionarios dependientes de quien los pone en las listas. La ley pone la totalidad de los recursos públicos en la dirección nacional del partido (salvo las subvenciones a los grupos locales de concejales y diputados regionales) y de ese modo se refuerza a la cúpula dirigente. Veamos el caso del PP.
 
   En el documento de cuentas anuales del PP del año 2014, el partido declara que dispone de quinientos empleados de plantilla que consumen 30.999.641 euros. El PP dedica otros 31 millones a gastos de la actividad ordinaria. En total casi 62 millones de euros. Traducido en pesetas la cifra es mareante: 10.292 millones de pesetas al año. Y eso sin contar las contabilidades B de la sede nacional y de algunas regionales y locales que han aparecido en los medios de comunicación y que son objeto de investigación judicial. De los 62 millones de euros, 49 proceden de los contribuyentes españoles (subvenciones anuales directas y aportaciones de grupos institucionales) y 13 son de origen privado. Esa enorme cantidad de recursos es lo que explica el poder del aparato frente a los militantes y cuadros del partido. Se trata de una gran empresa, financiada con «pólvora del rey» que es, en sí misma, un gran atractivo para quien tiene la posibilidad de eternizarse en la presidencia. Así se entiende que el presidente del PP ganara, en el periodo de oposición al gobierno socialista, entre 2004 y 2011, la suma de casi 300.000 euros anuales declarados, cuando el presidente del gobierno apenas llega a los 80.000 euros. 
 
   En el Reino Unido el modelo de financiación es más privado que público y más centrado en los candidatos que en el partido. El presupuesto del aparato del partido de Cameron es de treinta millones de libras.El partido conservador británico, con el doble de población que en España, apenas administra la mitad de los recursos que el PP. La actividad y presencia pública del partido Tory se aprecia en los periodos electorales y en la organización de las convecciones anuales. El partido conservador, en el Reino Unido, es una referencia de unidad y coherencia de propuestas, pero el protagonismo político recae en la asamblea de los miembros del parlamento, que son quienes controlan al líder del partido y la acción del gobierno. Justo lo contrario que en España. En nuestro país el partido político, como señalaba Javier Pradera, es quien controla a los diputados, a la mayoría parlamentaria y toda la cascada posterior de nombramientos y elaboración de leyes.
 
   Igualmente equivocada es la política de concesión de indultos a políticos con condena firme por corrupción o los casi diez mil aforamientos que constituyen una suerte de protección y sensación de impunidad en muchos políticos implicados en casos de corrupción. Se impone acabar con los indultos y reducir drásticamente los aforamientos. En otras palabras, hay iniciativas que requieren un amplio acuerdo (cambiar la circunscripción provincial) y otras muchas que basta con leyes adoptadas por mayoría en el Parlamento o simplemente si se permite democracia interna en los partidos.
 
   Establecer un sistema efectivo de representación política y eliminar el poder abusivo de los dirigentes en la elaboración de las listas electorales, así como respetar la prevista división de poderes constitucional y sistemas de control, favorecerá el camino de la curación de la enfermedad de la corrupción y mejorará considerablemente la calidad democrática de nuestra patria. La crisis del Estado de partidos manifestada en 2015 puede tener una salida positiva si se reforma hacia una monarquía parlamentaria, como establece la Constitución. Si se mantiene el continuismo, «como siempre», o se produce un ascenso del populismo rupturista, disfrazado con el eufemismo de «proceso constituyente», el régimen del 78 tiene el riesgo de pasar pronto a ser historia.
 
   


 
   
 
  



Epílogo
 
    
 
    
 
   Este libro ha pretendido ser una propuesta de diálogo con el lector en el Salón de los encuentros sobre la aventura de la libertad y una contribución al debate político de principios de este siglo. El siglo xxi está lleno de incertidumbres y ataques a la libertad que solo puede florecer en el marco de estados seguros bajo el imperio de la ley. Las personas que padecen más sufrimientos son aquellas que habitan en zonas geográficas que no tienen seguridad ni fronteras definidas y que son estados fallidos, «no estados», en África o en la antigua Siria e Irak. El Estado (sobre todo si es el resultado de una prolongada convivencia como nación, como es el caso de España) es una obra de arte, porque es garantía de convivencia y libertad. Por eso hay que defenderlo frente a sus enemigos: los exclusivistas, los separatistas, los demagogos y los populistas. El Estado, como obra de arte, es caro, delicado y frágil. Un gobierno democrático, controlado por un parlamento representativo, que garantice la seguridad, la propiedad, la libertad y no sea abusivo es una carga ligera, imprescindible y valiosa.
 
   En el siglo xxi los superestados (grandes naciones o conjunto de naciones con cientos de millones de personas) tienen el reto de garantizar la propiedad y la seguridad. En ellos, la libertad, la representación y control político es muy deficiente. En la práctica, salvo los Estados Unidos, es difícil conjugar todos esos objetivos por la complejidad que conlleva. Pero incluso en los Estados Unidos emergen casos de populismo del estilo de Berlusconi en la personalidad de Donald Trump, que expresa un descontento de muchos ciudadanos con el establishment. Todavía es más difícil cuando esos superestados se ven abocados a elevados gastos asistenciales y, por tanto, a elevados impuestos. El caso de las naciones europeas agrupadas en la Unión Europea es representativo del intento de constituirse como un superestado. La calidad de la representación, de la democracia en el Parlamento Europeo, es muy baja y produce movimientos populistas y de euroescépticos cada vez más ampliamente representados. El modelo europeo de vasos comunicantes y gobierno conjunto permanente de socialdemócratas y democratacristianos (reparto de los comisarios y otros cargos) deja mucho que desear.
 
   El caso del Reino Unido es un intento de participar en la UE, pero sin perder elementos esenciales de su soberanía. El Reino Unido, para preservar su independencia y la calidad de su democracia, de su parlamento, solicita un estatus de unión bajo ciertas condiciones. En el fondo, los británicos, desde la Edad Media, han luchado encarnizadamente por evitar una gran potencia hegemónica en el continente y entienden que la UE es un trasunto del dominio de Alemania sobre el resto de las naciones. Y no les falta razón.
 
   El escritor Luis Racionero sostiene que el estado nación, inventado por España, Francia e Inglaterra en el inicio del siglo xvi, ha perdido su sentido en el siglo xxi y que avanzamos hacia superestados como la UE o los EE.UU. En su opinión, lo más conveniente y probable, en el inminente futuro, es la vuelta a entidades políticas más pequeñas, relativamente independientes entre sí, federadas posteriormente en superestados. Se trata de una tesis muy similar a la propuesta por los liberales americanos de la escuela austriaca Murray N. Rothbard y Hans-Hermann Hoppe. Sin embargo, estos dos autores son muy críticos con los límites impuestos a la libertad de los ciudadanos y la calidad democrática posible en dichos superestados. Hoppe defiende la superioridad de las entidades políticas de ciudad-estado con su región, sin ulterior federación estatista. Como elemento de debate, tanto una propuesta como otra es interesante pero, en la práctica, es dudoso que la constitución de una entidad política nueva, que supone una ruptura, como Cataluña, sea un avance en la libertad y en la calidad de representación democrática. Un proyecto político como el de las elites separatistas de Barcelona, desarrollado sobre una imposición identitaria y prácticas corruptas hasta límites insoportables, no parece que sea ni moderno ni deseable salvo para los dirigentes nacionalistas, que han sometido y aldeanizado a la sociedad catalana y se han enriquecido vampirizando a los contribuyentes, tanto a los catalanes como a los del resto de España. 
 
   Francis Fukuyama, agudo analista que definió el fin de la Historia por la supremacía mundial del sistema demoliberal, sostiene que el populismo no es una amenaza de la democracia como lo fue, en los años 20 y 30 del pasado siglo, el comunismo o el fascismo. Creo que tiene razón. El populismo es una enfermedad derivada del deficiente funcionamiento de la democracia, florece en las crisis económicas y cuando las elites políticas se burocratizan y caen en la tecnocracia (Rajoy) o en el infantilismo izquierdista (Zapatero). 
 
   El PP y el PSOE, en lugar de desarrollar y habilitar la monarquía parlamentaria, tal y como dispone la Constitución, han construido un Estado de partidos, que es el que está en crisis. Cuarenta años después del inicio de la democracia, en España se vuelve a plantear la disyuntiva entre los continuistas del régimen constitucional de 1978, los reformistas y los rupturistas. Los continuistas son inmovilistas, como Mariano Rajoy, para quienes lo mejor es seguir como siempre, es decir, no cambiar nada, rumbo al precipicio; para los reformistas, se trata de valorar los muchos aspectos positivos de casi cuarenta años de libertad, democracia y estabilidad, cambiando los elementos que permitan mejorar la calidad de nuestra democracia. Los rupturistas, agrupados por vez primera, y con amplio apoyo electoral (Podemos, CUP, Esquerra, mareas, IU, Bildu, etc., etc.), pretenden volver a 1975 y realizar la ruptura que la sociedad española desechó entonces en beneficio de la Transición.
 
   ¿Cómo hemos llegado, o vuelto, a esta situación? Desde 1978, los aciertos de los gobiernos españoles están en la base de un largo periodo de libertad, democracia y estabilidad. Ese es el activo. También hay un pasivo. Los cuatro últimos presidentes del gobierno hasta 2016 (González, Aznar, Zapatero y Rajoy) han elegido, en el discurrir del camino constitucional, la senda de la perdición en lugar del camino de la virtud. Estos cuatro presidentes, por acción o por omisión, han deteriorado la calidad de la democracia, anulado la división de poderes, depreciado el principio esencial de la representación, han limitado la democracia interna de los partidos con la eliminación de todos los controles sobre los dirigentes con el resultado de una corrupción sistémica que ha terminado por hartar a buena parte del electorado de todas las tendencias. Por si fuera poco, los partidos mayoritarios no han renovado o actualizado sus proyectos políticos. El PSOE ha renovado personas, líderes, pero no un proyecto socialista para el siglo xxi. Resultado: cada vez están más fuera de la realidad. El caso del PP es aún peor: no ha renovado ni personas ni proyecto. Resultado: «tormenta perfecta», ni gobierno, ni líder, ni partido.
 
   El partido socialista, ante la posibilidad de perder el poder en 1993, sacó a pasear al General Franco para neutralizar el centrismo del nuevo PP, en el que un mal informado José María Aznar tomaba referencias históricas y políticas de don Manuel Azaña. En esa posición defensiva, el PSOE demostró el agotamiento del proyecto socialdemócrata de 1982 y González cayó en 1994 en un ensimismamiento y bloqueo del que el PSOE no se ha repuesto desde que perdió las elecciones frente al PP en 1996. Visto con perspectiva, Felipe González debió dar paso a un nuevo líder que renovara un proyecto político socialista en la línea de modernización del laborismo británico o de la socialdemocracia europea. El PSOE no lo ha hecho y se encuentra huérfano de proyecto o anclado en políticas keynesianas de los años 60 del pasado siglo. Por si fuera poco, Zapatero ha despertado, imprudentemente, tensiones guerracivilistas en España con su revanchista Ley de Memoria Histórica, que un pasivo y acomplejado Rajoy ha sido incapaz de derogar o modificar. La memoria es por definición: personal, subjetiva, nunca generalizable. Debería ser obligatorio que los políticos, en lugar de inventos de «memoria histórica» conocieran la experiencia histórica, objetiva y generalizable, desde finales del siglo XVIII, para que no cayeran en errores similares a los del pasado.
 
   El PP tuvo un proyecto político desde 1990 con renovación de personas y de ideas. El fuerte impulso thatcherista en toda Europa influyó en el PP, en un programa de privatizaciones, potenciación de la sociedad civil, recuperación de la división de poderes, reducción de impuestos y limitación del peso del Estado en la sociedad. Aunque, solo muy parcialmente, se cumplió este proyecto después de 1996, por lo menos el impulso político duró hasta 2004. A partir de entonces, el PP abandonó la renovación de sus líderes y propuestas políticas para limitarse a una crítica de gestión y de los despropósitos infantiles del presidente Zapatero. En 2011 la caída en picado de Zapatero posibilitó al centro-derecha un triunfo electoral que cualquier candidato del PP hubiera ganado por amplia mayoría. 
 
   La libertad, la aventura de la libertad en España (recuperada a partir de 1975) de nuevo se encuentra cuestionada por los populismos, la extrema izquierda y los separatistas. La irrupción de descamisados en el Congreso de los Diputados, en una suerte de reivindicación de los sans-culottes de la revolución francesa, es el resultado de los errores del PP y del PSOE ante la ausencia de autocrítica y rectificación de la deriva de la decadencia de la calidad de nuestra democracia. En 2013 fue evidente el descenso electoral del PP. Entonces, asesores del presidente del gobierno propusieron impulsar, en los medios de comunicación, una alternativa de izquierdas, con la finalidad de dividir al electorado del PSOE y mantener al PP como primera fuerza. El éxito ha sido clamoroso. Consiguieron mantener el primer puesto para Rajoy. Sin embargo, la parte de la tarta «progresista» se ha hecho más amplia, con lo que se ha producido una nueva mayoría social de izquierdas y la emersión del populismo. Además, el descenso electoral del PP no ha permitido una mayoría parlamentaria de gobierno de centro derecha como resultado de las elecciones generales de 2015.
 
   El nuevo partido Podemos no ha hecho más que poner el oído en la calle. ¿Y qué es lo que ha escuchado en la calle, en la Puerta del Sol? Un enorme descontento de los españoles con la corrupción política, por la connivencia de los poderes económicos con los políticos y una hartura de sus privilegios. Conclusión: una muy deficiente democracia, con el diagnóstico «no nos representan». Lo malo es que lo que va a producir Podemos, como su modelo chavista-venezolano, es justamente lo contrario: más corrupción, menos democracia, libertad mediatizada, decadencia económica generalizada y gasto público disparatado. El ascenso del populismo es lo peor que le puede pasar a España porque en lugar de resolver los problemas los va a agudizar. Además, una vez que el populismo llega al poder, consigue mantenerse utilizando el engaño y la propaganda. El populismo tiene una extraordinaria capacidad de permanencia y adaptación. Incluso más que el totalitarismo. Es casi imposible erradicar el peronismo de Argentina por su legitimación plebiscitaria. En Venezuela, el chavismo triunfó por la frustración que generaron los partidos tradicionales (socialistas y democristianos). En México, el Partido Revolucionario Institucional se ha mantenido durante más de un siglo y está en el fondo de la deficiente democracia, corrupción y violencia que padecen los mexicanos. La experiencia demuestra que es muy difícil desalojar el populismo si llega al poder, porque adopta ropajes democráticos y penetra con intensidad en amplias capas sociales.
 
   En enero de 2016, los nuevos diputados populistas se sentaron en el Congreso de los Diputados al lado de un atónito y ensimismado Rajoy. Todo un éxito de la política de laboratorio. Lo inteligente hubiera sido escuchar el ruido ensordecedor de los ciudadanos. Hacen falta partidos que de verdad canalicen la participación ciudadana, en lugar de ser empresas de colocación de amigos. Un ejemplo es lo que ocurrió en Barcelona en el verano de 1996. Aquel verano, Aznar despidió del PP de Barcelona a Alejo Vidal-Quadras, con lo que la defensa de la bandera de la nación española en Cataluña quedó huérfana. La política tiene horror al vacío y un joven político, Albert Rivera, procedente de las filas del PP, retomó esa bandera con un nuevo partido moderado de centro. Resultado: Ciudadanos es el segundo partido de Cataluña y el PP es un partido residual, a día de hoy, en aquella región.
 
   Se trata de elegir, con la actual Constitución, el camino de la virtud, lo contrario de lo que se ha venido haciendo desde 1978: división de poderes, prevalencia de la representación sobre la gobernabilidad, democratización interna de los partidos, consolidar un modelo territorial que integre y no separe la nación, y modificar y reducir la financiación pública de partidos mientras se mejora la financiación de los candidatos. En otras palabras: menos poder y atribuciones de los aparatos del partido y mayor protagonismo y peso de los representantes de la ciudadanía. El repertorio de reformas posibles y necesarias ha sido analizado en una amplia bibliografía desde 2012 en adelante. Los partidos mayoritarios conocen los problemas y eventuales soluciones. Falta su voluntad para llevar a cabo las reformas, pues no han querido reducir, limitar, su preponderancia en el gobierno, en el parlamento, en la justicia y en el seno de sus respectivos partidos. Las reformas solo parecen posibles en medio de una gran crisis o cuando las elites se ven obligadas a aceptarlas. Los dirigentes políticos van por detrás de las demandas de la sociedad y, al no recogerlas, la frustración que genera favorece el populismo. 
 
   Don Juan Carlos I apreció la necesidad y conveniencia de su retirada mediante la abdicación. El 19 de junio de 2014, S. M. el rey Felipe VI, con ocasión de su proclamación ante las Cortes como Rey de España, en un claro e importante discurso, envió a la nación un mensaje de unidad, renovación y estabilidad. La crisis política del Estado de partidos puesta de manifiesto en diciembre de 2015 puede aprovecharse en el sentido de la rectificación, de la inclusión y de la reforma. Para eso está el más importante (no el único) salón de los encuentros: el parlamento.
 
   En España, al igual que en 1975, hay una amplia mayoría de ciudadanos más partidarios de la reforma que de la ruptura, más partidarios de aprovechar lo bueno realizado en cuarenta años antes que tirar por la borda lo obtenido: la integración europea y una monarquía y Constitución garantes de nuestras libertades y de nuestra tradición histórica como nación.
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